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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz Pollmann.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las  actas de las 87ª, ordinaria, en 20 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas en 21 de enero, y 90ª, especial, en 30 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que tomó conocimiento del rechazo del Senado al proyecto que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 (boletín N° 6.195-04) y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta. (Véase en los Anexos, documento 1)


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los tres restantes comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena por gracia a Joan Alison Turner Roberts (boletín N° 6.077-17) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


2.- Proyecto de ley que establece procedimiento para reclamación de multas de la Superintendencia de Valores y Seguros (boletín N° 5.998-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


3.- Proyecto que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos (boletín N° 5.049-01) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.


Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los dos primeros remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra del artículo 38 bis de la ley N° 18.933 y de los artículos 2°, 11, 15, 16, 19, 26 y 29 del decreto ley N° 2.695.


--Se toma conocimiento.


Con los cuatro siguientes remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad planteados en contra del artículo 50 de la Ley General de Servicios Eléctricos.



 --Se toma conocimiento y se envían los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a los reiterados delitos que han afectado a numerosos agricultores y comerciantes de la comuna de Ercilla.



Del señor Ministro del Interior subrogante, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Kuschel, relativo a medidas que permitan mejorar la seguridad en Chaitén.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Naranjo y Prokurica, acerca de una moción de su autoría que obliga a los organizadores de eventos a pagar un derecho compensatorio por concepto de gastos de seguridad, la que fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, respecto de lo planteado por la Presidenta del Centro General de Padres y Apoderados del Colegio Especial Philipps Claret, de Curicó.



Cuatro del señor Ministro de Justicia subrogante:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, referidos a la situación que afecta a la familia de don José Luis Soto y al estado actual de los recintos penitenciarios del país.



Con el tercero responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Girardi, relativo a la constitución legal de la corporación que administra el proyecto Parque Pumalín.



Con el último contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual se solicitó la implementación de un programa especial de ayuda a los niños que han quedado en situación de desamparo por ser su madre víctima de parricidio (boletín N° S 1.098-12).



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, acerca de una eventual solución al problema planteado por el Sindicato Interempresas de Trabajadores Mercaderistas Reponedores de la Provincia de Ñuble.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo subrogante:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, referido a los problemas que afectan a los vecinos del Condominio Lomas de Conguillío, de la ciudad de Victoria.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de los problemas que afectan a los deudores habitacionales Habitacoop de Coyhaique.



Dos del señor Ministro de Agricultura subrogante:



Con el primero da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Zaldívar y Larraín, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional (boletín N° S 1.142-12).



Con el segundo contesta un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República estudiar la entrega de un bono a los productores de trigo y la implementación de una política de Estado de seguridad alimentaria (boletín N° S 1.143-12).



Siete de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con los tres primeros responde igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a las actividades de prospección minera que se realizan en el Valle de Putaendo y en Valle Hermoso; a la instalación de centrales termoeléctricas en el área urbana de la comuna de Caldera, y a la existencia de vertederos de plástico y otros elementos no biodegradables en el canal de Puyuhuapi.



Con los dos siguientes contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Navarro, relativos a una emergencia ambiental en la planta siderúrgica de Huachipato y a la central termoeléctrica que se pretende instalar en la comuna de Penco.



Con el sexto da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, acerca de la contaminación por aguas servidas que afecta a los vecinos de calle Nahuelco, comuna de Purén.



Con el último responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, referido al Estudio de Impacto Ambiental del “Proyecto Disposición de Lastre y Sistema de Manejo de Drenajes” presentado por la División Andina de CODELCO.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la toma de muestras de ADN a niños de colegios municipales de la comuna de Concepción.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones subrogante, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la destinación de funcionarios de la Institución al paso fronterizo Pallavicini, ubicado en la comuna de Puerto Ibáñez.



Del señor Presidente del Banco Central, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de las restricciones que afectan el intercambio comercial con Bolivia.



Del señor Subsecretario del Interior, con el que envía el detalle de los fondos asignados en el trimestre octubre-diciembre de 2008 al Programa 05.01.05 “Seguridad y Participación Ciudadana” en la Ley de Presupuestos del año 2008 y su respectivo porcentaje de avance a la fecha.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, acerca de los gastos en que incurrió la Institución para prestar servicios de orden y seguridad en los dos conciertos que realizó en el Estadio Nacional la cantante “Madonna”.



Del señor Subsecretario de Pesca y de la señora Subsecretaria de Salud Pública, mediante los cuales dan respuesta a oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a la contaminación de las aguas en la localidad de Repollal, comuna de Las Guaitecas.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a problemas que afectan a la localidad de Alto Hospicio.



De la señora Superintendenta de Pensiones, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a estadísticas sobre utilidades difundidas por algunas AFP.



Del señor Superintendente de Pensiones subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, respecto de la situación que afecta a don Carlos González.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles subrogante, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de deficiencias de las instalaciones eléctricas en la población El Bosque II, de la ciudad de Coihaique.



Del señor Director del Trabajo subrogante, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido a materias de orden laboral en relación con la Zona Franca de Iquique.



Del señor Director del Fondo Nacional de Salud, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Prokurica, Allamand, Arancibia, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Núñez, Orpis y Zaldívar, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas que permitan a un hombre casado ser carga de su mujer cotizante de FONASA (boletín N° S 1.137-12).



Del señor Director del Fondo Nacional de Salud subrogante, con el que contesta un oficio enviado por la Senadora señora Alvear, respecto de la incorporación de la esclerosis múltiple en la cobertura del AUGE.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante subrogante, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la contaminación de las aguas en la localidad de Repollal, comuna de Las Guaitecas.



Del señor Fiscal Nacional Económico subrogante, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Vásquez, referido a una eventual concertación de precios contra productores nacionales de trigo.



De la señora Secretaria de la Comisión Regional del Medio Ambiente de Valparaíso, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, respecto de la construcción de obras fluviales en la ribera norte del estero Campiche, en la comuna de Puchuncaví.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de ENAMI, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, relativo al “Informe Matriz de Riesgos y Controles de la Planta Osvaldo Martínez” y a los bonos otorgados a ejecutivos de aquella Empresa durante los años 2007 y 2008.



Del señor Secretario General de la Fuerza Aérea de Chile subrogante, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, referido a la posibilidad de que se entregue en comodato a la Municipalidad de Quintero un inmueble de propiedad de la Institución.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, acerca de información sobre materias policiales en la Región de La Araucanía.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Girardi, respecto de la constitución del proyecto de Santuario de la Naturaleza de Pumalín.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Bianchi y Horvath, respecto de una moción de su autoría modificatoria de la ley N° 18.502, que establece impuestos a diversos combustibles, la cual fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



De la señora Jefa del Fondo Social Presidente de la República, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, referido a proyectos presentados por el Gobernador Provincial de Concepción.



Del señor Fiscal Adjunto de Angol, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, relativo a la investigación por presuntas irregularidades en el uso de recursos públicos asignados para la ejecución de proyectos en la población El Retiro, comuna de Angol.



Del señor Gerente de la División Marketing del Banco de Chile, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la situación que afecta a don Mario Muñoz.



Dos del señor Gerente General de la ZOFRI, con los que contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro, referidos a diversas materias de índole laboral relacionadas con los trabajadores de la ZOFRI y a los problemas producidos en el norte a raíz del decreto de Bolivia que impidió el acceso de automóviles usados a ese país.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe

Segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Ominami, que modifica el artículo 164 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, en materia de información privilegiada (boletín N° 4.852-05) (Véase en los Anexos, documento 5).

--Queda para tabla.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables señores Naranjo y Navarro, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que condone las deudas que tenían hasta el año 2008, por concepto de servicio domiciliario de aseo, las familias que habitan en viviendas o unidades vecinales cuyo avalúo fiscal es igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales, actualmente exentas de dicho pago (boletín N° S 1.149-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

De los Honorables señores Naranjo y Ominami, relativo a la posibilidad de que los bonos extraordinarios que el Estado otorgue a las personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar se entreguen directamente a la cónyuge o conviviente que por orden judicial se encuentre recibiendo una pensión de alimentos (boletín N° S 1.150-12) (Véase en los Anexos, documento 7).

--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

De los Honorables señores Naranjo, Muñoz Aburto, Navarro y Ominami, relativo a la posibilidad de establecer el 15 de febrero de cada año como Día Nacional del Brigadista Forestal (boletín N° S 1.151-12) (Véase en los Anexos, documento 8).

De los Honorables señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, sobre la implementación de un seguro especial de alto riesgo para los brigadistas forestales y el otorgamiento de pensiones de gracia especiales para las familias de los brigadistas que fallezcan en cumplimiento de sus funciones o resulten con incapacidad laboral permanente, así como de becas educacionales para sus hijos (boletín N° S 1.152-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Agricultura.

De los Honorables señores Horvath, Bianchi y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas para revitalizar y proteger el área de Chaitén (boletín N° S 1.153-12) (Véase en los Anexos, documento 10).

--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En primer término, corresponde continuar la discusión general del proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional, con nuevo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3436-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 77a, en 9 de diciembre de 2008.

Gobierno (nuevo), sesión 86ª, en 14 de enero de 2009.

Discusión:



Sesiones 78ª, en 10 de diciembre de 2008 (vuelve a Comisión); 91ª, en 3 de marzo de 2009 (queda pendiente su discusión general).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar a la Sala que en la sesión de ayer quedó pendiente la discusión general. 



Se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra los Honorables señores Espina, Gazmuri, Ávila, Prokurica, Arancibia, Gómez, Letelier, Escalona, Muñoz Aburto, Zaldívar y Naranjo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Continúa la discusión general del proyecto.
El señor ÁVILA.- ¿Y si reducimos los tiempos, señor Presidente?

El señor BIANCHI.- Pido la palabra. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, solicito que, si lo tienen a bien la Mesa y mis Honorables colegas, se abra la votación de este proyecto -ya lo hemos venido tratando en extenso desde ayer y, como se ha señalado, varios Senadores no han hecho uso de la palabra-, sin perjuicio de que se conceda un tiempo adecuado para intervenir.



Lo planteo porque, según entiendo, algunos colegas deben retirarse antes de que se levante la sesión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quiero acceder a esa petición, pero siempre y cuando no se restrinjan los tiempos, pues varios señores Senadores me han manifestado su interés por intervenir. Estamos ante una materia no menor, que tiene que ver con nuestro orden interno y reviste toda la importancia que Su Señoría le atribuyó en su brillante exposición del día de ayer.



En consecuencia, si le parece a la Sala, abriremos la votación, pero conservando el tiempo normal para las intervenciones. 



--Así se acuerda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- ¿No debía comenzar el Senador señor Espina?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Sí. Estaba inscrito antes, pero no se halla presente.



Perdón, pero Su Señoría acaba de llegar.

El señor ESPINA.- ¿Se puede cambiar el orden, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay problema. 



¿Senador señor Ávila?

El señor ÁVILA.- En seguida viene el Honorable señor Gazmuri.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es. Sin embargo…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el orden de los inscritos es el siguiente: Honorables señores Espina, Gazmuri, Ávila, Prokurica, Arancibia, Gómez…

El señor PROKURICA.- Yo estoy en condiciones de comenzar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Recuerdo a la Sala que estamos en votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me habría gustado que tanto las reflexiones de ayer como las de hoy se hubieran podido efectuar a la luz de un proyecto que tuviera un verdadero contenido regionalista, de más autonomía económica y política, y que avanzara en favor de un sector importante del país que se siente postergado y que, con justicia, reclama mayor protagonismo en la vida nacional.



El futuro de las Regiones frente al exacerbado centralismo existente hoy día sigue siendo poco alentador.



A modo de ejemplo, cabe puntualizar que las Regiones del norte enfrentan muchas veces el abandono del gobierno central. 



Recordemos que solo las pérdidas del Transantiago acumuladas durante los primeros cuatro meses del año 2008 equivalían a la totalidad de los fondos asignados al FNDR de las Regiones de Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo. Y para este año el FNDR destinado a la Región Metropolitana supera en casi 4 mil millones de pesos los recursos fijados para Arica, Tarapacá, Antofagasta y Atacama.



Atacama, la Región que represento, enfrenta muchas carencias. Pero una de las principales es la atención de salud: un hospital regional que desde hace más de ocho años, pese al compromiso de dos Presidentes de la República distintos, espera una remodelación; más de 17 mil pacientes en listas de espera; hospitales sin médicos para atender a la población, y una carencia dramática de especialistas.



¡Cómo es posible que en el servicio público, para casi una Región completa, exista solo un par de especialistas cardiólogos para atender a todos los enfermos!



Otro punto que no puedo dejar de tratar es la distribución de los recursos del royalty, que se ha visto aquí, en la Sala, muchas veces: ¡a la Región Metropolitana se le asigna lo mismo que a la de Atacama, que recauda unos 50 millones de dólares por ese concepto! Y el Gobierno sigue insistiendo en retrasar el envío de un proyecto de ley que retribuya justamente a las Regiones mineras. En último término, puede patrocinar la iniciativa que el colega Orpis y otros Senadores presentamos para hacer justicia a estas Regiones.



Eso, sinceramente, es inaceptable y constituye un ejemplo de cómo los habitantes de las zonas más alejadas del país sufren cada día por el aislamiento.



Hace un mes, por iniciativa del Presidente del Senado, inauguramos la Sala Pedro León Gallo, en honor a uno de los más importantes regionalistas de la historia de nuestra patria.



A 150 años de la revolución constituyente, encabezada por el caudillo, lamentablemente siguen vigentes las causas por las cuales ese político se levantó e incluso formó un ejército. Había un profundo deseo de autonomía y justicia social para las Regiones frente al despojo de las riquezas aportadas por ellas al desarrollo del país y que hasta hoy se quedan en la Capital para financiar proyectos que en nada las tocan o favorecen.



Aquel ex regidor, sin duda, querría hoy también levantarse una vez más para defender a las Regiones mineras, como la de Atacama.



Llegó la hora, señor Presidente, de avanzar contra la tradición centralista, contra un Estado que no valora ni da real protagonismo a los distintos territorios. Desde las Regiones miramos con estupor el centralismo, que es malo no solo para ellas, sino además para el propio Santiago. La concentración de talentos, riquezas y oportunidades sigue en la Capital.



Hemos escuchado durante esta larga sesión distintas opiniones en el sentido de que el proyecto que hoy nos convoca, en algunos casos, significa un paso muy lento y no todo lo importante que quisiéramos, e incluso, que sería innecesario.



Efectivamente, me gustaría que hubiese un avance más profundo, porque esta iniciativa tiene muy poco de fomento para una descentralización real y mucho menos de regionalización verdadera.



Sí, incluye un elemento relevante para el ejercicio democrático: la elección directa de los consejeros regionales.



Esa es una cuestión que no puede seguir esperando. Ahora los consejeros regionales serán conocidos y más cercanos a la gente, y podremos hacerles exigencias e indicarles sus responsabilidades y su trabajo, lo que hoy en día resulta más difícil.



Y algo muy significativo: por la vía planteada se evitará un foco de corrupción que se ha ido generando en ese sector. Todos lo conocemos, nadie lo dice, pero es así: ¡hay un foco de corrupción en la forma como se nombra hoy día a los consejeros regionales!



Señor Presidente, quiero destacar la labor realizada en este debate por el Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización (CONAREDE), y en especial, la de Heinrich von Baer y Miguel Cellino -nos acompañan esta tarde en las tribunas-, quienes han dado pasos muy fundamentales a los efectos de comprometer a los parlamentarios y a los partidos políticos para avanzar hacia la regionalización, aunque el de ahora es muy pequeño.



Pero también quiero reparar en que, pese a que la totalidad de los sectores políticos aquí representados están convencidos de que Chile debe hacer más por sus Regiones, la mayor prueba de centralismo es la actitud de los partidos, que definen sus candidatos a cargos de elección popular sin considerar un aspecto esencial: que ellos sean en lo posible oriundos de las Regiones, que conozcan los problemas de los lugares por los que postularán.



En los próximos meses veremos cómo, una vez más, las colectividades partidarias distribuyen a candidatos salidos de Santiago para pelear cupos parlamentarios en Regiones del país que a veces ni siquiera conocen.



Amigos de la CONARADE, amigos de la regionalización, esa es quizás una de las razones por las cuales todos nos hallamos en contra del centralismo y a favor de la regionalización.



Pero nada cambia.



Por último, resulta penoso que no tengamos ocasión de realizar un debate especial, dedicado, profundo sobre estos temas y nos veamos respaldando un proyecto hecho “en la medida de lo posible”, en lugar de una iniciativa sólida, que realmente entregue a las Regiones el protagonismo que merecen, para llegar al Bicentenario con un Chile derechamente alcanzando un pleno desarrollo, sin las crueles y absurdas diferencias existentes entre las Regiones y Santiago.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero adherir al reconocimiento hecho por el Honorable señor Prokurica a la labor que en materia de regionalización y descentralización ha llevado a cabo desde hace muchos años el CONAREDE, en especial a través de su Presidente, señor Heinrich von Baer, y de don Miguel Cellino, quienes no han limitado su actuación al proyecto que hoy nos ocupa. Ellos son pioneros y han desplegado esfuerzos extraordinariamente importantes para hacer conciencia, no solo en los parlamentarios de Regiones sino también en aquellos que representan a ciudades más grandes, de que la regionalización es una cuestión de interés nacional. Creo que esa labor demuestra la enorme relevancia que tienen las organizaciones de ciudadanos para llevar adelante iniciativas como las que ellos han impulsado durante varios años.



Además, hago tal reconocimiento, fundamentalmente, porque dichos personeros iniciaron su trabajo en la Región de la Araucanía, a la que represento en el Senado.



En consecuencia, me parece bueno que en la Versión Oficial de esta sesión quede testimonio del esfuerzo gigantesco que ellos han realizado para crear conciencia sobre la imperiosa necesidad de fortalecer la regionalización.



Señor Presidente, el artículo 3° de la Constitución Política dice: “El Estado de Chile es unitario.”.



Pero quiero recordar que en la última reforma que aprobó el Senado se incorporó a esa norma un inciso tercero que expresa: “Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.



Recuerdo perfectamente -porque me tocó integrar la Comisión de Constitución- el momento en debatimos tal norma. Y se difundió en las Regiones, forjándose una gran esperanza en que todas las actividades de los órganos del Estado iban a apuntar a fortalecer la regionalización.



Digo eso porque la ley -nosotros concurrimos a su formación junto con el Ejecutivo- tiene poco valor si no va a acompañada de la voluntad política de ponerla en práctica.



Nos hemos llenado de leyes en los últimos años. Pero cuando uno las evalúa y hace un seguimiento, ve que muchas ellas son letra muerta. Porque una cosa es que en su texto se postule la regionalización y otra la voluntad efectiva del Gobierno de llevar adelante un proceso que la fortalezca como una manera de propender al desarrollo armónico del país.



Yo siento que a ese respecto se ha avanzado muy poco. Porque si uno analiza la legislación dictada en los últimos años se percata de que, al final de cuentas, prácticamente ninguno de los textos se dirige a los cuatro ejes que deben tenerse presentes cuando hablamos de fortalecer la regionalización. 



La iniciativa que nos ocupa hoy, sin duda, constituye un avance y apunta en el sentido correcto.



En primer lugar, la forma de generación de las autoridades.



No es lo mismo que las autoridades encargadas de administrar los recursos regionales sean designadas por el gobierno central o elegidas por la Región. ¡La diferencia es enorme!



El intendente, que es el representante del Presidente de la República en las Regiones -me parece bien que haya uno en cada una de ellas-, puesto en la disyuntiva de defender los intereses regionales cuando aparezcan en contraposición con los del gobierno central, ciertamente que optará por los de este, pues su cargo es de exclusiva confianza del Primer Mandatario. De manera que, ante un dilema de tal índole, el intendente no toma la decisión final pensando en qué favorece más a la Región, sino mirando los intereses de quien lo nombró en su cargo.



Por consiguiente, el hecho de que las autoridades no surjan del gobierno central es, sin duda, una manera real de fortalecer el proceso de regionalización. Y no tengo dudas de que la elección de los consejos en forma directa por la ciudadanía dará más autonomía, más independencia, al gobierno regional y a quien sea su presidente para defender los intereses locales.



En segundo término se halla lo de las competencias. Este aspecto queda entregado a la Ley Orgánica Constitucional. Y me alegra que así sea, porque en el texto anterior se hallaban establecidas en la Carta, lo que a mi juicio era un error, en la medida en que se trata de una materia que se puede ir modificando con el transcurso de los años. Parece correcto que la Ley Orgánica Constitucional sea la que señale expresamente los ámbitos de competencia que irán asumiendo las distintas Regiones.



Sobre el particular, señor Presidente, se plantea un argumento muy recurrente: “No deleguemos atribuciones en las Regiones, porque quizás en ellas no se encuentre la gente suficientemente capacitada en la toma de decisiones vitales para el país”.



Por mi parte, me pregunto: ¿y por qué van a tener más capacidad, más noción de la realidad, más percepción y sentido social, quienes viven a cientos de kilómetros de donde se deben tomar tales decisiones?



Entonces, el ámbito de competencia, en cualquier democracia, presenta un aspecto central: que sean las propias Regiones las que vayan materializando el mayor número de determinaciones respecto de lo que a ellas mismas les afecta.



En tercer lugar -y recuerdo que un señor Senador lo dijo en la sesión pasada- se encuentra lo atinente a los recursos.



La verdad de las cosas es que estas reformas son letra muerta si finalmente los recursos no se entregan a las Regiones en la forma y cantidad requeridas. Podemos acordar la elección de los consejos regionales y otorgarles competencias, pero si no se distribuyen de una manera razonable los fondos para que las Regiones propendan a su desarrollo, lo demás pasa a ser, de uno u otro modo -repito-, letra muerta.



Ese es un asunto pendiente que hace urgente fortalecer los procedimientos sobre entrega de recursos a las Regiones y los mecanismos de control para que sean bien administrados. Porque si hay algo que la sociedad chilena ha aprendido, a través de los años, es que no basta con proporcionarlos. Hay Regiones que los reciben, pero ni siquiera se alcanzan a gastar por completo.



Y así me lo corrobora el Senador señor Muñoz Barra, con quien hemos visto tantas veces, en la Región de La Araucanía, que se otorgan a Obras Públicas fondos para infraestructura y no se gastan como corresponde, se despilfarran o, simplemente, no se ocupan y se deben devolver.



Esto último ocurrió dos o tres años atrás, cuando más de 10 mil millones de pesos destinados a ese rubro no se gastaron nunca y hubo que reintegrarlos al Gobierno central. Eran dineros que se perdieron, en vez de ser empleados en inversiones que habrían ayudado mucho al desarrollo, en particular de las zonas rurales, donde los déficits de infraestructura son más notorios, más importantes y afectan más al desarrollo económico y, por ende, a la calidad de vida de la gente.



Por lo tanto, el tercer elemento, muy relevante, dice relación a la entrega, control y fiscalización oportunos de los recursos para las Regiones.



Y un cuarto elemento, no mencionado en el debate y que quiero incorporar, son los incentivos para la inversión privada a lo largo del territorio.



Salvo en las zonas australes extremas, no existen estímulos para que las empresas prefieran instalarse, generar mano de obra y desarrollarse en Regiones. Les resulta siempre más cómodo y, desde el punto de vista inicial -así lo creen-, más rentable el ubicarse lo más cerca posible de las grandes ciudades y, en especial, de Santiago.



Los países que logran un desarrollo equitativo son aquellos que crean incentivos de carácter tributario o para contratación de mano de obra a fin de que las empresas opten por irse a regiones, y, adicionalmente, fijan un costo más alto para las que siguen operando en el área metropolitana. Así ha acontecido en Estados Unidos; en España, Francia y otras naciones europeas, y sucede actualmente, incluso, en muchas partes de Asia.



Entonces, el cuarto elemento, consistente en lograr, mediante incentivos, que la empresa se desarrolle en Regiones resulta esencial, porque es hoy día el motor del crecimiento de la economía de un país.



En síntesis, señor Presidente, he hecho esta narración de los que, a mi juicio, constituyen los cuatro pilares fundamentales del fortalecimiento de la regionalización por creer que el proyecto que nos ocupa es un avance significativo, aunque no tan profundo como lo será finalmente. 



Y me alegro de que se hayan suprimido diversas disposiciones que en la sesión anterior sostuve que no estimaba correcto incluir en la Carta, porque no me parecían propias de ella, y de que se haya dejado el debate respectivo para cuando se modifique la Ley Orgánica Constitucional. Otras, derechamente, carecían de sentido, como aquella que establecía, según recuerdo, que los intendentes y gobernadores tendrían fuero respecto de las acciones judiciales que se pudieran entablar contra ellos, pues estimé que era algo que no tenía nada que ver con una iniciativa sobre descentralización o regionalización del país.



La iniciativa en debate va en la línea correcta. Espero que se enriquezca con las indicaciones que en su momento se formulen. 



Sin embargo, la prueba de fuego no radicará solo en ella -como tampoco residió en el inciso tercero del artículo 3° de la Constitución, que ya establece, como señalé, la obligación de los órganos del Estado de promover el fortalecimiento de la regionalización-, pues si no hay voluntad política para la concreción, en definitiva se siembran esperanzas y después se cosechan desilusiones.



Por tal motivo, señor Presidente, anuncio que votaré a favor del texto en examen.



Y confío en que esta sea la primera etapa de un proceso de regionalización acentuado que Chile viene anunciando hace muchos años. Ello se mira con esperanza en Regiones, pero también con gran escepticismo, ya que estos proyectos finalmente no logran su objetivo por no existir detrás voluntad política. Ojalá en esta oportunidad sí la haya, no solo en el Gobierno actual, sino también en los futuros, con el propósito de alcanzar el crecimiento del país en forma más armónica, más justa y más equitativa y con mayor fuerza para el desarrollo regional.



Por las razones expuestas, voto que sí. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, también me pronunciaré a favor de la presente reforma de la Carta, en primer lugar porque su finalidad principal es una cuestión planteada prácticamente durante los últimos veinte años por todos quienes consideramos fundamental que un organismo como el consejo regional tenga su origen en el ejercicio directo de la soberanía popular. 



Hoy día existe una situación bastante anómala. Los consejos regionales son autoridades de relevancia creciente al administrar por lo menos una parte de la inversión local a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, el que ha ido aumentando de manera bastante sustantiva durante los últimos Gobiernos. Y, como cuerpos colegiados, poseen atribuciones en materia presupuestaria regional que, por analogía, son incluso mucho mayores que las del Congreso Nacional, pues no aprueban, como nosotros, grandes partidas, sino inversiones específicas, concretas y hasta de poca monta. El que sean elegidos mediante un sistema indirecto carece de sentido.



Desde el punto de vista de la ciudadanía, son entidades invisibles, opacas y sin responsabilidades directas con la gente, pese a su progresiva importancia.



Al margen de cualquier otra consideración sobre los aspectos de la regionalización, el elemento que señalo tiene mérito por sí mismo. En efecto, el fortalecer la representatividad de los consejos regionales apunta a robustecer la identidad política de las Regiones.



No es casualidad que haya habido una resistencia muy fuerte -a veces, soterrada y transversal- en el propio Congreso Nacional a que los consejeros regionales fueran elegidos en forma directa. Y por las peores razones: las de defensa corporativa de pequeños privilegios parlamentarios. En algunas iniciativas anteriores se llegó a incluir una disposición a mi juicio escandalosa -felizmente, no figura en la que estamos analizando-, pues impedía que los consejeros regionales designados en esa forma postularan a cargos de representación parlamentaria en la elección siguiente. Ello indica con claridad cómo a veces los celos corporativos, incluso de los Congresos, operan en sentido contrario a la democratización del país y al desarrollo de las Regiones.



Los procesos de regionalización, descentralización y autonomía, en todas las naciones donde se han llevado a cabo, obedecen básicamente a tradiciones nacionales, a reclamos ciudadanos, a representación política de las Regiones. Nuestro proceso de regionalización, en cambio, tuvo un origen completamente distinto: fue una decisión político-administrativa de un Gobierno autoritario. No recogió, salvo una demanda genérica, un gran movimiento ciudadano.



Tanto es así, que las Regiones no fueron producto de acuerdos políticos entre las antiguas provincias. Todas las dificultades que enfrentamos hoy día con motivo de la reivindicación de partes de sus territorios, de provincias específicas, para constituir nuevas Regiones son consecuencia del antecedente que he señalado. Ya hemos despachado dos leyes dividiendo las Regiones originales establecidas por el Régimen militar.



Y se formulan muchas otras demandas. En la circunscripción que represento existe un cierto movimiento subregionalista de las provincias en las cuales no se encuentra la capital regional. También imagino que las viejas y antiguas provincias de San Felipe y Los Andes pueden no sentirse cómodas por una resolución inventada administrativamente. Y veo que mis coterráneos chillanejos asimismo reivindican la regionalización de la provincia de Ñuble, porque, desde el nacimiento de la República, nunca han sido penquistas.



Entonces, se presenta un problema de muy diversa naturaleza.



Como no podemos dibujar de nuevo todo el mapa de las Regiones, me parece que la elección directa del Consejo Regional es, por lo menos, un gran avance. Imagino que en la Ley Orgánica Constitucional habrá que establecer que esa representación deberá hacerse sobre una base provincial. Ello dará fortaleza a la identidad política de las provincias, que sí la registran en su identidad histórica. Porque, en Chile, las provincias -las 27 que los de nuestra generación aprendimos en el liceo-, salvo algunas de las nuevas que se crearon también de manera puramente administrativa, exhibían una fuerte identidad regional.



Por este elemento, voy a votar a favor.



Sin embargo, lamento la tardanza: ¡veinte años! Esperaba que la elección directa se llevara a cabo en los pasados comicios municipales o en los parlamentarios próximos. Sin embargo, quedaremos hasta 2009. Seguimos con el ritmo cansino intolerable de reformas políticas indispensables en aspectos que no hacen otra cosa que rigidizar el sistema político.



Lo dice el Senador que habla: ¡Chile se halla en una crisis de representación política brutal! Creo que este es el país, entre los que conozco en el mundo, que elige menos autoridades por sufragio popular. Ignoro si en alguna democracia existen consejos o asambleas comunales tan pequeños como los nuestros. No cabe el debate de los problemas de una ciudad en un organismo formado por seis miembros. ¡Sencillamente, no cabe!



En cualquier ciudad media, europea o sudamericana, esos consejos los integran treinta o cuarenta personas. Pero cuando uno plantea ese punto en Chile pareciera que fuese un extraterrestre. Y le dicen: “¡Pero cómo vamos a gastar tanto en viáticos a los concejales!”.



Y la democracia representativa ya tiene problemas en el mundo, porque, en sociedades diversas, estratificadas como las nuestras, desiguales, representar al resto de los ciudadanos es una tarea difícil. Antes, ello era más fácil en sociedades más homogéneas política, social y culturalmente. Nosotros registramos un déficit brutal en el sistema referido.



El proyecto apunta tardíamente en la buena dirección, porque recién vamos a corregir en cinco años más esta anomalía tan destacada. Me parece un tiempo fastidiosamente largo para reformas indispensables.



Quiero, además, felicitar por el trabajo de la Comisión, pues creo que ha sido serio. Se han introducido aspectos no incluidos en la consideración original y que apuntan al corazón de los procesos de mayor autonomía regional. Y se fijan criterios, por lo menos, para el traspaso de competencias, las cuales podrán ser solicitadas al Ejecutivo por un quórum importante del Consejo Regional, estableciéndose, en caso de una negativa, una suerte de instancia arbitral -en este caso sería el Senado-, de manera que el planteamiento de las Regiones no quede restringido a una suerte de derecho de petición.



Me parece inteligente la fórmula de que las Regiones puedan pedir dicho traspaso, lo que permite, además, que lo soliciten aquellas con capacidad para administrar competencias. Porque el otro elemento que se ve en todos los procesos de descentralización en el mundo es que no todas tienen igual aptitud de gestión de sus propios asuntos. Y ello es difícil afirmarlo, pues puede parecer que uno menoscaba a una Región en detrimento de otra. Pero es evidente que una Región como la del Biobío, que cuenta con recursos económicos, humanos, tecnológicos y científicos, tiene mayor capacidad de gestión de sus propios asuntos -no quiero aludir a nadie en especial- que la de Atacama o la de Aisén.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Que la Séptima!

El señor GAZMURI.- La Séptima es intermedia.



Si además las quieren partir por la mitad, cada vez van a tener menos capacidad de autogestionar sus asuntos públicos. O sea, la disminución al extremo fortalece al centralismo, en definitiva, de una manera evidente. Ello, si queremos tener Regiones que puedan generar su propio dinamismo, lo que, en general, me parece bien.



Me queda claro que se encuentra pendiente un debate a fondo sobre la regionalización. Tienen razón quienes han señalado que el proyecto de ley, en la medida en que constituye una reforma de la Carta, avanza criterios, principios, que deberán ser concretados en leyes orgánicas específicas.



La materia que nos ocupa es central, señor Presidente, por quedar expuesta, como aquí se ha dicho, la visión de futuro que tenemos de Chile, en cuanto a su balance territorial, considerando el problema que ha sido denunciado en la Sala, o sea, la tendencia a la concentración en la megalópolis del Gran Santiago, al que se va a unir muy rápidamente el Gran Valparaíso, lo cual ahoga al país. Y esa tendencia es imparable, salvo que medie una política de Estado muy fuerte en contra. 



La dinámica de la economía de mercado lleva a la superconcentración. Ese efecto se provoca -ello es evidente- por las grandes ventajas que presenta la concentración en todo orden de cosas. Y es algo que vemos.



Incluso, es cada día más difícil que los equipos directivos de las empresas que logran desarrollarse en Regiones permanezcan en ellas. Así lo hemos observado en la Región del Maule. Esa fue una de las razones por las cuales me opuse a la privatización de Colbún, que, en la condición de empresa pública, podía mantener una dimensión regional. Sin embargo, contra todas las promesas formuladas, lo primero que hizo Colbún -y era natural, desde el punto de vista de una transnacional- fue cerrar la oficina central en la ciudad de Talca y trasladarse a Santiago. Solo dejaron allí a un encargado de la represa.



Lo que señalo es evidente. Si no hay políticas públicas de estímulo, como lo han dicho aquí otros señores Senadores -habrá que estudiarlas-, el proceso concentrador, en la lógica de la economía de mercado y sin un Estado fuerte que descentralice, es inevitable. Lo otro son palabras al viento, dígase lo que se diga. Y eso significa, además, que inicialmente “se pierden” oportunidades, porque es más caro establecerse en Regiones para muchos asuntos.



Falta realizar ese debate.



Mi impresión, señor Presidente, es que la discusión, que es muy central, no va a poder ser llevada a cabo al margen del conjunto de cuestiones constitucionales pendientes en el país.



Y con esta reflexión finalizo.



En ese caso se encuentra un acuerdo de dicha índole. En los primeros tiempos de la transición ello no aparecía con la misma urgencia que hoy, porque era preciso normalizar el país. Veníamos saliendo de una grave ruptura nacional y, por tanto, reconstituir en democracia la unidad mínima de la nación determinaba que las grandes cuestiones constitucionales no estuvieran en el primer plano del debate público. Pero tenemos una Carta que hemos ido reformando por partes.



Recuerdo que la primera reforma se refirió a un asunto muy discutido, y que hoy parece obvio: la elección directa de los concejos comunales. Me acuerdo de un distinguido Senador de las bancas de enfrente cuando en la primera conversación sobre la materia, en 1992, nos dijo: “Probemos cuatro o cinco años si el sistema municipal previsto en la Constitución de Pinochet funciona o no”. Así comenzaron en la Sala estos debates. Felizmente, no tenía razón mi distinguido amigo -puedo decir hoy su nombre porque después contribuyó a la reforma- el ex Presidente del Senado don Sergio Díez.


Esa primera enmienda constitucional -reitero- fue hecha en 1992.


Lo relativo al sistema binominal en su minuto lo discutimos, desde los acuerdos -se encuentra presente el Ministro Viera-Gallo-, entre el gabinete de Pinochet, presidido por el Ministro del Interior de la época, y la Concertación, que había ganado el plebiscito. En esa oportunidad se manifestó: “Hagamos un sistema por ocho años y después lo cambiamos”. ¡Veinte años! ¡Desde hace veinte años venimos con el mismo asunto, con los mismos argumentos!



Todos señalan que las atribuciones de nuestro Congreso aparecen tremendamente disminuidas en comparación con cualquier democracia presidencialista del mundo. Supuestamente estamos todos de acuerdo. ¡Veinte años! ¡Veinte años!



O sea, el inmovilismo institucional entra en contradicción creciente con el dinamismo de la sociedad y del mundo. Por tanto, creo que a poco andar tendremos que enfrentar el tema de una nueva Constitución. No me imagino que se pueda resolver bien la cuestión regional si no es en el marco de una reforma general de nuestro sistema institucional.



¡Señor Presidente, veo que me quitaron la electricidad de una manera arbitraria...!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¡Aquí también hay un problema de centralismo…!

El señor GAZMURI.- ¡Seguimos con esto…!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señor Senador, tiene un minuto adicional para concluir su intervención.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, muchas gracias por haberme “reconectado” el sistema.



Una última idea.



Existe un planteamiento que al principio, hace dos, cinco años, me parecía un poco extraño, aunque todavía lo es para mucha gente. Celebro que uno de los precandidatos de la Concertación a la Presidencia de la República, el Senador señor Frei, haya planteado por primera vez desde esa posición la necesidad indiscutible que tiene nuestro país de ponernos como perspectiva -y ello debe ser común- una nueva Constitución para el Bicentenario. Si no, el conjunto de asuntos respecto de los cuales reclamamos no encontrará solución armónica.
)----------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa una comunicación de la Comisión de Economía mediante la cual pide abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica el DFL Nº 1, de Economía, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, hasta el 10 de marzo, a las 16, en la Secretaría de la Comisión.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la solicitud.



--Así se acuerda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería y Energía -entiendo que usted la dirigirá dentro de poco-, solicito que el proyecto que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos sea analizado por aquella en su parte técnica. Se trata de una materia particularmente compleja, como bien lo hemos ido aprendiendo los miembros de dicho órgano técnico.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.
)----------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, no me voy a extender en consideraciones acerca de la descentralización, porque es la gran ausente en el proyecto.



El texto que nos ocupa refuerza algunos conceptos ya conocidos e introduce una corrección democrática a la elección de los consejeros regionales. Estas autoridades, curiosamente, venían siendo elegidas bajo la modalidad que impera en Estados Unidos respecto de sus presidentes, esto es, a través de representantes. Este rol lo desempeñaban los concejales, quienes, en una segunda instancia, después de haber sido investidos por el favor popular, quedaban con la potestad para elegir a los consejeros regionales.



Ahí se estaba produciendo un nivel de perversión francamente preocupante. En muchas partes se abrieron auténticas subastas, con el propósito de favorecer determinados nombres. Quienes son elegidos bajo una modalidad asentada en la corrupción naturalmente no ofrecen ninguna garantía de comportamiento digno y apegado a las normas de probidad imperantes en nuestra legislación.



Con la decisión que hoy adoptemos dejaremos atrás un mecanismo híbrido de elección que arrojó una experiencia lamentable para el sistema institucional del país.



El texto posee un mérito: suscitar debates acerca de la descentralización. Pero se trata de discusiones bizantinas. Hay dos conceptos: la descentralización y la participación, que llenan la retórica política de los últimos tiempos. De pocas cosas se habla con más abundancia que de estos dos aspectos consignados en nuestra legislación, pero se encuentran allí como un decorado, ya sea constitucional o legal.



Al final de su intervención, antes de que lo “desconectaran”, el Senador señor Gazmuri efectuó una afirmación que apunta a lo medular del problema. Decía que mientras no contáramos con un nuevo Texto Constitucional difícilmente tendríamos la capacidad como Estado para producir un reordenamiento a lo largo y ancho del país.



Lo que sucede es que esta es una institucionalidad cautiva por una Carta Fundamental que impide el pronunciamiento de la ciudadanía acerca de materias que resultan fundamentales para el buen desarrollo del país en todos sus aspectos.



Se da el caso absurdo, como todos sabemos, de que muchos alcaldes, para determinar si los bares deben abrir a una hora u otra, pueden convocar a consultas populares. Claro que las efectúan a su modo. Pero, más o menos, se cumple con la idea de que haya una elemental participación en los asuntos comunales. Sin embargo, cuando se trata de materias relativas al desarrollo de la nación en sus ámbitos más centrales, la ciudadanía se ve privada de emitir un pronunciamiento.



En fin, no podría ser de otro modo. 



Esta Constitución tiene un origen fascista. Y ello no constituye un epíteto gratuito que se le formula a la suprema creación de algunos talentos muy iluminados que en su minuto trabajaron en el tema. Fue prácticamente una copia de las actas constitucionales que a la sazón tuvieron vigencia en Argentina, en Brasil, en Uruguay. Y estas, a su vez, fueron el fiel reflejo de las actas del Gobierno de Pétain, en Francia, para la época del dominio nazi.



Cuando un país se gobierna sobre la base de un texto que tiene el germen del fascismo instalado en su esencia, todo lo que se desprenda de allí no puede sino apuntar a un poder central por excelencia.



Por ello, durante todos estos años ha sido un verdadero calvario ir lentamente aflojando los nudos autoritarios existentes en la Carta Fundamental. 



Pero la situación no da para más.



He dicho más de alguna vez que como conglomerado de Gobierno, como Concertación, nos hemos ido cocinando en nuestra propia tinta a lo largo ya de dos decenios.



El punto está en que la Constitución no le sirve ni siquiera a sus propios creadores, porque nos deja en una condición de minusvalía respecto de otras naciones en un mundo globalizado.



Las constituciones no deben significar una tranca para el desarrollo. Tampoco pueden ser el origen de una institucionalidad pétrea en un mundo esencialmente dinámico y donde es indispensable enfrentar los problemas con gran flexibilidad desde todo punto de vista, pero, fundamentalmente, con oportunidad y agilidad. Esto no lo puede tener una institucionalidad que presenta las características que antes señalé.



En fin, esa discusión da para largo.



Yo solo deseo poner énfasis en un punto. Me hubiera gustado mucho que estuviese presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo para que se hubiera referido a él. 



Observo que en el diseño que lleva a cabo el proyecto estamos instalando una suerte de bomba de tiempo, un área de discordia, por el choque de competencias que necesariamente en su minuto llegará a producirse.



El texto de la iniciativa crea el cargo de presidente del consejo regional como una autoridad distinta del intendente.

El señor LARRAÍN.- ¿En qué proyecto está eso? ¡A lo mejor Su Señoría se equivocó de discusión!

El señor ÁVILA.- ¡Cómo en qué proyecto!

El señor LARRAÍN.- Eso no figura en el articulado.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Quiere solicitar una interrupción, Senador señor Larraín?

El señor LARRAÍN.- No.

El señor ÁVILA.- En realidad, me está haciendo una sigilosa observación, que  atenderé una vez que culmine mi intervención.



En todo caso -por si algún asidero pudiere tener lo que me acaba de manifestar el Honorable señor Larraín-, de existir una disposición como la que cito, me parece que generaría un foco de conflicto por las competencias en pugna que chocarían una vez que cada una de esas autoridades desarrolle la función que estima propia de su cargo.



En resumen, señor Presidente, el tema de la institucionalidad en Chile es el principal obstáculo para la descentralización del país. Y esto se resuelve con una nueva Constitución. 



Como se trata de lo que denominé una “corrección democrática”, naturalmente apoyaré la elección directa de los consejeros regionales. Y quedaremos a la espera, como siempre, de que las medidas que apunten a una auténtica descentralización sean debidamente consideradas, pero no como hasta ahora, bajo impulsos espasmódicos del Estado, sino mediante la solución de fondo, cual es, llamar a una nueva Asamblea Constituyente para que en el futuro nos rija la Carta Fundamental del Bicentenario.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, anuncio que votaré a favor del proyecto en debate. 



Sin embargo, quiero formular algunas observaciones que estimo importante discutir más adelante.



En primer lugar, deseo manifestar mi preocupación por la modificación de la norma relacionada con la forma de renovación de los Senadores. El artículo 49, inciso segundo, dice: “Los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana.”.



La iniciativa propone eliminar la última parte de dicho inciso. Señala: “Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”.


Es preciso dejar claro que dicha ley tendría que estar vigente mucho antes de que se produzca la renovación de los Senadores. Porque la ley Nº 18.700 no resuelve esa situación. Y tendríamos problemas de interpretación respecto de cómo se va renovar la Cámara Alta, pues se modifica la Constitución.



Lo planteo como inquietud, que habrá que resolver prontamente.



En cuanto al tema de fondo, que es el que importa, debo señalar que, en general, se proponen enmiendas a los gobiernos regionales y a las administraciones comunales. Y en verdad cada una de las reformas o planteamientos tienden -diría yo- a mejorar un poco el sistema, pero no a reafirmar de manera efectiva la regionalización. Porque los gobiernos regionales, que son órganos descentralizados, que tienen personalidad jurídica y patrimonio propio e independiente, cuentan con ciertas facultades; pero dependen fundamentalmente del Gobierno central. Por lo tanto, no disponen de plenas facultades ni capacidades, sino que más bien administran las políticas impartidas desde aquel. 



En consecuencia, no se están dando atribuciones a las Regiones para que realicen un trabajo desde el punto de vista de su propia estructura, de su forma de vida, del desarrollo que eventualmente pudieran lograr realmente con un gobierno regional.



Y, en esa perspectiva, es importante lo que se plantea: que los consejeros regionales sean elegidos por sufragio universal, de acuerdo con la ley orgánica respectiva que se dictará. Por lo menos, ese es un componente que va a permitir que las personas que participen en ellos sean elegidas por votación popular.



Sin embargo, el problema radica en que no basta con ser elegido. Si no se dispone de un elemento esencial después de la elección, que es contar con recursos que puedan ser analizados, proyectados y definidos por la propia Región, se seguirá administrando de acuerdo a lo que en definitiva resuelva el Gobierno central.



En consecuencia, creemos indispensable fijar un criterio. Porque si nos atenemos al tenor del artículo 113, conforme al cual corresponderá al consejo regional aprobar los planes de desarrollo de la Región y el proyecto de presupuesto del gobierno regional, ajustados a la política nacional de desarrollo y al Presupuesto de la Nación, resulta claro que hay una definición exacta y precisa del Gobierno central hacia el regional.



Por consiguiente, es conveniente determinar que haya autoridades regionales elegidas y establecer claramente recursos propios para las Regiones. Pero no aquellos que surgen del 65 por ciento de las ventas de las propiedades fiscales, ni del 70 por ciento de las patentes mineras, ni los que provengan eventualmente de los casinos. La idea es que si, por ejemplo, la Región de Antofagasta necesita 50 mil millones de pesos para su inversión y desarrollo, se le asignen esos fondos y que ella con sus autoridades decidan lo que será su futuro progreso, para que no tengan que discutir en Santiago, en el Ministerio de Hacienda, la construcción de una carretera o de una escuela, ni pedir autorización para tales efectos. Porque así es como funcionan actualmente las Regiones.



Por lo tanto, sin perjuicio del avance que pudiera haber en la materia, no se observa la autonomía necesaria que debería tener una Región para planificar su desarrollo.



Cada una de ellas presenta sus propias particularidades. De manera que lo razonable es que cuenten con facultades, con sus autoridades y con recursos, sin perjuicio de los fondos nacionales y de si el Gobierno central decide realizar inversiones en hospitales, lo que puede estar sujeto a cierto análisis. 



Ciertamente, los recursos vienen del Gobierno central. Pero hay asuntos que son propios de la Región y que nunca serán bien resueltos de la manera como se plantea en el proyecto.



En cuanto a la transferencia de funciones, cabe señalar que el artículo 114 dice: “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.”.



A este respecto, cabe destacar que es relevante la discusión en cuanto a introducir o no en la Constitución esa norma. Porque en virtud de ella se está dando una facultad al Presidente de la República, que no es obligatoria, para transferir funciones.



Por eso, cuando se analizó la posibilidad de que algunas funciones se podían transferir de acuerdo con la Carta Fundamental, se concluyó que eso era importantísimo para la descentralización. Y lo que se hace aquí es dotar de facultades. No se están transfiriendo funciones.



En todo caso, eso también es absurdo, ya que el gobierno regional debería necesariamente contar con funciones propias. Ciertas normas de tránsito, algunas de educación u otras, no pueden ser definidas por el Gobierno central. 



Si el artículo en cuestión permanece igual, de ninguna manera habrá la transferencia de funciones que todos esperamos; los gobiernos regionales no tendrán autoridades elegidas ni contarán con atribuciones y recursos para el desarrollo. 



Si seguimos con el sistema de tutelaje desde el Gobierno central, no se conseguirá lo que finalmente esperan todas las personas que viven en lugares distintos a la Capital: disponer simplemente de las mismas facultades y condiciones con que se desarrolla y se desenvuelve la Región Metropolitana o el centro del país.



Por eso, señor Presidente, voy a votar favorablemente la iniciativa. Sin embargo, me parece que algunas normas deben ser corregidas, toda vez que, de lo contrario, se generarán expectativas en orden a que se está regionalizando cuando en realidad estamos constituyendo un elemento de transferencia de funciones, con la misma tutela del Gobierno central hacia las Regiones. Y creo que eso necesariamente debe ser corregido.



Termino mis palabras diciendo, primero, que las autoridades de que trata el proyecto deberían ser elegidas; y segundo, que resulta necesario que las que administran el gobierno interior del país cuenten con recursos propios, asignados y definidos en ellas mismas, sin perjuicio de los fondos nacionales que se entreguen, a fin de que haya realmente regionalización, autonomía y decisión regional.

)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo no estaba presente cuando ayer se dio cuenta del ingreso del proyecto que modifica la Ley de Riego, el que fue tramitado a la Comisión de Obras Públicas.



Estimamos que dicha iniciativa, por su naturaleza, debería también ser remitida a la de Agricultura.



Por lo tanto, pido que se recabe la anuencia del Senado para que así ocurra. 



No tengo inconveniente en que sea tratada en Comisiones unidas, si así lo resuelve la Sala, o bien en forma separada. Lo importante, a mi juicio, es que debe haber un informe del órgano técnico en agricultura, dada la transcendencia que reviste para la actividad agrícola cualquier modificación relacionada con la estructura de riego del país.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no hay inconveniente, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.
RENUNCIA DE PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DEL SENADO.

ELECCIÓN DE NUEVA MESA. ACUERDO DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa un acuerdo de los Comités del siguiente tenor:



“En Valparaíso, a 4 de Marzo de 2.009, los representantes de los Comités del Senado que suscriben acuerdan que, en la sesión ordinaria del próximo Miércoles 11 de Marzo se dé Cuenta de la renuncia a sus cargos de los actuales Presidente y Vicepresidente del Senado y se proceda, en la misma sesión, a elegir sus reemplazantes, todo ello para que produzca sus efectos a contar del día 13 de Marzo.”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El acuerdo no tiene que ser aprobado, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En todo caso, es mejor ratificarlo.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseamos adherir a lo formulado. 



No concurrimos a ese acuerdo, porque nadie nos consultó. Pero, como Comité Socialista, quiero decir que nos sumamos con tristeza a dicho cambio. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Su humor es muy fino, señor Senador. Y sus expresiones las tomamos en toda su dimensión.



¡Se podría decir que se trata de un acuerdo implícito…!

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Que no se diga después “que se caiga el techo”…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¡Espero que no...!



Ojalá que quien nos suceda lo haga mejor. Estamos seguros de que así va a ser.






)-----------------(



Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en primer término, quiero expresar mi reconocimiento al esfuerzo hecho para avanzar en esta materia, porque en períodos de campaña electoral todos ponemos énfasis tremendos en la importancia de la descentralización y la regionalización, pero después entramos en una suerte de invernadero en que esas ideas se guardan y se mantienen latentes hasta los próximos comicios.



En esta oportunidad, deseo reconocer que se avanza en algo que resulta de particular importancia para esta Corporación y para el país: la elección de consejeros regionales. Creo que es lo más relevante del proyecto en discusión. 



Ha sido reconocida con mayor o menor elocuencia por los distintos participantes en el debate la perversión del sistema antiguo, en el cual había verdaderas loterías y formas de acceder al cargo que estaban absolutamente reñidas con la moral y la ética pública acordes a nuestra tradición republicana.



Por lo tanto, voy a votar sin ninguna reserva a favor del proyecto en esta etapa, apuntando específicamente a realizar un reconocimiento a la modificación propuesta.



Sin embargo, a pesar de que lo de la descentralización, regionalización -o como le queramos llamar-, si bien queda bosquejada en esta iniciativa la posibilidad de avanzar en tal dirección y de que las leyes orgánicas constitucionales correspondientes logren materializar lo que consensuemos aquí, yo miro el asunto con cierto escepticismo. Porque, como se ha expresado hasta el cansancio, pareciera que desprenderse del poder no obedece al orden natural de las personas.



Por lo tanto, en cuanto a la buena intención de entregar las denominadas “competencias” a los gobiernos regionales, me gustaría ver de qué manera lograremos concretarla en una legislación posterior.



En particular, me referiré a la actual estructura del gobierno regional, su relación con la administración comunal y los CORE en especial. Entre paréntesis, estos últimos nacieron en una ley aprobada en esta Corporación en 1991. Por tanto, no provienen del régimen “dictatorial”. Son posteriores, y corresponden al período democrático.



Quiero resaltarlo, porque hubo una referencia al respecto y me gustaría enmarcarla donde corresponde.



Obviando esa consideración, estimo que tenemos un sistema que no funciona bien. Contamos con gobiernos regionales en que las figuras denominadas seremis dependen esencialmente de los Ministerios. Se dice que se relacionan de manera funcional con el Intendente, pero lo cierto es que entre la autoridad de este y la del Ministro del ramo no hay dónde perderse. El Secretario de Estado es quien los designa. 



Me tocó participar en una ceremonia donde se nombró a un seremi en cuya designación no estaba de acuerdo el Intendente. ¡Hasta ese punto llega a hacerse público el desencuentro...!



Lo relativo a los seremis -que refleja que la administración central no tiene una contraparte regional- me parece un punto vital.



Por suerte, me tocó administrar una institución que opera a lo largo de todo el país. Y debíamos planificar su desarrollo a través de planes de 10 años, de 4 años y anuales en los que íbamos materializando tales etapas. Esa planificación nacía de un matrimonio entre la propuesta de la Región -de la zona naval en ese caso, que es la que ve las necesidades de desarrollo de su área- y una visión central que permitía asignar recursos a unos y otros de acuerdo a un plan general básico.



La planificación viene de abajo; se analiza en el centro; se reparten los recursos y la ejecución es descentralizada.



Pero eso no ocurre en este sistema.



Hoy día los gobiernos regionales -¡digámoslo con franqueza!- carecen de capacidad de planificación alguna y, si la poseen, no cuentan con influencia en la toma de decisiones en Santiago.



O sea, si queremos avanzar en un sistema de descentralización -estoy dando ideas pragmáticas-, debemos asociar al gobierno regional una muy potente capacidad de planificación que, discutida en el Gobierno central, obtenga los recursos financieros para su materialización y ejecución.



¿Qué tenemos en la actualidad? Unos CORE cuyo origen -se da ya por descontado- va a ser cambiado. Pero lo único que hacen es actuar sobre la base de una preasignación que se les fija. Y si se cuenta con ciento y tantos millones o cincuenta millones,  ¿cómo se distribuyen? En los proyectos que presentan las municipalidades más afines a la ideología política del CORE. ¡Hablemos francamente en lo que estamos afirmando…!



Se aprueban determinados proyectos. Como los que requieren más de 50 millones deben ir a un proceso más complejo, se presentan todos con una cifra menor. Y si se gastan menos de 50 millones, estamos impulsando un desarrollo regional estúpido, sin destino. Y eso, como sabemos, sucede hoy día.



Entonces, en la medida en que no haya planificación y el CORE se limite a aprobar proyectos presentados por las municipalidades con montos insignificantes, en lo futuro las Regiones seguirán arrastrándose. Y eso me preocupa.



Tiene que haber capacidad de planificación central para decidir hacia dónde va la Región de Valparaíso, la de Atacama, la del Biobío, etcétera. Una vez definido eso, se asignan los recursos anuales para materializar los proyectos de manera descentralizada en las Regiones. Entonces, ahí contaremos con un consejo regional que podrá resolver los grandes problemas regionales con los recursos necesarios y no destinar los que se le entreguen a dos cuadras de pavimentos participativos, que es en lo se gastan los 50 millones con que disponen en este momento.



Si queremos pensar en grande, en una estructura seria, en que las Regiones empiecen a jugar un rol definitivo, importante, participativo en la conducción del país, debemos efectuar una modificación sustantiva. Los seremis, los gobiernos regionales, la estructura actual no sirven. Un barniz de modernización tampoco nos llevará a ninguna parte y seguiremos haciendo más de lo mismo. Aquí hay que meter mano de frentón.



No quiero llegar a la profundidad de algunos distinguidos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra respecto de querer cambiar la institucionalidad nacional para perfeccionar la descentralización. Sí estimo que podemos apuntar a modificaciones sustantivas en la estructura del Estado. Y ojalá estemos iluminados en el detalle del debate de las leyes orgánicas constitucionales que enmienden el sistema, a fin de lograr una estructura eficiente, efectiva, que permita realmente enfrentar con seriedad esta situación.



Lo que tenemos ahora no sirve; con más de lo mismo, tampoco. Debemos poner énfasis en contar con una capacidad de planificación regional y con consejeros aptos para sacar adelante proyectos trascendentes para la Región.



La relación que de alguna manera bosquejaba el Honorable señor Ávila entre la presidencia del consejo regional que pudiera plantearse -creo que se deberá llegar a eso en algún momento- y la actitud o responsabilidad del Intendente, es un hecho de la causa. O sea, tendremos que analizar aquí quién “la lleva”, quién ejercerá la potestad máxima o será la autoridad máxima. O dejamos al Intendente en un rol casi protocolar o determinamos los límites de acción del respectivo presidente del consejo regional, que sería la figura que -según se escucha por ahí- podría existir. Es un asunto que definiremos acá.



Pero en tanto no mejoremos la capacidad de planificación de las Regiones ni la definición de las estructuras y las modificaciones que deseamos realizar en ellas -caminos, accesos, puertos, ciudades- y no podamos hacerlo con proyección en el tiempo, seguiremos con el sistema anual y la distribución regional de hasta 50 millones de pesos en cada una de las “trascendentes” decisiones que tomen los futuros CORE.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, como han planteado diversos señores Senadores en el transcurso del debate, se ha requerido mucho tiempo para poder llevar adelante la presente reforma constitucional, tan necesaria para el país. Para ser más precisos, la venimos discutiendo desde el 2003. 



En ese sentido, me parece fundamental -no se ha resaltado del todo su importancia- el perfeccionamiento de nuestra democracia. Creo que es una tarea permanente y no debemos asustarnos de acometerla. Porque muchos desean que nuestra Constitución se mantenga prácticamente intacta. Pero yo no le tengo miedo a su permanente mejoramiento, porque ello contribuye a afianzar nuestro sistema democrático. 



Para fortalecer y perfeccionar nuestra democracia no basta solo con ir modificando las diversas instituciones políticas, también es menester que los ciudadanos se sientan involucrados con ella. Y para esto, resulta decisivo y fundamental aumentar su participación.



Una sociedad civil fuerte y concientizada es condición necesaria para una democracia estable y desarrollada.



Los chilenos desarrollamos nuestras vidas en las Regiones, provincias, comunas, ciudades y barrios en que habitamos. Es justamente en esos lugares donde se encuentra la riqueza humana de Chile y, en buena medida, donde se gestan o frustran las oportunidades de cada uno de nuestros compatriotas.



Por consiguiente, la participación es una herramienta clave para la descentralización, para aproximar el Estado a las personas, y para que estas, a su vez, se incorporen más activamente al proceso de desarrollo del país.



En tal sentido, la democratización de los municipios que hemos llevado a cabo y la generación de gobiernos regionales representativos deben cumplir un rol decisivo.



Por tanto, tenemos que avanzar en la descentralización. La concentración de las decisiones y del poder político en la Región Metropolitana, la dificultad de los actores sociales y económicos regionales para impulsar sus propios proyectos de desarrollo y la incapacidad de las autoridades locales para responder a las prioridades de la comunidad son parte del complejo entramado de la desigualdad, la discriminación y la ineficiencia. 



La descentralización, señor Presidente, constituye un pilar fundamental en la construcción de un proyecto de país para todos.



En esa línea, debemos reconocer que, desde la recuperación del sistema democrático, hemos dado pasos importantes para profundizar y perfeccionar nuestra democracia, y adecuarla a canales de mayor participación ciudadana. 



Solo deseo recordar que durante el Gobierno del Presidente Aylwin se democratizaron los municipios y se crearon los gobiernos regionales.



Sin embargo, la sola cercanía física de las municipalidades, las intendencias y los gobiernos regionales no es garantía suficiente para que los chilenos expresen sus prioridades y las autoridades las incorporen a sus decisiones.



Desde esa perspectiva, considero fundamental la elección directa de los consejeros regionales. Porque -por decirlo de alguna manera- la actual constitución de los consejos regionales adolece de serias dificultades y debilidades. 



Solamente citaré las principales:



El mecanismo de selección existente hoy día no fue pensado para asegurar la fiel representación de la comunidad, y muchas veces prima otro tipo de intereses.



La legitimidad de los actuales consejeros regionales se encuentra mermada y, en gran parte, ellos son desconocidos por la comunidad que pretenden representar.



Al recaer su selección en los propios partidos políticos y en las autoridades municipales, se estimula la marginación de sectores muy relevantes, como los de las mujeres, las etnias y otros, con menos capacidad para operar en el sistema. Y -como se señaló- el cargo de consejero regional se ha transformado en un verdadero botín de guerra.



Muchas veces los consejeros no representan a las organizaciones políticas de su Región o a los intereses socioeconómicos de esta. Aun más, la existencia de prácticas clientelísticas reemplazan mecanismos más transparentes o democráticos de evaluación del trabajo que desarrollan los CORE.



En otro sentido, la deslegitimidad y las debilidades que presentan los consejeros regionales se vinculan con su baja participación en actividades sociales, institucionales o comunales, lo cual afecta su credibilidad y representatividad.



Por lo anterior, señor Presidente, me parece fundamental avanzar en la reformulación de la manera en que se constituyen y actúan los consejos regionales. El compromiso consciente de los ciudadanos es un requisito fundamental en la democracia moderna, así como una forma de mejorar la gestión del Estado, lo cual se logra, entre otras cosas, aumentando la participación a nivel regional y local.



Por eso, comparto plenamente las modificaciones que se plantean mediante la iniciativa en análisis. Para nuestra democracia, para su profundización y para su permanente perfeccionamiento será sano que se realice la elección popular de los consejeros regionales. Con ello, estarán mucho más cerca de la ciudadanía y habrá mayor participación de la gente en la generación de quienes los representarán el día de mañana.



Asimismo, este mecanismo de elección fortalecerá la identidad regional y se constituirá en una expresión concreta de la mayor democratización en el proceso de descentralización que debe vivir el país.



De igual manera, resulta fundamental el establecimiento de requisitos de idoneidad, obligaciones, limitaciones e inhabilidades para las autoridades regionales.



También se establecerán procedimientos de control ciudadano de las funciones que deben cumplir los consejeros regionales.



No tengo ninguna duda de que este mecanismo de elección directa significará un mejoramiento de las condiciones de trabajo de los CORE, particularmente en lo que dice relación a la infraestructura y al tiempo que deben dedicarle a su tarea.



Ello también implicará la existencia de mecanismos más fluidos de traspaso de competencias desde los órganos centrales a los gobiernos regionales.



Además, el hecho de que los gobiernos regionales cuenten con mayor autonomía les facilitará la suscripción de convenios de programación con servicios públicos.



Me parece fundamental, para procurarles mayor autonomía a los CORE, que el día de mañana se dicten leyes relacionadas con rentas regionales que otorguen bases financieras adecuadas a los gobiernos de las Regiones; que definan objetivos, fuentes de recursos, gastos e inversiones, sistema de distribución interregional, modalidades de fiscalización y participación en los frutos de algunos tributos. Ello se hace hoy en día con los municipios a través de la Ley de Rentas Municipales.



De la misma forma, creo que será necesario avanzar en todo lo que significa la construcción de un patrimonio regional, lo cual debe realizarse a partir de los bienes de los organismos estatales y de otros bienes centralizados.



En resumen, señor Presidente, avanzar en la descentralización implica más democracia. Se termina la paradoja que viven los chilenos, a quienes se les da la posibilidad de elegir a sus autoridades nacionales y comunales, pero no las regionales.



Sin embargo, no es posible desconocer que, si bien es cierto la legitimidad, en primera instancia, se encuentra vinculada a la elección popular y a procesos sociopolíticos que van más allá de la emisión de un voto, la legitimidad de los consejeros regionales solo será posible en el marco de una gestión que conjugue tanto elementos tecnocráticos como democráticos.



La descentralización real y la adecuada gestión de los gobiernos regionales y locales dependerán, en gran medida, de la capacidad de cada comunidad de hacer suya la nueva institucionalidad que nazca, y de utilizarla en la promoción del desarrollo comunal y regional, en función de sus propias prioridades.



De igual forma, debemos tener claro que elegir a las autoridades regionales directamente no implica un debilitamiento del Estado ni del sentido de pertenencia nacional, sino, por el contrario, que las autoridades con responsabilidades superiores puedan concentrarse en ellas con mayor  dedicación y eficiencia.



Por eso, señor Presidente, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, voy a votar a favor del proyecto en debate, cuya principal idea matriz es la elección de los consejeros regionales por sufragio universal. Es la materia central que se aborda. Y, sin duda, concurriré a su aprobación. 



Por otro lado, hago mías las opiniones vertidas acerca de la distorsión producida a través del tiempo -ayer lo señaló el Senador García, entre otros- respecto del proceso de elección de los consejeros regionales. En efecto, en cierta medida se ha deformado la representación indirecta transformándose, más que en una delegación de representantes o en una votación indirecta de consejeros de determinada posición política, en algo distinto.



Algunos hablan, en pasillos y en otros lados, de la compra de votos para ser consejero regional, o de cosas aún peores. No es la primera vez que esto se menciona. En verdad, se viene discutiendo desde hace ya más de ocho años. 



Por eso, estoy feliz de que hoy, finalmente, avancemos en la idea de elegir a los consejeros regionales mediante sufragio universal. 



Comparto lo propuesto en el sentido de que una ley orgánica constitucional se encargue del detalle. Sin duda, esto conlleva en forma implícita un cambio de proporciones en la organización administrativa del Estado. Aquí no se menciona explícitamente, pero una de las alternativas más probables es que en tal normativa se establezca que el encargado de presidir el consejo regional -no está establecido en el texto- sea un consejero elegido por elección universal, aunque podrían continuar en esa función los intendentes. 



Ese asunto no se encuentra zanjado en el proyecto que vamos a aprobar. Pero quiero plantear que, en mi opinión, es bueno que quien sea electo como consejero o presidente del consejo pertenezca a la Región. 



Sin embargo, señor Presidente, deseo manifestar algunas inquietudes al respecto.



Chile no es un Estado federado, y, a veces, algunos tienden a confundir la descentralización o la desconcentración con el federalismo. Uno de los principios básicos de este -que tiene que ver con la historia de la constitución de los Estados-naciones, más propios de Europa que de América Latina- era la existencia de territorios con autonomía en la producción y administración de recursos, y en la generación de las autoridades políticas y de la institucionalidad para fijar las reglas dentro de aquellos. 



Los gobiernos provinciales en Argentina, las regiones en México, la realidad en Brasil, dicen relación a historias diferentes, así como a distintas capacidades para generar ingresos propios. Y lo mismo ocurrió en Estados Unidos de América, donde 13 colonias distintas, con gobiernos locales disímiles, se fusionaron para crear una república federada. 



Pero no sucedió así en la historia de Chile. En nuestro país, quizás tres o cuatro territorios aspiraron en el siglo XIX a convertirse en regiones con ciertos grados de autonomía. Pero en la actualidad no se da en lo más mínimo tal situación. Hoy tenemos una división administrativa conformada por 15 Regiones, las cuales no generan sus propios recursos. Es más, las propuestas de regionalización apuntan a la administración de los recursos que se les envían a las Regiones, pero no a los que ellas producen. 



Siento que si no se discute tal cuestión, el debate sobre la regionalización en Chile siempre será parcial, insuficiente o distorsionado. Se requiere analizar su estructura tributaria y ver si existen Regiones capaces de generar sus propios recursos, con el objeto de otorgarles ciertos grados de autonomía para definir su destino -donde de verdad se centra el problema de la descentralización-, o si seguimos subsidiando con recursos de otras Regiones algunos territorios que quizá deseamos conservar por razones geopolíticas. 



Lo anterior resulta válido, pero es preciso sincerar la discusión. Porque administrar lo ajeno es bien cómodo y fácil. 



Excúseme, señor Presidente, por colocar énfasis en lo anterior, pero represento a una Región que genera recursos propios y en cantidades significativas tanto en el sector minero como en el exportador hortofrutícola -que conforma el corazón de la idea de Chile como potencia agroalimentaria-, y, sin embargo, por desgracia, debido al centralismo o a nuestra cercanía con la Región Metropolitana, padecemos tremendas distorsiones y terminamos subsidiando a otras Regiones en muchos aspectos. Y existen datos que así lo demuestran. 



Soy partidario de elegir a los consejeros regionales por votación universal. Considero muy bueno establecer la posibilidad de traspasar competencias, aunque habría que acotarlas bien. 



Sobre el particular, abrigaba ciertas dudas de constitucionalidad respecto del texto presentado en una sesión pasada, las cuales mantengo hasta hoy, porque tal materia no se encuentra dentro de las ideas matrices de la iniciativa original. Y algunos colegas presentes en la Sala me enseñaron que la Constitución se debe respetar -algunos lo prometimos, otros lo juraron- en las buenas y en las malas. Entiendo que lo propuesto ahora no formaba parte de las ideas fundamentales del proyecto. Pero aquí existe una voluntad política distinta, y lo comprendo. 



No obstante lo anterior, me asaltan tremendas inquietudes sobre qué se desea descentralizar. Si se quiere avanzar hacia un Estado federado, que lo digan claramente quienes están por esa opción. No soy partidario de ello. Pero tal cuestión define precisamente qué facultades y atribuciones se pueden traspasar y cuáles no. En definitiva, ¿quién decide? 



Aquí algunos colegan han propuesto una forma de resolver las contiendas de competencia, entre comillas. Pero se trata de algo grave. Porque se plantea que una Región pueda imponerle a la Presidenta, con el voto del Senado, el traspaso de ciertas competencias para administrar recursos que no genera. Creo que ello obedece más bien a una discusión acerca de la institucionalidad de la República. 



Discúlpenme colegas, no quiero ser ofensivo, pero resulta obvio que las Regiones que dependan en mayor grado de recursos ajenos, o que aspiren a una identidad propia, serán las primeras en querer disponer de más facultades. 



El ejemplo aquí planteado -al parecer por el Senador Espina- sobre las capacidades de inversión de la Novena Región tiene que ver con las propias limitaciones de esta. No se trata de que sea un mal territorio o de que tenga un intendente ineficiente. Sus dificultades son más profundas, dicen relación al desarrollo y a la institucionalidad del Estado. 



Comparto la idea de la descentralización, y en esta iniciativa buscamos en primer término la descentralización de la representación política. 



En cuanto al traspaso de competencias, la forma en que se hará -se establece que una ley orgánica constitucional lo determinará- nos va a llevar al debate acerca de si somos o no un Estado unitario y cuáles son sus límites. 



A mi juicio, la insinuación de que un gobierno regional esté facultado para imponerle a la Presidenta de la República el traspaso de competencias, con apoyo del Senado -esa es la conclusión lógica-, puede acarrear consecuencias institucionales bastantes complejas.



Planteo el asunto, pues siento que no se puede avanzar más en esa dirección sin establecer los mecanismos para que las Regiones generen y administren sus propios recursos. 



Señor Presidente, los norteamericanos tienen una frase que dice: “taxation without representation”. Esa fue la causa de la revolución de la Independencia de los Estados Unidos, pues se cobraba impuesto sin que los ciudadanos tuvieran representación. Por el contrario, tener representación sin haber generado ingresos propios que esos mismos representantes van a administrar, también es complejo.



Desde ya anuncio que, tal como me pronuncié en la Comisión cuando se trató en general, voy a aprobar esta iniciativa.



Creo en la elección de los consejeros regionales, pero tengo duda sobre cómo vamos a acoplar el Gobierno y la representación del Ejecutivo en las Regiones con los consejos regionales. Me parece que no hemos discutido mucho esta materia. Es preciso evitar ciertos paralelismos institucionales y que los intendentes se transformen en figuras decorativas, porque en un Estado unitario hay funciones que se deben mantener más allá del orden y la seguridad.



A mi juicio, existen otros aspectos que han permitido que en Chile, a diferencia de lo ocurrido en otros países, tengamos un Estado presente en todo el territorio, de norte a sur. Es una de nuestras ventajas comparativas respecto de algunas naciones del continente al cual pertenecemos que exhiben un escaso crecimiento del Estado. Y ello en parte se debe a que han tenido un débil desarrollo del Estado unitario.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, he solicitado intervenir con un propósito central: manifestar mi apoyo a lo que considero el corazón del proyecto de ley, cual es la elección directa de los consejeros regionales.



No deseo menoscabar la importancia de las palabras que sobre regionalización y descentralización han expresado un gran número de señores Senadores. Sin embargo, siento que esta breve iniciativa tiene el mérito de lo directo y concreto, que apunta a resolver un problema que se generó en la última elección de consejeros regionales, realizada hace pocas semanas. Dicho acto alcanzó un punto de atención severamente preocupante de todas las fuerzas políticas: la articulación de intereses ilegítimos, bajo el refugio del anonimato que significa la elección indirecta.



Se trata de un número muy reducido de consejeros cuya tarea principal -dada la naturaleza del consejo regional- es la toma de decisiones acerca de un significativo porcentaje de la inversión en la Región. Sin embargo, el método indirecto de su elección, basado en el voto de los concejales comunales, ha ido generando una completa distorsión del sistema. En efecto, basta que un número muy pequeño de concejales se pongan de acuerdo, se articulen, incluso con independencia de las fuerzas políticas a las que originalmente pertenecen, para que elijan a cierto consejero con el propósito de que este resguarde no la representación provincial o regional que le corresponde, sino, esencialmente, con el objeto de que actúe como una especie de gestionador de los diferentes proyectos que interesan a los concejales a quienes debe su mandato. Y, luego, se produce una equívoca articulación entre intereses públicos y privados que acentúan la opacidad de este sistema.



Es bastante fácil, cuando no hay un debate público, cuando los ciudadanos no saben quiénes son los consejeros, ni conocen sus propuestas, ni siquiera sus nombres, ni menos la fuerza política a que pertenecen, que ellos puedan, en virtud de un alegato de interés de una comuna o de determinados sectores de una provincia, postular un proyecto, el que se anuda con los intereses empresariales que están detrás de quien va a llevar a cabo cierta obra. Y, entonces, al final, se produce una situación tremendamente negativa desde el punto de vista de la profundización democrática.



Por lo tanto, señor Presidente, no discrepo de la importancia que reviste el proceso de regionalización. No obstante, poner atajo a las múltiples distorsiones del actual mecanismo de elección de los consejeros regionales, es un propósito que valida más que suficientemente la aprobación del proyecto.



Hemos debatido bastante en los medios de comunicación respecto a la falta de probidad y de transparencia, sobre el tráfico de influencias y la corrupción. Y la manera en que se ha instalado este sistema de nominación de los consejeros regionales constituye una puerta tremendamente peligrosa hacia las malas prácticas en el aparato público y hacia decisiones profundamente dudosas que, precisamente, se hallan posibilitadas por el desconocimiento público del funcionamiento de los consejos regionales y de las personas que los conforman.



Por consiguiente, la elección directa y el debate público que está asociado estrechamente a ella, espero que signifiquen una vacuna potente para superar estas severas distorsiones.



Porque independientemente de la opinión que podamos tener acerca del volumen del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, para una Región o para una provincia no es menor la decisión del lugar en que se construirá un puente, una carretera, un policlínico, o dónde está la asociación regional para construir el hospital y en qué ciudad va a quedar. Esas decisiones revisten un impacto muy importante en las Regiones. Y cuando ellas se toman basadas, simplemente, con criterios de abuso de poder, se produce un severo desprestigio de la política y un debilitamiento del sistema democrático en su conjunto.



En consecuencia, señor Presidente, espero que tengamos la capacidad de dar el paso siguiente, esto es, la aprobación de la ley orgánica constitucional respectiva, a fin de que esta reforma, que constituye un paso muy importante para lograr la elección directa de los consejeros regionales, se lleve a la práctica prontamente, con la preparación de las condiciones institucionales que se requieren para tal efecto.



Es cuanto quería señalar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la regionalización es un largo proceso que se inicia por allá en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, que continúa en el del Presidente Allende y se concreta, de modo incipiente, durante la dictadura.



Sin embargo, desde la recuperación de la democracia este proceso ha cambiado de cariz, se han democratizado las instituciones y han aumentado las competencias y atribuciones locales. La enmienda que nos ocupa es un nuevo paso en esa dirección.



Creo que todos vamos a estar de acuerdo en democratizar los consejos regionales y en transferir facultades a los gobiernos de las Regiones, por lo que, más que extenderme en ello, me referiré a aspectos en que debe tenerse un cuidado especial en la discusión en particular.



Primero, como señalé, me parece que establecer la elección de consejeros es un avance importante, pero creo necesario precisar la norma sobre generación e integración de los consejos. Lo que se propone es muy básico y no asegura un sistema transparente, directo y participativo de elección.



Si bien la regulación puntual debe quedar entregada a la ley, en la Constitución tendríamos que fijar ciertos principios mínimos y elementales.



No me resultaría explicable que, por una omisión, mañana se aprueben fórmulas legales que promuevan amplias incompatibilidades o elecciones por listas cerradas, como se propuso en un protocolo en la Cámara de Diputados.



Conocemos ya el desastre que ha significado el sistema indirecto. Existen denuncias por cohecho y compra de votos en varias Regiones. La mía no ha estado exenta de este tipo de denuncias. Sabemos de grupos que con dos o tres concejales, por acto de magia o más bien del dinero, aparecen eligiendo cuatro o cinco consejeros regionales. Es una vergüenza que no podemos permitir que se replique. Las listas cerradas son un caldo de cultivo para ello, que trasladará las anomalías al interior de los partidos.



Tampoco procede, a mi juicio, inventar subterfugios o incompatibilidades que impidan a un consejero postular al Congreso. Si al cabo de cuatro años el consejero lo hizo mejor que el Diputado o el Senador, será la gente la que juzgue.



Debe asegurarse, asimismo, una representación armónica de las provincias. Estoy pensando, por ejemplo, en Regiones como la de Aisén y la de Magallanes, donde el grueso de los habitantes se concentra generalmente en una de ellas. Es preciso incorporar algún principio de resguardo a las provincias de menor población.



Segundo, respecto de las atribuciones de los gobiernos regionales, me parece que lo que se intenta es un avance, pero me preocupa que sea, con todo respeto, “a la chilena”, esto es, dando pasos a medias, que no dejan molesto ni tampoco satisfecho a nadie. 



Aquí hay un esbozo de descentralización al modo español, pero no completo. Establecer un listado de competencias constituye un avance; sin embargo, también es un peligro si no se genera un mecanismo de financiamiento y se explicitan los roles. Me temo que estemos replicando la municipalización: muchas y ambiciosas atribuciones y recursos escasos e inciertos.



Lo que debemos hacer es una reforma completa, con traspaso de competencias y recursos, aunque sea estableciendo una gradualidad extensa. No obstante, estas ambigüedades y atribuciones carentes de recursos son riesgosas y, como decía, ya conocemos sus resultados en el plano municipal.



Lo mismo creo respecto de la máxima autoridad regional. No me parece adecuada la alternativa planteada, donde el intendente es la máxima autoridad regional, pero tiene al frente un presidente del Consejo, una especie de tribuno de la plebe que solo generará polémicas permanentes. 



Vale para ello idéntico enfoque. Personalmente, soy partidario de una reforma cabal: un intendente elegido, que sea a la vez presidente y líder del gobierno regional. En España eso funciona así, y si bien existe una especie de delegado del gobierno central, nadie lo conoce ni sabe quién es.



Si a eso lo llamamos “descentralización”, “federalismo” o “regionalismo”, me da igual, pero me parece más sensato que un sistema timorato, con atribuciones inciertas y poderes en la sombra.



Por último, considero imprescindible establecer un sistema para la generación de nuevas Regiones. Creo que este proceso no está agotado y crecientemente avanzamos hacia una conformación local más parecida a las 25 provincias con que contábamos antes de la regionalización que a las 15 ya generadas Regiones.



Por lo anterior, votaré favorablemente la reforma, aunque presentaré las indicaciones correspondientes en el sentido antes señalado.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A continuación, tiene la palabra para fundar su voto, por 5 minutos, el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al final del debate sobre esta reforma constitucional deseo hacer un planteamiento político.



Cuando en diciembre discutimos el proyecto que nos ocupa, se resolvió devolverlo a la Comisión de Gobierno, más que por un problema formal, porque se estimó que aquella había ido demasiado lejos en su propuesta sobre descentralización.



En vista de lo anterior, dicho órgano técnico decidió, simplemente, remitirse al texto despachado por la Cámara de Diputados. Pero es grato escuchar, señor Presidente -y creo que deberán estar presentes en la discusión particular-, los distintos planteamientos efectuados por los señores Senadores, por cuanto en su mayoría ya fueron abordados por la Comisión de Gobierno. Me parece que existe un gran piso político en su interior para avanzar decididamente, no solo en la elección de los consejeros regionales, sino también en el tema de la descentralización.



Considero oportuno enfrentar ahora ese tópico, aprovechando que no existe premura de tiempo. Los consejeros regionales acaban de ser elegidos y no volverán a renovarse sino hasta en cuatro años más. Por ende, disponemos de espacio para abordar en profundidad los asuntos vinculados a la descentralización: la presidencia regional; la cuestión de las competencias y la obligatoriedad de traspasarlas; los mecanismos de solución de controversias, como cuando una Región pida determinadas atribuciones, etcétera.



Todas esas materias fueron analizadas en diciembre, de tal manera que, en lo personal, me siento plenamente satisfecho del vuelco que se ha producido en el debate de esta reforma constitucional.



En verdad, este debate es radicalmente distinto del que se registró a fines del año pasado. A mi juicio, señor Presidente, ha llegado la hora de la verdad en materia de descentralización. A diferencia de lo expresado por el Senador señor Larraín en el día de ayer, creo que hay temas que no necesariamente son propios de ley orgánica y que deben ser abordados en la misma Constitución. La figura del presidente regional, por ejemplo, es un punto que hay que analizar a nivel de la Carta Fundamental; lo mismo el eventual mecanismo de resolución de controversias cuando determinada competencia sea solicitada. 



Por lo anterior, estoy seguro de que dentro de la Comisión vamos a acelerar lo más posible el tratamiento de la reforma constitucional y de la ley orgánica, para tener no solo consejeros regionales elegidos, sino también un proceso de regionalización bastante más acabado y profundo del que hoy cuenta el país.



Votaré que sí.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, me alegro de la forma como se ha ido dando el debate entre nosotros. Creo que refleja de verdad una toma de conciencia respecto de una decisión que es urgente adoptar, a fin de dejar nuestra institucionalidad política en condiciones de cumplir con las exigencias reales de una democracia y de un país en desarrollo como el que debemos asumir.



Francamente, señor Presidente, considero importante el paso que damos. Sé que aún quedan otros, pero es un primer avance en esta materia.



Ahora bien, lo que deseo recalcar -porque creo que desde diversos puntos de vista se ha ido contribuyendo a una gran inteligencia en los planteamientos que aquí se han entregado- es que necesariamente, para lograr eficacia en el ejercicio del poder, habrá que entrar a modificar nuestra institucionalidad a todo nivel.



Aquí, de lo que se trata es de que el ciudadano, la gente, sienta y entienda que tiene en sus manos la posibilidad de participar plenamente en las decisiones. 



De alguna forma, pienso que el actual estado de cosas no da para más.



Sinceramente, me parece que este proceso de regionalización y descentralización no solo es necesario para potenciar a nuestro país en todas las instancias regionales y territoriales, sino también para que la propia Región Metropolitana deje de aparecer beneficiada por la actual forma de ejercicio del poder e incluso por la manera como se aplica o la dinámica que posee el modelo económico vigente, que tiende a la concentración.



Creo, señor Presidente, que debemos tomar decisiones en la dirección hacia la que hoy se aprecia gran voluntad, y asegurarnos de que se materialicen y no queden en simples declaraciones o meras instituciones, como las famosas asambleas provinciales de la Constitución de 1925.



Por eso, señor Presidente, quiero poner énfasis en esta necesidad. Nosotros somos un país bastante estructurado, con instituciones muy fuertes. Sin embargo, no es posible que tales instituciones nazcan de una mera concepción política o ideológica. Si verdaderamente queremos que las instituciones guarden correspondencia con el país real, esa debe ser la exigencia.



En tal sentido, ayer se formularon dos o tres planteamientos que me motivaron a participar en el debate de esta tarde.



Argumentaciones como las de los Senadores señores Larraín, Núñez y otras que escuché hoy tienen toda una lógica en cuanto a mostrar la falencia de las decisiones que se toman actualmente y la falta de correspondencia cuando no hay voluntad política para lograr los propósitos tenidos en vista.



Sin embargo, creo que subyace una cuestión mucho más de fondo.



Nosotros no tenemos regiones como algunas de España; Chile no es el País Vasco, no es Cataluña, no es Galicia. Tampoco ocurre lo que en Italia o, incluso, en Alemania, con todas las riquezas y variedades de su territorio.



Aquí, claramente, el Estado y la voluntad política fueron construyendo nuestra nación. ¡Si hace doscientos años íbamos desde Coquimbo hasta el río Biobío! ¡Eso era todo! Al Senado venían siete miembros: dos por el sur, tres por Santiago y dos por Coquimbo. El resto del país se generó después. Y eso tampoco obedece a que cada una de las Regiones que señalé tuviese particularidades propias.



Entonces, debemos revisarlo todo.



¿Por qué trece Regiones? ¿Cuál es la diferencia entre la Sexta y la Séptima? 



El Senador Larraín, con mucha agudeza, decía: “Yo estoy en la Séptima, la más malita, la más del sur o la más atrasadita”. Tiene toda la razón. ¿Y cuál es la diferencia? Prácticamente, ¡ninguna!



Queremos que las Regiones -como decía el Honorable señor Letelier- administren sus recursos. ¡Pero cuáles! ¡Si la Decimoprimera no alcanza ni siquiera al 0,1 ó 0,2 por ciento del producto! Sin embargo, la Segunda es distinta. Y aquí ha habido una visión demasiado economicista para determinar, por ejemplo, cómo se distribuye el royalty.



Entonces, ¿dónde estamos?, ¿en qué estamos?



Si queremos regionalización -y yo soy el más dispuesto-, impulsémosla en serio. Fortalezcamos las Regiones. Corrijamos los vicios; los de los CORE, por ejemplo. ¡Sin lugar a dudas!



Empero, pienso que existe un problema bastante más de fondo.



Deseamos Regiones como corresponde. En cierto momento se vislumbró que Concepción podía ser un contrapeso de Santiago.



¡Pero de qué contrapeso me están hablando!



O Valparaíso. ¡Pero qué contrapeso de Santiago es esta ciudad si a fines del siglo XIX tenía 280 mil habitantes y la Capital no superaba los 400 mil! Y hoy día, ¿cuántos?



Vayamos, pues, en el camino adecuado. Y este problema no es solo de un Gobierno o de una coalición. Pongámonos de acuerdo.



Y no me vengan con la historia de que se atenta contra el poder unitario. ¡No! Alemania es una nación federal donde, con claridad, la regionalización está presente. Estados Unidos, país inmenso, es federal no solo por su tamaño. Suiza también es federal, y tiene un territorio pequeño.



Entonces, ¿dónde radica el problema? En buscar la eficacia y ver cómo se contribuye a que la eficacia del poder se oriente en el sentido de la democracia y nos permita desarrollarnos.



Señor Presidente, aquí debe haber objetivos de país. No es admisible que Santiago siga creciendo como un monstruo y que todas las inversiones lleguen allá porque, como dicen algunos, “la plata llama a la plata”. ¡No! Tiene que haber una visión de país, un objetivo de país.



¿Qué país queremos construir? ¡Esa es la discusión de fondo que debería tener el Senado!



Hace  algunos  días  asistimos a una ceremonia, señor Presidente -Su Señoría fue uno de los protagonistas-, en la cual se dio a una sala del Senado el nombre de quien fuera quizás el prócer del gran movimiento que hoy día vemos como una necesidad urgente. Y no fue comprendido. Me refiero nada menos que a don Pedro León  Gallo, quien a mediados del siglo XIX -en 1850- se dio cuenta de la situación que ahora nos preocupa y reclamaba en su Región (el señor Presidente lo sabe muy bien). Porque ya en ese tiempo nuestras materias primas, como el cobre, se exportaban en condiciones absolutamente  aberrantes: a veces, un concentrado con algo de valor agregado.



¿Pero cuál es la diferencia con lo que sucede hoy día? ¡Estamos en lo mismo!



Si don Pedro León Gallo hubiese hecho pesar su voluntad regionalista, no le quepa la menor duda, señor Presidente, de que hoy tendríamos otra política minera, como decía el Honorable señor Letelier, con mucha razón, a propósito de lo que ocurrió durante el proceso emancipador de Estados Unidos, a través del cual los norteamericanos sentaron lo que querían hacer. ¡Y cómo lo hicieron! Si apenas eran tres estados en la parte norte. Después se fueron al sur, con Jackson. Y luego, al oeste. ¡Porque tenían vocación política! ¡Y ojalá no sigan avanzando mucho…!



Uno a veces se ríe de eso. Y perdonen que lo diga con tanta franqueza, pero sucede que a ratos hacemos las cosas a medias: puentecitos, caminitos, un poquito más, un poquito menos. 



Yo comparto plenamente la visión de varios señores Senadores  que se muestran críticos no por oponerse al proyecto sino porque esperan que alguna vez hagamos bien las cosas y tengamos una discusión de fondo sobre el particular.



Díganme por qué existen las trece Regiones que se concibieron originalmente, qué razón tienen varias de ellas. ¿Obedecieron a una motivación geográfica? ¡No! ¿Respondieron solo a una causa económica productiva? ¡No! ¿Alguna razón étnica? ¡Por favor! No tenemos, gracias a Dios, este problema.



Señor Presidente, urge llevar adelante el proceso de regionalización. Pero debemos actuar con inteligencia, con visión, pensando en el país que queremos desarrollar y no en el que hoy se está asfixiando. Porque es evidente que en Santiago se invierte más de la mitad del producto para resolver problemas que casi ya no tienen solución.



En consecuencia, si deseamos construir una nación diferente -y aún estamos a tiempo-, no basta una mera legalidad: se precisa también una institucionalidad que responda a una concepción política mayor, de fondo, con voluntad, para que de una vez por todas en Chile las cosas se hagan en serio y en la dirección correcta.



Concluyo, señor Presidente, pidiéndole al Gobierno que busque un acuerdo mayor en esta materia. Porque, si no resolvemos este asunto, no solo dejaremos de lograr el desenvolvimiento interno, sino que además, ante la inmensa demanda que pesa sobre el país por el proceso de globalización que se nos viene encima, vamos a acentuar en forma cada vez más irritante los problemas que existen entre nosotros, dejando a los sectores mayormente excluidos sin posibilidad de desarrollo alguno.



Esto es urgente. La regionalización y la descentralización se imponen por sí mismas en el Chile moderno que todos anhelamos.



Voto que sí.

)---------------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Llegó a la Mesa el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental con el propósito de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y la inscripción automática en los registros electorales (3544-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Queda para tabla.
)----------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Continúa la votación general del proyecto sobre gobierno y administración regional.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, mucho han dicho mis Honorables colegas sobre la materia.



Por supuesto, la política regional está relacionada -qué duda cabe- con el grado de autonomía y descentralización que debe tener la Región con respecto al poder central. A eso hemos de apuntar.



Cuando hablo de descentralización me estoy refiriendo a una modalidad de administración del Estado que debe caracterizarse porque el órgano descentralizado posea personalidad jurídica, patrimonio propio y un importante ámbito de competencia para resolver los problemas que le son inherentes, sin que ello signifique la opción por un Estado federal.



Se trata, entonces, de que la descentralización sea funcional, es decir, que las Regiones tengan competencia para adoptar sus propias determinaciones en el ejercicio de sus funciones; territorial, o sea, que exista un traspaso de poder de decisión hacia el ámbito regional en todo sentido, y política, vale decir, que el órgano descentralizado genere -como se está planteando aquí, al menos en parte- sus autoridades a través de procesos electorales.



Cuando hablamos de descentralización regional nos estamos refiriendo a dar verdadera autonomía a las Regiones. Más específicamente, esto significa dotar a los gobiernos regionales de autonomía administrativa, financiera y técnica para abocarse a las tareas del desarrollo económico, social y cultural, y, al mismo tiempo, aportar desde las Regiones al progreso del país; todo ello, sin alterar la concepción de Estado unitario, planteada a veces como una forma de detener las inquietudes de quienes representamos a Regiones. O sea, de ninguna manera estoy impulsando la idea de un Estado federal, experiencia que, como todos sabemos, históricamente ha tenido muy malos resultados en nuestro país. 



Pero me preocupa lo que hoy día vivimos en Chile. Me causa inquietud ese ogro grande e insaciable que es la Región Metropolitana, la cual -fíjense los señores Senadores- cuenta con 43 por ciento -¡43 por ciento!- de la población del país y cuya extensión territorial abarca solo el 2,04 por ciento de nuestra superficie total; concentra 47 por ciento del PIB nacional; centraliza 26,3 por ciento de los proyectos de inversión pública y 21,5 por ciento de la inversión privada, y tiene 60 por ciento del consumo nacional.



Además, ¡cómo no me va a preocupar, como hombre de Región, que la Capital -como le gusta que la llamen- sea sede de los 46 grupos económicos más importantes del país, disponga del 71 por ciento de las grandes empresas y concentre el 80 por ciento de los depósitos bancarios!



La Región Metropolitana tiene un producto per cápita superior al del resto del país y aporta el 47,5 por ciento al PIB nacional. Consideremos que la Novena Región, que representamos con otros colegas, solo tiene una participación de 2,41 por ciento en el PIB nacional.



En seguida, quiero plantear algunos aspectos de la realidad que vive Chile hoy. Y me basaré en una encuesta que encontré antes de llegar a esta sesión; data de 1998, pero las cifras no han variado mucho.



El ingreso medio de los ocupados era entonces de 343 mil 680 pesos para la Región Metropolitana, seguida por la de Antofagasta, con 317 mil 913. En La Araucanía, el promedio de sueldo era de 191 mil 625 pesos para las mismas labores, realizadas con igual capacidad e idéntico profesionalismo.



Es decir, en el Chile que vivimos las mejores remuneraciones están en Santiago. 



¿Qué significa eso? Que los profesionales más idóneos se van a la Capital. De ahí la ausencia de especialistas en medicina en Regiones, por ejemplo, ya que la mayoría se radica en Santiago. En el caso del hospital de Temuco, que actualmente es nuestro único centro de nivel 1, tenemos una lista de espera de más de 34 mil personas.



Ahora, si vamos de nuevo a las estadísticas, para afianzar lo que estoy diciendo, observamos que los profesionales perciben un ingreso medio de 868 mil 561 pesos en Santiago, de 656 mil 413 en la Región de Atacama y de 475 mil 803 en la Novena.



Señor Presidente, la regionalización -qué duda cabe- envuelve un propósito muy noble. Y hoy día da un pasito.



¡Digamos la verdad! ¡No nos engañemos! ¡No lancemos una señal en el sentido de que lo que estamos haciendo hoy día apunta medular y contundentemente a permitir que desde las Regiones también construyamos el país! 



La regionalización -reitero- implica un propósito muy noble. ¿Cuál? La defensa de la vida y la cultura locales; la profundización de la democracia, y el estímulo al desarrollo integral a que tenemos derecho, todo lo cual aporta a su vez al crecimiento, a la diversidad y, por ende, al enriquecimiento del país.



A mi entender, ¿qué características fundamentales debe tener una política para la Región?



Lo hemos conversado con dirigentes regionales. Y, al respecto, quiero destacar la actuación sistemática del señor Heinrich von Baer -se encuentra aquí, en las tribunas del Senado-, quien ha sido un soldado permanente de esta causa. Ha estado reuniendo a la gente. Y a veces pienso que cree estar arando en el desierto. Empero, debo reconocer que ha sido un motor importante. Y me enorgullece que desde la Región de La Araucanía haya estado estimulando, de una u otra manera, a los diferentes Gobiernos que hemos tenido desde 1990.



En mi opinión, debemos tener autonomía funcional, territorial y política; mayor competencia para adoptar decisiones en el ejercicio de las funciones locales. Se exceptúan de ella, por supuesto -para que no haya confusión-, las funciones judiciales, las de defensa, las policiales, las de relaciones internacionales, las de política monetaria y las de recaudación de impuestos.



En otras palabras -lo reitero-, estoy hablando de una autonomía administrativa, financiera y técnica para enfrentar los retos del desarrollo económico, social y cultural.



Además -qué duda cabe-, es imprescindible aumentar el porcentaje de inversión pública de decisión regional autónoma.



Hay, señor Presidente, aspectos que es necesario abordar también con sentido de Región.



Tenemos el caso de las minorías étnicas de La Araucanía y de otras Regiones. Para hacerles justicia en esta visión de Estado en que se ve la problemática regional, sería bueno reconocer ya constitucionalmente su existencia como pueblos para poder resolver su pobreza, su marginalidad social, y para apoyar el fortalecimiento de su propia cultura.



Yo quiero decirles a los señores Senadores que en mi Región, la Novena, habitan 50 mil familias mapuches, casi todas con una pobre y triste economía de subsistencia. A veces, por hechos aislados de una minoría ínfima, se las quiere estereotipar y hacer aparecer como que todo el conjunto de esa etnia no respeta el Estado de Derecho. Pero se sabe que no es así. La inmensa mayoría de esas 50 mil familias trabajan abnegadamente, incluso con personas que poseen porciones de territorio importantes, aun con las forestales, por una relación más amable, más realista y más humana.



Hay, por supuesto, sectores radicalizados a los que tanto quien habla como las autoridades de la Región tratan de encauzar dentro de las normas del Estado de Derecho.



Por eso, señor Presidente, voy a dar mi voto afirmativo a esta iniciativa. Pero la verdad es que, mientras Santiago decida sobre los fondos públicos y de repente nos encajone, nos reclame que hay que disponer tantos millones de dólares para financiar su sistema de transporte público y, con cierto rubor, nos diga “También les vamos a dar un raspadito de la olla a las Regiones”, yo diría que eso es, más que un acto generoso, algo que daña la piel y sensibilidad de la gente de las Regiones. Porque, si no existiera lo del Transantiago, faltaría la motivación necesaria para que pudieran llegar recursos a diferentes lugares del país.



¿Y ellos a cuánto ascienden, en proporción a lo que se queda en Santiago? ¡Es el “raspado de la olla”! ¡Constituye algo ínfimo!



¿Por qué se registran 6 millones de habitantes en la Capital, cuya superficie equivale a 2 por ciento del territorio total del país? Porque los hijos de Regiones deben elegirla como destino al no encontrar fuentes laborales, al no existir posibilidades, al no presentarse otro futuro, en la medida en que la concentración sigue y sigue.



Por último, planteo que incluso debieran cumplirse determinadas normas constitucionales, en el sentido de que quienes representan a las Regiones deben ser personas radicadas de verdad en ellas y que comparten el invierno, el verano, el otoño y la primavera locales, sin ser designadas a dedo por las diez manzanas del poder en Santiago y llegar con bonitos cuentos y ofertas a sorprender a mucha gente con ofrecimientos de solución de dificultades que se olvidan una vez terminados los comicios. Y, sin embargo, siguen apareciendo en los canales de televisión de la Capital para hablar de la contaminación, del Transantiago, de la delincuencia y de todos los problemas que tienen que ver con la Región Metropolitana.



Ninguno de los muchos que han llegado hasta allá y ocupado sillones en el Senado o la Cámara de Diputados se refiere a los problemas que se enfrentan en los caminos vecinales, en las pequeñas comunidades. No saben dónde se sitúan las poblaciones más modestas de nuestras zonas; cuáles son la latencia cultural y las ansiedades de nuestra gente.



Por eso, en la misma modificación que estamos introduciendo ahora debiéramos contemplar el término de la hipocresía de que meses antes de las elecciones algunos señores arrienden una pieza, en donde no ponen ni una cama ni una silla, y posteriormente afirmen que viven en la Región, conforme a la ley, y que, por lo tanto, tienen derecho a ser candidatos en los comicios electorales.



Señor Presidente, con bastante aprensión, no con alegría, doy mi voto al proyecto que nos ocupa, pero quiero consignar que este es un pasito demasiado corto y que en las Regiones tendremos que seguir soñando con que algún día exista en este país una verdadera regionalización.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en consideración al tiempo disponible y a mis obligaciones, renuncio a intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habría sido muy interesante escucharlo, Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor MUÑOZ BARRA.- El sistema no me permite hacerlo, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Podemos agregar el pronunciamiento de Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (36 votos a favor y un pareo), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 6 de abril, a las 12.


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Longueira.

VI. INCIDENTES

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Partido Demócrata Cristiano, que no intervendrá.



En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.


LEGALIDAD DE REGLAMENTOS ESCOLARES. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, un estudio del Centro de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Diego Portales y que publicó la UNICEF en diciembre pasado, titulado “La convivencia escolar, componente indispensable del derecho a la educación”, aborda lo relativo a los reglamentos de los establecimientos de enseñanza en Chile.



Los resultados se consideraron en una mesa de discusión de expertos, para analizarlos y efectuar diversas propuestas al objeto de corregir el actual estado de cosas.



El texto, basado en los contenidos de 189 reglamentos, muestra señales claras de algunas contradicciones y materias que debieran ser parte del debate y el trabajo de las comunidades escolares.



El primer dato que llama la atención es que solo 49,2 por ciento de las regulaciones se ajusta al orden legal vigente. En la enseñanza básica, el promedio se eleva a 53,8 por ciento, en tanto que en el nivel medio baja a 44,2 por ciento. Es decir, 55 por ciento de los reglamentos escolares de la educación media no se ajusta a derecho.



En el ámbito municipal, tales preceptivas se ajustan a la ley en 51,4 por ciento. En los particulares privados se baja a 50 por ciento, en tanto que en los particulares subvencionados se desciende a 44,8 por ciento.



Entre los aspectos reglamentarios que se alejan de la legalidad se halla, en cuanto a la discriminación, todo lo referido a conductas sexuales, respecto de lo cual solo 1,6 por ciento de los ordenamientos se adecua al derecho -es decir, más de 98 por ciento de ellos, cuando incluyen el concepto, se hallan fuera de la Constitución-, 37,5 por ciento no lo hace y 60,9 omite normas expresas sobre el punto.



Algo parecido ocurre con la discapacidad: solo 17,9 por ciento aborda la materia con apego a la ley, mientras que 82,1 por ciento omite pronunciarse. O sea, en la mayoría de los reglamentos de las comunidades escolares no se define cómo tratar a los jóvenes con discapacidad o, como prefiero llamarlos, en condición especial.



Respecto a factores étnicos, 94,7 por ciento no se manifiesta, lo que llega a 87,7 por ciento en lo concerniente a lo religioso. En lo relativo a los embarazos adolescentes, solo 13,2 por ciento se ajusta a las normas legales vigentes. ¡Solo 13,2 por ciento!



Las conclusiones de la investigación son claras: los reglamentos, en su mayoría, no son pensados o utilizados como herramientas para ayudar a la convivencia, sino que más bien se encuentran enfocados a cuestiones disciplinarias, a la sanción, pero violando derechos resguardados por la Carta.



Un ordenamiento de esa naturaleza, sin embargo, no puede hallarse por encima de la Constitución o la normativa legal vigentes. Así lo consigna el estudio de la Universidad Diego Portales, recogido y difundido por la UNICEF.



Como concluyó el representante para Chile de ese organismo internacional, Egidio Crotti, “debemos tener en cuenta que en educación todo depende de qué tipo de sociedad queremos y en qué punto estamos de acuerdo y en cuáles no”.



Los reglamentos reflejan solo una visión unilateral de las direcciones de los establecimientos.



Señor Presidente, solicito que el estudio sea remitido a la Contraloría General de la República y al Ministerio de Educación.



Frente a una clara y evidente ilegalidad, no cabe sino establecer normas jurídicas que determinen con qué tipo de reglamentos deben contar, necesaria y obligatoriamente, los planteles educacionales.



No estoy en contra de la capacidad y la autoridad de generarlos. Lo que digo es que algún organismo debe velar porque esos textos se ajusten a derecho.



Entonces, pido que se envíe el informe al organismo contralor, a fin de que pueda determinar la normativa legal que proceda para la dictación y aplicación de los reglamentos.



Asimismo, solicito remitirlo al Ministerio de Educación, al objeto de que entregue una opinión sobre su contenido y las medidas que está adoptando para corregir la situación; a la Asociación Chilena de Municipalidades, y, especialmente, al Colegio de Profesores de Chile, en sus niveles en cada una de las quince Regiones.



Estimo necesario que los organismos referidos, junto con entregar su opinión acerca del estudio publicado por la UNICEF, emitan un pronunciamiento oficial sobre la legalidad de las regulaciones en cuestión. 



Pienso que el Ministerio de Educación debería evaluar a nivel nacional los reglamentos y la normativa a la cual deberían ceñirse, de manera tal que brinden autoridad a las direcciones de los colegios, pero en ningún caso estén por encima de los derechos consagrados en la Constitución.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

RIESGO DE CRECIDAS EN UNDÉCIMA REGIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la sesión de ayer expuse la situación provocada por las crecidas del río Baker en la provincia Capitán Prat, Undécima Región, que Su Señoría conoce muy bien.



La semana pasada y en estos días, a raíz del mal tiempo, particularmente en la zona de los ríos de Aisén, tuvieron lugar aluviones y crecidas que ponen en riesgo a comunas como la de Tortel.



El frente climático, asociado a “El Niño”, ha provocado en la Región un superávit de precipitaciones de 58,23 por ciento, con relación a un año normal, registrándose hasta ahora 177,9 milímetros, en tanto que el año pasado, a igual fecha, se llegaba a 66,2 milímetros.



Ello coincide con las predicciones y modelamientos matemáticos para el fenómeno en el sur de Chile, y existen estudios de la Dirección Meteorológica que hacen visibles y cotidianos para Aisén los efectos del cambio climático. En los últimos meses las temperaturas han sido las más altas de la historia y se han presentado intensas precipitaciones e inundaciones catastróficas, además de aumentar los caudales por deshielo, en fin. 



Lo más preocupante, señor Presidente, son los vaciamientos del lago Cachet 2, que han ocasionado grandes pérdidas a los pobladores de Valle Colonia, Valle Grande, sector Ñadis, Vargas, Ventisquero, Cute y caleta Tortel por el aumento repentino y violento del caudal del río Baker, que en un lapso de 12 horas ha subido de 573 a 3.008 metros cúbicos por segundo. Ello implica una violencia extraordinaria.



Debido, principalmente, a la falta de comunicación y conectividad, la población de esos sectores no recibió en forma oportuna el aviso de evacuación por el desagüe del lago y no alcanzó a proteger sus bienes, por lo que las mayores pérdidas se han traducido en bovinos y ovinos que han sido arrastrados por el río.



Después de siete días de precipitaciones, el caudal del Baker, en la confluencia con el río Colonia, aumentó paulatinamente a partir del 13 de febrero recién pasado, hasta llegar a su máximo el 18 del mismo mes, elevándose de 1.100 a 2.763 metros cúbicos por segundo.



A diferencia de lo que ocurre con los eventos de GLOF, denominación que recibe el desagüe del superávit de los lagos, las inundaciones no fueron repentinas y ocurrieron en lapsos más largos que aquellos en que se avisa a la población ribereña, los cuales son extremadamente cortos.



Existe real preocupación y temor en caleta Tortel -he conversado con el Alcalde, señor Bernardo López-, pues el fenómeno del GLOF y el de las crecidas del Baker ya ocurrieron en el pasado. Se cuenta con registros del primero en el Valle Colonia, en los años cincuenta, cuando el lago Arco era el responsable de las abruptas crecidas de los ríos Colonia y Baker. Los antiguos colonos se ponían en alerta cuando se acercaban esas contingencias.



El denominado “Proyecto Centinela” -lo comentamos con el señor Presidente- se diseñó con el propósito de advertir sobre tales situaciones, pero no se ha implementado. Solicito que el Gobierno Regional y la ONEMI proporcionen los datos relativos a los costos que ello demanda, por cuanto el proyecto de HidroAysén para instalar en los ríos Pascua y Baker represas para la contención del agua puede provocar un grave problema. Los elementos que he expuesto no se encuentran incluidos en el estudio de impacto ambiental, el cual no contiene la información que estoy entregando y que es producto de documentos elaborados por diversos especialistas a nivel local y nacional.



Por eso, resulta necesario y urgente que en definitiva se efectúen los análisis adecuados, como asimismo que la ONEMI, ante el eventual riesgo que deriva de los lagos Cachet 1 y Cachet 2, establezca un plan de emergencia a fin de que el operativo de evacuación de los pobladores y animales de la zona en riesgo se realice de manera oportuna.



Es importante plantear un cambio en la mentalidad de la burocracia, con el objeto de prepararse con anticipación para enfrentar las dificultades.



También se precisa incentivar estudios en Campos de Hielo y fortalecer la educación, tal como recomiendan los expertos.



Cabe observar, señor Presidente, que en algunos sectores del Valle Colonia el río Baker aumentó su nivel en 5,47 metros. Las fotografías a que hemos tenido acceso, proporcionadas por empresas de turismo y colonos, reflejan claramente que se trata de una amenaza real. 



Los lagos Cachet 1 y Cachet 2, de producirse un desagüe o GLOF, pueden poner en grave riesgo a caleta Tortel, pues no se halla garantizada la oportuna reacción, ni del municipio, que cuenta con escasos recursos, ni de las autoridades encargadas de proteger a la población.



Por lo tanto, solicito oficiar a la Dirección de Obras Hidráulicas y a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, al Gobierno Regional de Aisén, a la ONEMI y a la CONAMA, en relación con todas las medidas que correspondan y, en especial, la información tendiente a facilitar la prevención de situaciones como la descrita, que causa gran preocupación en los habitantes de caleta Tortel y de lugares aledaños al río Baker.

PUBLICIDAD ENGAÑOSA DE

ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en sesión de 23 de diciembre de 2008 intervine en la hora de Incidentes para denunciar el uso abusivo de la publicidad por parte de algunas administradoras de fondos de pensiones en torno a las ganancias que habrían obtenido sus afiliados.



Ello se registró en diversos medios de difusión nacional, con respecto al total de utilidades que habrían arrojado esas entidades para los cotizantes, incluyéndose gráficos que exhibían una ganancia que consideramos desproporcionada, pues se contabilizaba el pago realizado por los trabajadores como parte de la producción o utilidades de las AFP.



Del mismo modo, el lenguaje utilizado: “rentabilidad negativa”, eufemismo que se usa para las pérdidas de capital, tiende más bien a confundir.



He recibido la respuesta de la Superintendente de Pensiones, señora Solange Berstein, la que leeré por considerarla relevante. Se hace referencia a que el Senador que habla “solicita una aclaración de este Organismo, respecto de la publicidad, a su juicio engañosa, que efectúan las Administradoras de Fondos de Pensiones, específicamente de AFP Habitat S.A. con relación a una publicación del día 27 de noviembre de 2008”.



“Lo anterior, habida consideración que en su opinión la rentabilidad negativa corresponde a un eufemismo que se utiliza para referirse a la pérdida de capital,”.



“Al respecto, se debe señalar que esta Superintendencia observó y representó oportunamente a AFP Habitat S.A. los términos de la publicidad a la cual alude el H. Senador Navarro, representándosele que dicha publicidad podría inducir a equívoco, la que en todo caso, fue eliminada.”.



Es decir, señor Presidente, la Superintendencia formuló la observación del caso y la publicidad que denunciamos como engañosa fue suprimida.



El oficio agrega que “a través de la Circular N° 1.586, esta Superintendencia modificó la Circular N° 1.518, en aquello que se refiere a algunas normas sobre publicidad que pueden realizar las AFP, precisándoseles los términos en que pueden realizar publicidad sobre la rentabilidad que eventualmente obtengan, de manera que resulte clara y unívoca para los afiliados.”.



Pienso que hemos cumplido una tarea importante, pues se ha resuelto que las administradoras de fondos de pensiones deben entregar a sus afiliados una información concreta y no en términos muy complejos, que la inmensa mayoría de los 9,5 millones de trabajadores cotizantes en ellas no pueden comprender -tampoco algunos señores parlamentarios-, porque la forma de presentarla es equívoca.

TRABA PARA ACCESO A CAPITAL SEMILLA. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se envíe oficio al Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), al Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS) y al Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC), a fin de que informen acerca de si el hecho de que una persona aparezca en DICOM le impide obtener el beneficio del capital semilla.



Resulta paradójico que a alguien que queda cesante se le diga: “Puede postular a capital semilla en FOSIS o en SERCOTEC para realizar un emprendimiento”, ya que, en la medida en que se tienen deudas y se figura en DICOM, algunos de los beneficiarios -entre comillas- han tenido problemas para acceder a dicho sistema.



Pienso que, si se suscita una contradicción semejante, se justifica una revisión, por lo cual solicito, en especial al FOSIS y a SERCOTEC, que se determine si el hecho existe y que, en caso afirmativo, se estudie un cambio, en definitiva, pues la idea es materializar una ayuda al pequeño emprendimiento. No estamos hablando de grandes, ni de medianas, ni siquiera de pequeñas empresas.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PROBLEMA HABITACIONAL DE POBLADORES DE PEDRO DE VALDIVIA BAJO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete, que envíe un informe respecto del proyecto que se pretende aplicar en Pedro de Valdivia Bajo, comuna de Concepción, Región del Biobío.



Dicha iniciativa fue comprometida por el entonces Presidente de la República don Ricardo Lagos y también por la Presidenta Bachelet. Contempla la construcción y el diseño de un nuevo barrio en uno de los sectores más tradicionales y antiguos de Pedro de Valdivia Bajo. Allí la gente rellenó las laderas del río para tener un lugar donde vivir.



El proyecto actual considera construir un 10 por ciento de casas y un 90 por ciento de departamentos. Pero está claro que las familias quieren casas y no departamentos. 



Se están efectuando trabajos en la calle Arrau Méndez con el objeto de rediseñar el barrio. Sin embargo, la gente no quiere abandonar sus hogares ni que les expropien hasta no saber exactamente qué tipo de vivienda les construirán.



El 99 por ciento de los pobladores quieren casas y solo el 1 por ciento, departamentos. Esto, según una encuesta realizada por ellos mismos.



Hace algunos días entregaron una carta a la Intendencia, al SERVIU, a la Alcaldesa, al Seremi de Vivienda y a la Gobernación, y aún no reciben respuesta. 



Solicito que el Ministerio de Vivienda entregue un informe lo más detallado posible sobre la situación actual del proyecto de remodelación de Pedro de Valdivia Bajo, en la comuna de Concepción.



Asimismo, pido que el litigio que se mantiene con un privado por la realización de la construcción de nuevas viviendas en el sector La Mochita pase del Consejo de Defensa del Estado al SERVIU. En este Servicio se estaba ganando el juicio. Dicho Consejo lo ha limitado.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Consejo de Defensa del Estado respecto del proceso judicial que se lleva a cabo por el caso de La Mochita, a fin de poder agilizar el trámite o, en su defecto, devolverlo definitivamente al Ministerio de Vivienda para cumplir con los pobladores de Pedro de Valdivia Bajo, que quieren vivir donde lo han hecho toda su vida y no ser erradicados.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:02.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

ACTAS APROBADAS

LEGISLATURA NÚMERO 356

SESION 87ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente de la Corporación, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y las señoras Ministras del Trabajo y Previsión Social, doña Claudia Serrano Madrid y Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y  las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones octogésima cuarta, ordinaria, de 13 de enero del año en curso; octogésima quinta, especial, y octogésima sexta, ordinaria, ambas de 14 de enero 2009, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas (Boletín N° 6.366-09).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso.



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el Seguro Obligatorio de Cesantía e introduce cambios a otras normas legales (Boletín N° 6.036-13).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica (Boletín N° 6.358-05).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia (Boletín N° 6.220-10).


Con los catorce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 5.522-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07).



4.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (Boletín N° 5.324-07).



5.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional para la Cruz Roja Internacional (Boletín N° 5.985-10).


8.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13). 



12.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



13.- Proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).



14.- Proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05) (con urgencia calificada de “suma”).



2.- Proyecto de ley que concede un bono compensatorio para el personal de la Casa de Moneda de Chile y modifica la ley N° 20.309 (Boletín N° 6.375-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasan a la Comisión de Hacienda.



3.- Proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.



De la señora Ministra de Educación, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, relativo a los Contratos Urbanos y Rurales de Control y Monitoreo de la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE).



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a obras que aseguren la conectividad e integración de la comuna de O’Higgins.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, acerca de diversos aspectos relativos al TAG.



Del señor Ministro de Salud, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre asignación de una ambulancia SAMU a la posta de salud de Puyuhuapi y aumento de su dotación.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Girardi, sobre la naturaleza de las obras ejecutadas en la zona de la central Baker 1, y cumplimiento de las exigencias contempladas en la resolución que declaró la admisibilidad del proyecto Hidroaysén.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de información que permita conocer la realidad de la Región de La Araucanía en materia policial.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en que se remitieron los antecedentes relacionados con la causa ejecutiva caratulada “Quillongo López Félix con Fuentes de la Fuente Héctor”, seguida ante el Tercer Juzgado de Letras de Calama.



De la señora Superintendenta de Pensiones, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la difusión de estadísticas relativas a utilidades acumuladas de las AFP.



Del señor Director subrogante del Servicio de Impuestos Internos, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre la denuncia tributaria interpuesta respecto de la adjudicación en remate y posterior venta de acciones de la sociedad anónima cerrada “Sociedad Constructora y de Montajes Industriales Ocegtel S.A.”.



De la señora Tesorera General de la República, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de disponer medidas especiales a favor de los sectores afectados por la crisis de la industria salmonera.



Del señor Director General de Aguas, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de proteger las áreas silvestres y evitar la entrega de derechos de agua en caudales ubicados dentro de parques nacionales.



Del señor Secretario General subrogante de Carabineros de Chile, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al aumento de la dotación policial de la comuna de Victoria.



Del señor Director Regional de Vialidad de la Región de Los Lagos, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a labores de limpieza y encauzamiento del Río Blanco.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que contesta un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Chadwick, Longueira y Zaldívar, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que permita indemnizar a los ex trabajadores de la Empresa Nacional del Carbón que indican (Boletín N° S 1.101-12).



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes


De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el Seguro Obligatorio de Cesantía e introduce cambios a otras normas legales (Boletín N° 6.036-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



Nuevo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (Boletín N° 5.407-05) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de seguridad regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y las Repúblicas de Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y la República Bolivariana de Venezuela (Boletín N° 5.884-10).


-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Girardi, Ávila, Muñoz Barra, Navarro y Ominami, con la que inician un proyecto sobre libre acceso a playas y riberas de mar, lagos y ríos (Boletín N° 6.367-12).



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley sobre delimitación con cercos de los predios destinados a la conservación (Boletín N° 6.376-12).



-- Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Barra, Ominami y Vásquez, mediante el cual solicitan a la Dirección del Trabajo y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones la implementación de un plan de fiscalización de las irregularidades en materia de normativa laboral y de transportes en que incurren las empresas operadoras del Transantiago (Boletín N° S 1.140-12).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a un subsidio adicional destinado a que las personas minusválidas que obtengan el subsidio habitacional puedan cancelar los mayores costos en que deban incurrir para adecuar sus nuevas viviendas a sus necesidades especiales (Boletín N° S 1.141-12).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los Honorables Senadores señores Zaldívar y Larraín, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional (Boletín N° S 1.142-12).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.

- - -



Durante la sesión se da cuenta de las siguientes comunicaciones:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora (Boletín N° 4.740-15) (con urgencia calificada de “simple”), con las enmiendas que señala.



-- Queda para Tabla.

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 (Boletín N° 6.195-04).


-- Por acuerdo unánime de los Comités, vuelve a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Moción



De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Prokurica, Gómez y Núñez, con la que inician un proyecto de ley que autoriza la erección de monumentos en Santiago, en memoria de don Pedro León Gallo Goyenechea (Boletín N° 6.377-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con posterioridad se da cuenta de los siguientes informes:



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales (Boletín N° 5.784-14).



Nuevo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 (Boletín N° 6.195-04).


-- Quedan para Tabla.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



1.1.-Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales (Boletín Nº 5.784-14), hasta las 18 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 



1.2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín Nº 4.248-06), hasta las 18 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



1.3.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que incorpora a la ley Nº 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1978, del Ministerio de Minería (Boletín Nº 6.088-05), hasta las 12 horas del lunes 26 de enero del año en curso, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



2.- Nombrar, por acuerdo unánime de sus miembros, al Honorable Senador señor Jaime Naranjo Ortiz, como representante de esta Corporación en la Comisión Especial encargada de erigir un monumento en memoria de las víctimas del Holocausto, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.312.



3.- Sacar de la Tabla de la Sesión del día de hoy, el proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de gobierno y administración regional, con nuevo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. (Boletín Nº 3.436-07), con el fin de tratarlo en el mes de marzo del presente año.



4.- Devolver a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología el proyecto ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley Nº 20.158 (Boletín Nº 6.195-04).



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 35 del Reglamento del Senado, que se autorice a la Comisión de Vivienda y Urbanismo a sesionar mientras lo hace la Sala, a partir de las 18 horas, con el objeto de evacuar el segundo informe del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, correspondiente al Boletín Nº 5.784-14, respecto del cual los Comités acordaron abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, comos se ha transcrito precedentemente.



Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que perfecciona el Seguro Obligatorio de Cesantía e introduce cambios a otras normas legales, con informe de las Comisiones de 

Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el Seguro Obligatorio de Cesantía e introduce cambios a otras normas legales, correspondiente al Boletín N° 6.036-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutieron este proyecto en general y particular, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata” y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Escalona, Frei, Letelier y Ominami y precisa que tanto la Senadora señora Matthei como los Senadores señores Allamand y Escalona votaron en su calidad de miembros de ambas Comisiones.


El señor Secretario General agrega que, en lo que respecta a la discusión en particular, las Comisiones informantes proponen aprobar el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones, las que también fueron acordadas en forma unánime:

Artículo 1º

Número 5)


En su encabezado, sustituir las palabras “sexto” y “séptimo”, por “séptimo” y “octavo”, respectivamente. 


- Sustituir, en la primera parte del nuevo inciso propuesto, la voz “cuarto” por “quinto”. 

- - -


Intercalar el siguiente numeral 10 bis), nuevo:

“10 bis) Reemplázase, en la primera oración del inciso primero del artículo 20, el vocablo “por cesantía” por la frase siguiente: ”con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía o con cargo al Fondo de Cesantía Solidario”.”. 

Número 15)

Artículo 25 bis

Inciso primero


- Intercalar, entre las palabras “financiar programas” y “para facilitar la reinserción”, la siguiente frase: “de apresto”.


- Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Con todo, los recursos que se destinen a esos programas no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que registre el año anterior.”.

Inciso segundo


- Intercalar, a continuación de la frase “ley N° 19.518;” las siguientes palabras: “las condiciones de carácter objetivo que deberán reunir”.


- Eliminar las comillas (“) finales y el punto (.) final, y agregar el siguiente inciso final, nuevo: 


“Los programas señalados en el inciso primero serán ejecutados por las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley N° 19.518 y por entidades privadas, que cumplan con los requisitos que establezca el Reglamento.”.”. 

Número 20)


Inciso tercero del artículo 37


Agregar, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente oración:


“Dicho estudio deberá considerar un análisis sobre los aportes y usos de los Fondos de Cesantía, diferenciado según se trate de trabajadores con contrato indefinido o con contrato a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado. El estudio actuarial será público.”.

Número 23)

Artículo 42


Intercalar, en la primera oración de este artículo, a continuación de la frase “supere la rentabilidad real”, la expresión “respectiva”. 

Número 30)

Articulo 58 H


 Sustituir, en la enumeración de sus numerales, el dígito “6)” por “5)”. 

- - -


Intercalar el siguiente numeral 31) bis, nuevo:


“31 bis) Sustitúyese, en el encabezado del Título II, la palabra “FINALES” por “GENERALES”.”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 32)

Artículo 63

Inciso final


- Reemplazar la segunda conjunción “y” por una coma (,).


- Intercalar, a continuación de las palabras “otros servicios públicos”, la frase “y las entidades privadas que ejecuten los programas señalados en el artículo 25 bis,”. 

Artículo 65


Agregar, a continuación del punto (.) final, comillas (“) y punto (.).
- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo noveno


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo noveno.- El primer decreto a que se refiere el inciso primero del artículo 25 bis de la ley N° 19.728, se podrá dictar en cualquier mes del año de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, para el financiamiento de los programas de ese año.


El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá realizar evaluaciones externas de los programas a que se refiere el artículo 25 bis de la ley N° 19.728, dentro de los tres primeros años de implementación de esos programas. Dichas evaluaciones deberán comparar a una muestra representativa de todos los beneficiarios de los mencionados programas con un grupo de control.”. 

El señor Secretario General hace presente, finalmente, que los números 2) al 10 bis); 12) a 14); 16), 26), 27) y 30) del artículo 1º; los artículos 2º, permanente y  los artículos primero, segundo y octavo transitorios, tienen el carácter de normas de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el número 18 del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión general y particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señoras Matthei y Alvear; señores Allamand, Muñoz Barra, Larraín, Letelier y Ominami; a la señora Ministra del Trabajo y de Previsión Social y a los Honorables Senadores señores Vásquez, Naranjo, García y Navarro.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular el proyecto, es aprobado por 36 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.728, que estableció el Seguro Obligatorio de Cesantía:


1) Derógase el artículo 3°.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


a) Agrégase en la letra a) de su inciso primero, a continuación de la palabra “trabajador”, lo siguiente: “con contrato de duración indefinida”.


b) Intercálase en la letra b) de su inciso primero a continuación de las palabras “remuneraciones imponibles,” la frase siguiente: “en el caso de los trabajadores con contrato de duración indefinida y un 3% de las remuneraciones imponibles para los trabajadores con contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado. Ambos,”.


c) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Con todo, si el contrato a plazo fijo se hubiere trasformado en contrato de duración indefinida, el trabajador quedará afecto a la cotización prevista en la letra a) y el empleador a la establecida en la letra b) de este artículo para los contratos de duración indefinida, a contar de la fecha en que se hubiere producido tal transformación, o a contar del día siguiente al vencimiento del período de quince meses a que alude el N°4 del artículo 159 del Código del Trabajo, según corresponda.”.


d) Reemplazase en su inciso final la expresión “quince” por la palabra “diez” y sustitúyese en la misma frase, el punto (.) por una coma (,) agregándose la siguiente frase “el que aumentará en tres días en los casos en que esta comunicación se efectúe por vía electrónica.”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:


a) Agrégase a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Dicho tope se reajustará anualmente de acuerdo a la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas o el Índice que lo sustituya, entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del año precedente al que comenzará a aplicarse el reajuste. El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día de cada año.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionado sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en Unidades de Fomento y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero.”.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de la remuneración imponible del trabajador” por la siguiente: “y 2,8%, de la remuneración imponible del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.


b) Agrégase el siguiente párrafo final a su inciso segundo: “No obstante, la cotización de cargo del empleador destinada al Fondo de Cesantía Solidario, deberá enterarse mientras se mantenga vigente la relación laboral.”.


5) Intercálase el siguiente inciso séptimo nuevo al artículo 10, pasando el actual a ser inciso octavo: 


“En caso de no realizar la declaración a que se refiere el inciso quinto dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Sociedad Administradora la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones del trabajador, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, la Sociedad Administradora deberá agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos de este artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del artículo 11, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.


6) Introdúcense en el artículo 12 las modificaciones siguientes:


a) Suprímese en su letra a) la frase “, con excepción de las causales N° 4 ó N° 5 del artículo 159 del mismo Código.”.


b) Intercálase en la letra b), entre las palabras “Que” y “registre” la frase siguiente: “el trabajador con contrato indefinido”.


c) Agréganse las siguientes letras c) y d) nuevas: 


“c) En el caso del trabajador con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, deberá registrar en la Cuenta Individual por Cesantía un mínimo de 6 cotizaciones mensuales continuas o discontinuas, desde su afiliación al Seguro o desde la fecha en que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, y “.


d) Encontrarse cesante al momento de la solicitud de la prestación.”.


7) Suprímense en el artículo 14 las expresiones “y 4” y la coma (,) que sigue al número “1”. Además intercálase entre los números “1” y “2” la conjunción “y”.


8) Reemplázanse en el artículo 15, los incisos primero al quinto por los siguientes:


“Establécese la siguiente modalidad de retiro de fondos de la Cuenta Individual por Cesantía:


Tratándose de trabajadores que cesan su relación laboral por alguna de las causales señaladas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 y en el artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a realizar tantos giros mensuales de su Cuenta Individual por Cesantía como su saldo de dicha Cuenta les permita financiar, de acuerdo a los porcentajes expresados en la segunda columna de la tabla establecida en el inciso siguiente. 


El monto de la prestación por cesantía durante los meses que se indican en la primera columna, corresponderá al porcentaje indicado en la segunda columna, que se refiere al promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador en los últimos 12 meses, en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral para aquellos que se encuentren contratados con duración indefinida. Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado se considerará el promedio de las remuneraciones devengadas por él en los últimos 6 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.
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El último mes de prestación a que tenga derecho el trabajador podrá ser inferior al porcentaje indicado en la tabla precedente y corresponderá al saldo pendiente de la Cuenta Individual por Cesantía.”.


9) Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente: 


“Artículo 16.- El goce del beneficio contemplado en los artículos 14 y 15, se interrumpirá cada vez que se pierda la condición de cesante antes de agotarse la totalidad de los giros a que tenga derecho.


Aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación laboral mantengan otra vigente, y aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación de trabajo, sean contratados en un nuevo empleo antes de agotarse la totalidad de los giros de su Cuenta Individual por Cesantía a que tengan derecho, tendrán las siguientes opciones:


a) Retirar el monto correspondiente a la prestación a que hubiese tenido derecho en ese mes, en el caso de haber permanecido cesante.


b) Mantener dicho saldo en la cuenta.


En ambos casos, el trabajador mantendrá para un próximo período de cesantía el saldo no utilizado en su cuenta. El saldo mantenido en la respectiva Cuenta Individual por Cesantía, incrementado con las posteriores cotizaciones, será la nueva base de cálculo de la prestación.”.


10) Agréganse en el artículo 19 los siguientes incisos segundo y tercero nuevos: 


“Los trabajadores que se encuentren tramitando su solicitud de pensión podrán traspasar parte o el total del saldo de su Cuenta Individual por Cesantía a su cuenta de capitalización individual que mantenga en una Administradora del Fondos de Pensiones, con el objeto de aumentar el capital para financiar su pensión. En este caso, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, los recursos transferidos deberán ser registrados separadamente por la Administradora de Fondos de Pensiones con objeto de rebajar el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a la pensión representen los recursos transferidos.


La Sociedad Administradora deberá informar al Servicio de Impuestos Internos los traspasos de los fondos que se efectúen de conformidad al inciso anterior, en la forma y plazo que determine dicho Servicio.”.


10 bis) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 20, la expresión “por cesantía” por la frase “con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía o al Fondo de Cesantía Solidario”.


11) Derógase el Párrafo 4°, con sus artículos 21 y 22. 


12) Reemplázase en el artículo 23, la frase “0,8% de las remuneraciones imponibles” por la siguiente: “0,8% y 0,2% de las remuneraciones imponibles del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.


13) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 24 por las siguientes: 


“a) Registrar 12 cotizaciones mensuales en el Fondo de Cesantía Solidario desde su afiliación al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, en los últimos 24 meses anteriores contados al mes del término del contrato. Sin embargo, las tres últimas cotizaciones realizadas deben ser continuas y con el mismo empleador.


b) Que el contrato de trabajo termine por alguna de las causales previstas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 o del artículo 161, ambos del Código del Trabajo.”.


14) Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase en su inciso primero el vocablo “despido” por la expresión “término de la relación laboral”, y reemplázase la tabla contenida en él por la siguiente:
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b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales a ser quinto, sexto y séptimo: 


“En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, la prestación por cesantía a que se refiere este artículo se extenderá hasta el segundo mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto en la tabla establecida en el inciso anterior.


Aquellos beneficiarios que estén percibiendo el quinto giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario tendrán derecho a un sexto y séptimo giro de prestación, cada vez que la tasa nacional de desempleo publicada por el Instituto Nacional de Estadísticas exceda en 1 punto porcentual el promedio de dicha tasa, correspondiente a los cuatro años anteriores publicados por ese Instituto, que se pagará de acuerdo a la siguiente tabla:


[image: image3.emf]MESES  PORCENTAJE  PROM E DIO  REMUN E RACIÓN  ÚLTIMOS 12  MESES  VALOR  SUPERIOR  VALOR  INFERIOR   SEXTO  25%  $95.000. -  $40.000. -   SÉPTIMO  25%  $95.000. -  $40.000. -    



En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, cuando se presenten las condiciones de desempleo señaladas en el inciso anterior y se encuentren percibiendo el segundo giro, tendrán derecho a un tercer y cuarto giro, con un beneficio igual al correspondiente al sexto y séptimo mes que señala la tabla del inciso tercero de este artículo, respectivamente.”.


c) Modifícase el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso quinto, de la siguiente forma:


“i) Reemplázanse las palabras “el inciso anterior”, por las siguientes: “los incisos primero y tercero”.


ii) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Además, dichos valores inferiores y superiores se reajustarán en la misma oportunidad antes indicada, en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior, el Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el mencionado Instituto. Dichos valores serán reajustados por el índice de remuneraciones antes indicado, siempre que su variación sea positiva.”.”.


15) Agrégase el siguiente artículo 25 bis nuevo:


“Artículo 25 bis.- El Fondo de Cesantía Solidario podrá financiar programas de apresto para facilitar la reinserción laboral de los cesantes que se encuentren percibiendo las prestaciones señaladas en el artículo anterior y que tengan un bajo índice de empleabilidad. El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará y fiscalizará los mencionados programas financiados con dicho Fondo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario. En el mes de enero de cada año, a través de un decreto “Por orden del Presidente de la República” expedido por el Ministerio de Hacienda y que además deberá ser suscrito por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, se fijarán las prestaciones que se otorgarán y el monto total de recursos que el mencionado Fondo podrá destinar para financiar las prestaciones antes señaladas que se otorguen en ese año, considerando la sustentabilidad de dicho Fondo. Con todo, los recursos que se destinen a esos programas no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que registre el año anterior.


Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los requisitos que deberán cumplir los beneficiarios antes señalados para cada programa y la forma de acreditarlos; los procedimientos de concesión de los beneficios; los criterios de elegibilidad de los beneficiarios de los programas; las causales de término de los beneficios; el procedimiento de información a la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía sobre la evaluación de los programas; las compatibilidades e incompatibilidades con los beneficios que contempla la ley N° 19.518; las condiciones de carácter objetivo que deberán reunir él o los instrumentos técnicos que determinarán el índice de empleabilidad, el cual considerará, entre otros, la vulnerabilidad laboral, y las demás normas que sean necesarias para la ejecución de los programas.


Los programas señalados en el inciso primero serán ejecutados por las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley N° 19.518 y por entidades privadas, que cumplan con los requisitos que establezca el reglamento.”.


16) Agrégase en el artículo 28 el siguiente inciso tercero nuevo: “Asimismo, no habrá derecho a las prestaciones de este párrafo o cesarán las concedidas, si el cesante no se inscribiera en la Bolsa Nacional de Empleo.”.


17) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 30, el siguiente párrafo: “Las referidas comisiones estarán exentas del impuesto al valor agregado, establecido en el Título II del decreto  ley N° 825, de 1974.”.


18) Agrégase, en la frase final del inciso segundo del artículo 34, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y para la realización de estudios de carácter técnico por parte de la Superintendencia.”.


19) Agréganse los siguientes artículos, a continuación del actual artículo 34:


“Artículo 34 A.- Para el desarrollo de los estudios de carácter técnico del artículo anterior, la Superintendencia podrá requerir la información de la Base de Datos a que se refiere dicho artículo que fuere necesaria para el cumplimiento de los objetivos establecidos en él y con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia, pudiendo realizar el tratamiento de datos personales que esta Base contenga.


El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus funciones sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.


Artículo 34 B.- Las Subsecretarías de Hacienda y del Trabajo y la Dirección de Presupuestos, estarán facultados para exigir los datos personales contenidos en la Base de Datos a que se refiere el artículo 34 y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios.


Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. Asimismo, le serán aplicadas las sanciones establecidas en el inciso sexto del artículo 34 de la presente ley.


Artículo 34 C.- La Superintendencia de Pensiones elaborará una muestra representativa de la Base de Datos del artículo 34, previo proceso de disociación de ésta de acuerdo a lo establecido en le ley N° 19.628, la cual será puesta a disposición de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, tales como universidades y centros de investigación, entre otros, para la realización de investigación y estudios, de acuerdo al procedimiento establecido por dicha Superintendencia. Para la elaboración de dicha muestra la Superintendencia deberá incorporar las propuestas que al efecto realice un comité técnico constituido por un representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante de la Superintendencia de Pensiones, un representante de la asociación gremial de economistas que según su número de afiliados posea mayor representatividad y el Presidente de la Comisión de Usuarios. Con todo, las personas antes indicadas, que requieran antecedentes no contenidos en la muestra, podrán solicitar al mencionado Comité información adicional quien la autorizará previa evaluación de las características de la investigación o estudio que realizará el solicitante.”.


20) Reemplázase el inciso tercero del artículo 37 por el siguiente:


“La Superintendencia de Pensiones y la Dirección de Presupuestos deberán realizar cada tres años un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Seguro de Cesantía, en especial del Fondo de Cesantía Solidario. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación a las prestaciones otorgadas por este seguro, exceptuando el reajuste contemplado en el artículo 25 de la presente ley. Dicho estudio deberá considerar un análisis sobre los aportes y usos de los Fondos de Cesantía, diferenciado según se trate de trabajadores con contrato indefinido o con contrato a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado. El estudio actuarial será público.”.


21) Reemplázase el inciso tercero del artículo 40 por el siguiente: 


“Los recursos que componen los Fondos de Cesantía podrán entregarse en garantía a bancos y cámaras de compensación por operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley Nº 3.500, de 1980.”.


22) Reemplázase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Las inversiones que se efectúen con recursos de los Fondos de Cesantía y Fondo de Cesantía Solidario tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad de conformidad a las disposiciones establecidas en el Párrafo 9° del Título I de la presente ley.”.


23) Reemplázase el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.- Cada mes que la rentabilidad real de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, de los últimos seis meses, supere la rentabilidad real respectiva que determine el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía conforme a lo dispuesto en el artículo 58 E, observando al efecto el rango entre el percentil 80 y 90 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, señalada en el párrafo 9° del Título I de esta ley, la comisión cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, incrementada en un diez por ciento. En todo caso, el aludido incremento no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.


Por su parte, en cada mes en que la rentabilidad real determinada por el citado Régimen, observando al efecto el rango entre el percentil 20 y 10 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, la comisión cobrada será la comisión base ya referida, reducida en un diez por ciento. En todo caso, esta disminución no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.


Cada vez que se inicie un nuevo contrato de administración, el cálculo de la rentabilidad se efectuará a contar del sexto mes de operación de la nueva administración y siempre que este período no sea inferior a tres meses. 


El mencionado Régimen definirá la metodología de los cálculos aludidos en los incisos anteriores.”.


24) Reemplázase en el artículo 46, la expresión “oficina de información laboral de la municipalidad que corresponda o se encuentre más próxima a su domicilio” por la expresión “a la Bolsa Nacional de Empleo a que se refiere el Título III de la presente ley.”.


25) Reemplázase en el último párrafo del artículo 48 el número “11” por el número “10”. 


26) Reemplázase en el inciso primero del artículo 51, el vocablo “o” por una coma (,) y sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “Acta de Conciliación o Avenimiento o Acta de Comparecencia ante la Inspección del Trabajo respectiva, sentencia judicial ejecutoriada o carta de renuncia ratificada por el trabajador ante alguno de los ministros de fe que establece el artículo 177 del Código del Trabajo.”.


27) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 52, el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “en tanto mantenga su condición de cesante.”.


28) Agrégase en el artículo 56 el siguiente inciso final nuevo: 


“La Comisión estará facultada para conocer y ser informada por la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo sobre el funcionamiento de la referida Bolsa.”.


29) Agrégase en el artículo 58, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Además, dicho informe deberá contener una evaluación del funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo. También, el informe podrá contener recomendaciones sobre el funcionamiento y ejecución de los programas de reinserción financiados de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 bis.”.


30) Agrégase el siguiente Párrafo 9°, e incorpóranse los siguientes artículos 58A al 58K: 


“Párrafo 9° De la Inversión de los Fondos de Cesantía y de Cesantía Solidario


Artículo 58A.- Los recursos del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario se invertirán en los instrumentos financieros, operaciones y contratos que el artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, autoriza para los Fondos de Pensiones y en contratos de promesas de suscripción y pago, de cuotas de fondos de inversión a que hace referencia el inciso sexto del artículo 48 del citado decreto ley.


Artículo 58B.- Las inversiones con recursos de los Fondos de Cesantía deberán sujetarse a los límites máximos que establezca el Banco Central de Chile, dentro de los rangos que se indican en los números siguientes. Las facultades que por esta ley se confieren al Banco Central de Chile, serán ejercidas por éste, previo informe de la Superintendencia. 


1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, no podrá ser inferior al 50% ni superior al 80% del valor del Fondo de Cesantía y al 35% y 70% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 


2) El límite máximo para la suma de las inversiones en títulos extranjeros no podrá ser inferior a un 30% ni superior a un 80% del valor del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente.


Se entenderá por inversión en el extranjero aquella a la que alude el párrafo tercero del número 2), del inciso decimoctavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 


3) El límite máximo para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrá mantener la Sociedad Administradora no podrá ser inferior al 10% ni superior al 15% del Fondo de Cesantía y al 25% y 35% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 


4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso segundo del artículo 58C de la presente ley y en las letras e), f), g), i) y k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo de Cesantía Solidario. Tratándose del Fondo de Cesantía, el límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos antes señalados, no podrá superar el 5% del valor del Fondo. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h) y los instrumentos de las letras j) y k) cuando sean representativos de capital, señalados en el inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el artículo 48, ambos del decreto ley N° 3.500, de 1980, será de un 5% y 30% del valor de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, respectivamente. Se excluirá para el cálculo de este límite la inversión en títulos representativos de índices de los instrumentos de la letra j), las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), del mencionado artículo 45, cuando sus carteras de inversiones se encuentren constituidas preferentemente por títulos de deuda.


Los Fondos de Cesantía podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y títulos de deuda de la letra j), señalados en el inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105 del citado cuerpo legal, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas; y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas de fondos de inversión y de fondos mutuos señalados en la letra h), y títulos representativos de capital de la letra j), que estén aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo a que se refiere el artículo 99 del mencionado decreto ley. De igual forma podrán adquirir instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia de Pensiones y cuando ésta lo requiera, por la Comisión Clasificadora de Riesgo. 


Las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980 podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando el emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 


Los Fondos de Cesantía podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), y j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos tercero y cuarto, precedentes, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos. 


Artículo 58C.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer otros límites máximos en función del valor de los Fondos de Cesantía, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Entre otros, corresponderá al Régimen de Inversión establecer límites máximos respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1) al 9) siguientes:


1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105 de dicho decreto ley, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 


2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo; 


3) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 58B y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h) del citado artículo 45, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


4) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del citado artículo, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez; 


5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión; 


6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 


7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980;


8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, observando las disposiciones que sobre esta materia contempla dicho cuerpo legal;


9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes a los Fondos de Cesantía, a que se refieren las letras j) y m) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 58D.- Los límites establecidos en el artículo 47 del decreto ley N° 3.500, de 1980, relativos a inversión por emisor, serán aplicables en los mismos términos a las inversiones que efectúen los Fondos de Cesantía. Sin embargo, aquellos límites que corresponda fijar al Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones, respecto de los Fondos de Cesantía, serán establecidos en su Régimen de Inversión, teniendo en cuenta al efecto, las clasificaciones y características mencionadas en el citado artículo 47. 


El Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer las mismas normas regulatorias consignadas en el decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de los fondos de pensiones. 


Artículo 58E.- La Superintendencia de Pensiones establecerá mediante resolución un Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, previo informe del Consejo Técnico de Inversiones regulado en el Título XVI del decreto  ley N° 3.500, de 1980. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo, en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda. 


En lo no previsto por el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, se estará a lo que disponga el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones.


En el Régimen de Inversión también se establecerán carteras de inversión referenciales para los Fondos de Cesantía, para cuya elaboración se deberá atender a las siguientes consideraciones:


1) Que las carteras referenciales reflejen criterios de inversión concordantes con los objetivos de protección del Seguro; 


2) Que dichas carteras sean susceptibles de ser replicadas.


3) Que dichas carteras contemplen criterios de estabilidad de las inversiones.


4) Que la información que sustenta las carteras de referencia sea de acceso público y no pueda ser alterada ni manipulada.


5) Que contemple criterios de diversificación en su conformación, respecto de a lo menos, emisores, naturaleza de instrumentos y mercados.


La Superintendencia podrá revisar la composición de las carteras de inversión referenciales cada 36 meses y someterla a la consideración del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el artículo 58H, si los numerales del inciso anterior experimentan variaciones significativas.


Artículo 58F.‑ La Sociedad Administradora deberá contar con políticas de inversión y de solución de conflictos de interés para los Fondos de Cesantía observando lo dispuesto en el artículo 50 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 58G.- El Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Cesantía en función de la medición del riesgo de su cartera de inversión. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que la Sociedad Administradora efectúe la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para los Fondos de Cesantía. Esta norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.


Artículo 58H.- El Consejo Técnico de Inversiones para los Fondos de Cesantía será el mismo Consejo contemplado en el artículo 167 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de las inversiones de los Fondos de Cesantía.


Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes atribuciones y funciones:


1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía a que se refiere el artículo 58 C de la presente ley y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho Régimen;


2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Cesantía contenidas en el Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Cesantía, la composición de las carteras de inversión referenciales, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, que efectúen los Fondos de Cesantía; 


3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones para los Fondos de Cesantía en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario, o cuando así lo solicite la Superintendencia;


4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas a inversiones de los Fondos de Cesantía que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social; y


5) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Cesantía. 


Artículo 58I.- Los integrantes del Consejo Técnico de Inversiones percibirán una dieta adicional en pesos equivalentes a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, cuando el Consejo deba tratar en dicha sesión, materias relacionadas exclusivamente con los Fondos de Cesantía. 


Artículo 58J.- La Sociedad Administradora deberá concurrir a las juntas de accionistas de las sociedades señaladas en la letra g), a las juntas de tenedores de bonos de las letras e) y f) y a las asambleas de aportantes de los fondos de inversión señalados en la letra h) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, cuyas acciones, bonos o cuotas hayan sido adquiridos con recursos del Fondo de Cesantía respectivo, representada por mandatarios designados por su directorio, aplicándosele al efecto a la Sociedad Administradora, todas las disposiciones que sobre la materia se contemplan en el decreto ley N° 3.500, de 1980. 


Artículo 58K.- La Sociedad Administradora deberá observar las disposiciones del Título XIV denominado De la Regulación de Conflictos de Intereses, del decreto  ley N° 3.500, de 1980.”.


31) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 


“Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en esta ley, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “para el dueño de la obra, empresa o faena en el artículo 64 bis” por la expresión “artículo 183C.” 


31 bis) Sustitúyese, en el epígrafe del Título II, la palabra “Finales” por “Generales”.


32) Incorpórase el siguiente Título III nuevo:

“Título III

Del Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo”


Artículo 61.- Créanse el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, a cargo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyos objetivos serán aumentar la empleabilidad y facilitar la reinserción laboral de los trabajadores cesantes afiliados al Seguro de Cesantía.


Artículo 62.- El Sistema de Información Laboral entregará información sobre el mercado laboral y será administrado por la Subsecretaría del Trabajo. 


Artículo 63.- La Bolsa Nacional de Empleo será un instrumento destinado a facilitar la búsqueda y el ofrecimiento de vacantes de empleo para los trabajadores cesantes afiliados al Seguro. 


Los trabajadores cesantes afiliados al Seguro que se inscriban en la Bolsa Nacional de Empleo podrán ofrecer la prestación de servicios laborales y acceder a la base de datos de vacantes de trabajo. A su vez, los empleadores que se registren en la mencionada Bolsa podrán ofrecer vacantes de trabajo y buscar trabajadores para dichos puestos de trabajo.


El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá comunicar las oportunidades de capacitación y de trabajos disponibles a los beneficiarios del Fondo de Cesantía Solidario y a aquellos que dejaron de percibir las prestaciones del artículo 25 que se mantengan cesantes, según el orden de prioridad que establezca el índice de empleabilidad, elaborado por la Subsecretaría del Trabajo. 


El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá mantener una base de datos de los trabajadores sujetos al seguro, con los registros necesarios para la operación de la mencionada Bolsa que incluirá el registro general de información del trabajador, el índice de empleabilidad del trabajador mencionado en el inciso anterior, el registro de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo y los demás que determine la Subsecretaría del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley Nº 19.518, otros servicios públicos y las entidades privadas que ejecuten los programas señalados en el artículo 25 bis, podrán acceder a las bases de datos del administrador de la Bolsa Nacional de Empleo para el ejercicio de sus funciones.


Artículo 64.- La administración de la Bolsa Nacional de Empleo será adjudicada mediante una licitación pública. La licitación y la adjudicación del servicio se realizarán por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución de cargo del Fondo de Cesantía Solidario. 


Extinguido el contrato de administración de la Bolsa Nacional de Empleo por las causas establecidas en las bases de licitación, la entidad que estuviere prestando el servicio que ella otorga, deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién esta determine, dicha Bolsa y las bases de datos que forman parte de ella, permitiendo la continuidad del servicio.


El que, durante el período de vigencia del contrato señalado en el inciso anterior o con posterioridad a él, haga uso de la información incluida en la Bolsa Nacional de Empleo para un fin distinto al establecido en este artículo, será sancionado con las penas que se establecen en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de las demás sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.


La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo que durante el traspaso de la concesión provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado de conformidad a lo que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.


La supervigilancia, control y fiscalización de la entidad que administre la Bolsa Nacional de Empleo corresponderá al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario.


Artículo 65. Las Oficinas de Información Laboral para el ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 78 de la ley N° 19.518 deberán utilizar la información que otorgue la Bolsa Nacional de Empleo.”.


Artículo 2º.- Intercálase en el artículo 34 del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a continuación de la expresión “1980,”, la frase “y a los trabajadores señalados en el inciso segundo del artículo 20 de la ley N° 19.728”, y agrégase a continuación de la expresión “y las Administradoras de Fondos de Pensiones respectivas,” la frase “como también por la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía,”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones que los artículos 1° y 2° de la presente ley introducen en la ley N° 19.728 y en el decreto con fuerza de ley. N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, salvo las excepciones que más adelante se indican, entrarán en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Las solicitudes de beneficio que se encuentren en tramitación a la entrada en vigencia señalada en el inciso anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación.


Artículo segundo.- El primer reajuste de los valores superiores e inferiores señalados por la presente ley para las tablas contempladas en el artículo 25, se efectuará el 1 de febrero del año 2010 en la variación que hayan experimentado los índices de remuneraciones reales y de precios al consumidor, determinados por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el lapso comprendido entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre del año 2009.


Artículo tercero.- Las modificaciones que los números 22) y 30) del artículo 1° de esta ley le introducen a la ley N° 19.728, entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente al del inicio del nuevo contrato de administración del Seguro de Cesantía. No obstante, si la actual sociedad administradora del Seguro de Cesantía conviene en la suscripción de una modificación al Título IX del contrato de administración que la rige, dichas modificaciones entrarán en vigencia, a contar del primer día del mes siguiente a que dicha modificación sea totalmente tramitada. Con todo dicho plazo no podrá ser inferior al primer día del séptimo mes de publicada esta ley. 


Las modificaciones relativas al Consejo Técnico de Inversiones entrarán en vigencia el primer día del segundo mes siguiente a la fecha de publicada esta ley en el Diario Oficial, y los nuevos artículos 58F, 58J y 58K incorporados por el párrafo 9° agregado por el número 30) del artículo 1° entrarán en vigencia a la fecha de publicación de la presente ley en el mencionado diario.


Artículo cuarto.- Las modificaciones que el número 23) del artículo 1° de esta ley introduce en la ley N° 19.728, entrarán en vigencia a contar del primer día del décimo noveno mes siguiente a la entrada en vigencia de las modificaciones de los números 22) y 30) del artículo 1°, referidas en el inciso primero del artículo tercero precedente. En este caso, durante los dieciocho meses precedentes a la entrada en vigencia de las modificaciones del número 23) del artículo 1° antes referido, no se aplicarán los incrementos y disminuciones a que se refiere el actual artículo 42 de la ley N° 19.728.


Artículo quinto.- Durante los doce primeros meses de vigencia de las modificaciones introducidas por el número 30) del artículo 1° de la presente ley, la Sociedad Administradora del Seguro de Cesantía podrá efectuar transferencias de instrumentos entre Fondos, sin recurrir a los mercados formales. Las transferencias tendrán lugar a los precios que se determinen según lo señalado en el artículo 35 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.


Artículo sexto.- La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 58E del Párrafo 9° del Título I de la ley N° 19.728, incorporado por el número 30) del artículo 1° de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los contemplados en los artículos 45 y 47 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, para el Fondo de Pensiones Tipo E.


Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de las modificaciones que el número 30) del artículo 1° de esta ley introduce a la ley N° 19.728, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Sociedad Administradora.


Artículo octavo.- El nuevo Título III que la presente ley introduce en la ley Nº 19.728 entrará en vigencia a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Lo dispuesto en el inciso tercero nuevo del artículo 28 y las modificaciones al artículo 46, ambos de la ley Nº 19.728, entrarán en vigencia a partir de la fecha en que la Bolsa Nacional de Empleo entre en funcionamiento.


Para aquellos que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo, se encuentren percibiendo prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario tendrán un plazo de 30 días para inscribirse en dicha Bolsa. Transcurrido ese plazo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 28.


Artículo noveno.- El primer decreto a que se refiere el inciso primero del artículo 25 bis de la ley N° 19.728, que se introduce en virtud de la presente ley, se podrá dictar en cualquier mes del año de la publicación de ésta en el Diario Oficial, para el financiamiento de los programas de ese año.


El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá realizar evaluaciones externas de los programas a que se refiere el citado artículo 25 bis, dentro de los tres primeros años de implementación de esos programas. Dichas evaluaciones deberán comparar a una muestra representativa de todos los beneficiarios de los mencionados programas con un grupo de control.


Artículo décimo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.

- - - 



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita que el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, correspondiente al Boletín N° 5.784-14, que cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, del cual se ha dado cuenta en esta sesión, sea incluido en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que, del mismo modo, se incluya en dicha Tabla el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, correspondiente al Boletín N° 4.740-15.



En relación con esta materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro y Romero.



A continuación, el señor Presidente señala que este proyecto de ley se incluirá en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, correspondiente al Boletín N° 6.195-04, que cuenta con un informe y con un nuevo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, iniciativa que fue rechazada por esa instancia por adolecer de un vicio de inconstitucionalidad, toda vez se inició en una Moción de diputados no obstante tratarse de una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, por lo que hace presente la necesidad de que se discuta ese proyecto en el día de mañana, acogiendo lo que se ha propuesto por esa Comisión.



En relación con esta materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien solicita que se incluya en la Tabla de Fácil Despacho del día de mañana el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización, correspondiente al Boletín N° 5.013-11 y que se encuentra en el cuarto lugar de la Tabla del día de hoy, por lo que, con toda probabilidad, no se alcanzará a discutir en esta sesión.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, quien solicita que el proyecto de ley que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales, correspondiente al Boletín N° 5.987-04 y que cuenta con un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se encuentra en el sexto lugar del Orden del Día de esta sesión, pudiera ser incluido en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, o bien, sea analizada de inmediato.



Consultada la opinión de la Sala, no hay acuerdo, por oposición del Honorable Senador señor Longueira.
- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

TIEMPO DE VOTACIONES
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Ávila, mediante el cual solicitan al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación instruir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Planificación que elaboren una propuesta de asignación y ejecución de los presupuestos regionales que permita mayor 

eficiencia en la ejecución presupuestaria.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Ávila, correspondiente al Boletín Nº S 1.083-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Sabag y Zaldívar.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en el contexto de los debates acerca del presupuesto de la Nación, se ha abierto una pugna entre impulsores de un mayor gasto y aquellos que llaman a la moderación. Sin embargo, lo que parece más necesario es que el debate sobre inversión pública incorpore nuevos procedimientos y miradas regionales para asegurar que no sólo haya más recursos disponibles, sino que se ocupen eficientemente;
2. Que, lo anterior, es relevante en función de la irregular ejecución presupuestaria de los Gobiernos Regionales. Si bien se puede pensar que esto se vincula con una mala administración, una reflexión más detenida relaciona el problema con la mala calidad de la cartera de proyectos que se presenta cada año, de modo que sean rentables socialmente y coloquen una mayor presión al gasto público;
3. Que en la calidad de esta cartera incidirían la existencia de proyectos mal formulados por las unidades técnicas, sean municipios o servicios públicos, y el hecho que en la discusión presupuestaria de las iniciativas en los Gobiernos y Consejos Regionales se aprueben "marcos presupuestarios" y no un listado de proyectos, por lo que las personas encargadas de su elaboración no tienen plazos ciertos respecto del momento en que los tendrán recomendados;
4. Que parece necesario revisar las metodologías de evaluación y criterios de corte, por ejemplo, en lo que concierne al monto del subsidio para los proyectos de electrificación rural. Como los niveles de cobertura de este servicio son altos, los déficit existentes se dan en las localidades más lejanas y menos concentradas, es decir, los más caros y menos rentables para las empresas ejecutoras. Por ello es que, en muchos casos, se deben declarar desiertas las licitaciones. Esto ocurre también con proyectos de agua potable rural, lo que exige discutir cuánto estamos dispuestos a invertir para que esas familias -las más necesitadas- accedan a los servicios;
5. Que, por otro lado, a los Gobiernos Regionales se les han transferido nuevos recursos y atribuciones, sin mejorar la dotación de medios y recursos humanos necesarios para asumir de buena manera esa labor. A su vez, el sistema nacional de inversiones se ha tornado más rígido por causas administrativas, que tampoco ayudan a contar con una buena cartera de proyectos. Las diversas etapas del proceso de selección, en los hechos, terminan confundiendo y complicando a las unidades que formulan los proyectos;
6. Que si bien el sistema nacional de inversiones debe preocuparse de la calidad y la rentabilidad social de los proyectos, para una mejor evaluación se debe eliminar la burocracia y simplificar el proceso. Hay que hacer una reingeniería en este tema. Para avanzar debiera considerarse, por ejemplo, que se traspasen a gasto corriente de los Gobiernos Regionales todas las líneas de proyectos de mantención, como aguas lluvias o vías urbanas, de manera que las respuestas sean más rápidas y autónomas, y
7. Que se podría intensificar y agilizar la ejecución de los programas de mejoramiento urbano disponiendo de recursos del FNDR (como en algunas Regiones), y permitir un mayor nivel de decisión regional en el uso de recursos para educación, ciencia y tecnología, apoyo a microempresas y pequeña producción. 


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a la señora Ministra de Planificación y al señor Ministro del Interior para que dispongan que las Secretarías Regionales Ministeriales de Planificación y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente, elaboren una propuesta de reingeniería de los mecanismos de asignación y ejecución de los presupuestos regionales, en especial los que corresponden al FNDR y a aquellos de decisión regional, a fin de propender a la eficiencia de la ejecución presupuestaria.”. 

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Flores, García, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República el otorgamiento de un bono de fiscalización y cursos de capacitación para los funcionarios de los servicios administrativos de 

los Gobiernos Regionales.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Flores, García, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide, correspondiente al Boletín Nº S 1.099-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor y una abstención.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales fueron creados en virtud de la ley N° 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional, para la ejecución de iniciativas de desarrollo financiadas por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), con decisión regional, esto es, priorizadas por el Intendente Regional y aprobadas por los Consejos Regionales respectivos;
2. Que a dichos servicios se les dotó inicialmente de una planta menguada de funcionarios, los que hasta la fecha han cumplido con gran esfuerzo la tarea encomendada;
3. Que durante los gobiernos de los ex Presidentes señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos Escobar, se intentó dar pasos hacia una mayor descentralización, mediante el mayor traspaso de recursos de inversión pública de decisión regional, pasando de 21% a 42 %, durante el gobierno del ex Presidente Frei, y de 42% a 50 %, en el del ex Presidente Lagos. Recayó en los funcionarios de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales la responsabilidad de llevar adelante los procesos administrativos, técnicos y políticos para ejecutar estas iniciativas con mayores recursos de inversión;
4. Que la inversión de recursos por parte de los Gobiernos Regionales está sujeta -a diferencia de otros servicios públicos- a un exigente control, tanto ciudadano como político e institucional, por lo que los procesos técnicos deben ser llevados con la máxima diligencia y con alto grado de cuidado y eficiencia. Se suma el permanente control del gasto de estos recursos que efectúan los ministerios de Hacienda e Interior, los que entregan mensual y públicamente el porcentual de lo gastado del FNDR. Esta situación no se replica en el resto de la institucionalidad pública y presiona permanentemente la actuación de los funcionarios;
5. Que el actual Gobierno tiene, entre sus objetivos, lograr una mayor descentralización de nuestro país;
6. Que dicha finalidad pretende traspasar mayores competencias a los Gobiernos Regionales. Así, ya se traspasó la competencia de planificación y se encuentra en tramitación legislativa el traspaso de las competencias de fomento productivo y de ordenamiento territorial;
7. Que este panorama de competencias y de responsabilidades de los Gobiernos Regionales, sumado al incremento de los recursos del FNDR que deben administrar, ha aumentado la carga de trabajo de los funcionarios de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales;
8. Que, ante esta nueva realidad, la política seguida por el Supremo Gobierno, especialmente por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, ha sido la incorporación de nuevos profesionales bajo las modalidades de contrata y a honorarios, seleccionados centralmente;
9. Que dichos profesionales son comúnmente incorporados con grados y remuneración mayores que los funcionarios que llevan varios años en los respectivos servicios. Además, carecen en la mayoría de los casos de la experiencia y conocimientos que plantea la actual política de Gobierno, recayendo dichas responsabilidades en los funcionarios de planta y contrata;
9. Que esta desigual situación genera malestar entre los funcionarios de los diversos servicios administrativos de todas las Regiones del país, que estiman que no se les han reconocido sus esfuerzos ni respetado su experiencia y carrera funcionaria, y
10. Que, por tal motivo, exigen que en el proyecto de ley que introduce modificaciones en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (Boletín N° 5.872-06), en actual tramitación, se incluya un bono de fiscalización que incremente sus remuneraciones, así como el financiamiento de cursos de capacitación que mejoren sus habilidades técnicas para el desarrollo de sus funciones, en el contexto de la responsabilidad del gasto del FNDR y en atención a las nuevas competencias que corresponden a los Gobiernos Regionales.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, en el marco de la discusión del proyecto de ley que introduce modificaciones en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (Boletín N° 5.872-06), se sirva incorporar, mediante indicación, por una parte, un bono de fiscalización para los funcionarios de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales, y, por otra, recursos financieros para la capacitación y perfeccionamiento permanente de dichos funcionarios, a fin de prepararlos ante los desafíos que les plantea el Gobierno central en materia de política de descentralización.”.

______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Gerente General Ejecutivo del BancoEstado, requiriendo atención preferencial para los adultos mayores y pensionados en las distintas sucursales de esa institución bancaria en las comunas de la IX Región que indica.



- Del Honorable Senador señor García al señor Contralor General de la República, solicitando un pronunciamiento por escrito en relación con las posibles irregularidades cometidas en la tramitación de derechos de aprovechamiento de aguas y otras gestiones administrativas por parte del Director Regional de Aguas de la IX Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Director de Obras Hidráulicas, requiriendo disponer las medidas pertinentes a fin de implementar defensas fluviales y acciones de encauzamiento y forestación de riberas del río Simpson, especialmente, en el sector comprendido entre Coyhaique y Puerto Aysén.



- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Contralor General de la República, requiriendo información en relación con la ejecución de las acciones pertinentes para determinar las responsabilidades administrativas que existirían en la construcción del Hospital Militar de La Reina.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro de Salud, solicitando información sobre la eventual deficiencia que habría existido en la fiscalización efectuada por la autoridad sanitaria del Aconcagua en la obra que indica.



- Del Honorable Senador señor Zaldívar al señor Ministro del Interior, requiriendo que disponga la entrega de fondos de emergencia para la Alcaldía de Punitaqui, a fin de desarrollar planes de empleo transitorios que puedan favorecer a los trabajadores cesantes de la Compañía Minera de esa comuna.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Mixto, Partido por la Democracia e Independiente y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los siguientes temas, solicitando dirigir oficio a la autoridad que se señala y con el objeto que se indica en cada caso:



1) A la señora Ministra de Educación, con el objeto de reiterar anterior petición relativa a la situación que afecta a los técnicos chilenos becados en el extranjero, en especial, quienes fueron destinados a Canadá. 



2) A los señores Contralor General de la República y Ministro de Obras Públicas y a la señora Directora del Trabajo, en relación con las condiciones de contratación, subcontratación y técnicas del Acuerdo de Subvención firmado por esa Cartera de Estado con la Agencia de los Estados Unidos para el Comercio y Desarrollo en relación con la actualización del plan maestro del Aeropuerto Balmaceda, XI Región.



3) A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y al señor  Intendente de la VIII Región, requiriendo información respecto de las empresas que han realizado despidos masivos de trabajadores en los meses de noviembre y diciembre de 2008 y enero de este año.



4) A la señora Directora Ejecutiva de CONAF y al señor Presidente de la Junta Nacional de Bomberos, solicitando información acerca de la capacidad real de combate al fuego que tiene dicho servicio y las pérdidas que sufrió esa institución en los últimos incendios forestales y el porcentaje de ellas que han sido restituidas por el Estado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere  a la situación que afecta a los profesores obligados a jubilar en virtud de la ley N° 20.158, que regula el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, correspondiente al Boletín N° 6.195-04, en actual tramitación en el Senado, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, requiriendo información respecto del número de profesores que están en esa situación y, en caso de ser necesario, enviar a tramitación legislativa una iniciativa que dé una adecuada solución a este problema.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes; Partido Socialista; Partido Demócrata Cristiano y Partido Unión Demócrata Independiente.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 88ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 21 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Relaciones Exteriores, don Alejandro Foxley Ríoseco; de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, y las señoras Ministra de Agricultura, doña Marigen Hornkohl Venegas y Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera.



Actúan de Secretario General y Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva.

_________________

CUENTA

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (Boletín N° 4.237-04).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los dos siguientes, informa que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (Boletín N° 5.971-17) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.
Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia (Boletín N° 6.220-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Queda para Tabla.



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Larraín, Allamand, Coloma, Chadwick, Espina, Flores, Horvath, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional (Boletín N° S 1.142-12).


-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Moción



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que unifica las tallas de las prendas de vestir (Boletín N° 6.378-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Flores, para ausentarse del país a contar del día 21 de enero de 2009.


-- Se otorga el permiso solicitado.
- - -



Durante la sesión se da cuenta de la siguiente comunicación:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que prorroga el régimen de Zona Franca Industrial de insumos de partes y piezas para la minería, en la comuna de Tocopilla, en la Región de Antofagasta (Boletín N° 6.373-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación a fin de tratar la crisis que afecta a los productores de trigo de la zona centro-sur del país.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada a solicitud de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Espina y Muñoz Barra, en presentación de los Comités Independientes; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional y Partido por la Democracia e Independiente, respectivamente, de conformidad a lo dispuesto en el número 3) del artículo 67 del Reglamento del Senado.



Añade que a esta sesión han sido invitados la señora Ministra de Agricultura y el señor Ministro de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 35 del Reglamento del Senado, que se autorice a las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, a sesionar mientras lo hace la Sala.



Así se autoriza.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de la señora Subsecretaria de Hacienda.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Naranjo y Larraín.



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Larraín solicita que se suspenda la sesión a la espera de que ingresen a las tribunas de la Sala los dirigentes del sector triguero.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que el tiempo de esta sesión es escaso y que, además, esos dirigentes ya están ingresando a las tribunas.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Naranjo, Espina, Ruiz-Esquide, Zaldívar, Muñoz Barra, Ávila, Allamand y Pérez Varela y a la señora Ministra de Agricultura.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Larraín solicita que se vote en esta sesión el proyecto de acuerdo que presentara junto con los Honorables Senadores señores Zaldívar, Allamand, Coloma, Chadwick, Espina, Flores, Horvath, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional, correspondiente al Boletín N° S 1.142-12, que cuenta con un informe de la Comisión de Agricultura, del que se ha dado cuenta precedentemente.

- - -



Durante la intervención de la señora Ministra de Agricultura, el señor Presidente hace presente que ha culminado el tiempo de que disponía para ese efecto.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien sugiere que se le extienda el tiempo para terminar la intervención y que, asimismo, se ofrezca el uso de la palabra al señor Ministro de Hacienda, en relación con el rol de COTRISA.



El señor Presidente consulta el parecer de la Sala, la que otorga su acuerdo para proceder de esta manera.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Agricultura y al señor Ministro de Hacienda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que en este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, de los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Pizarro, Letelier, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la entrega de un bono a los productores de trigo y la implementación de una política de Estado de seguridad alimentaria, correspondiente al Boletín N° S 1.143-12.



Añade que, de esta forma, existen dos proyectos de acuerdo relativos al objeto de esta sesión especial. El primero, al cual se ha referido el Honorable Senador señor Larraín al inicio de ella, el que correspondería votarlo en la sesión ordinaria de esta tarde y el segundo, del cual se ha dado cuenta presentemente, que habría que enviarlo a la Comisión de Agricultura, salvo que hubiera acuerdo unánime de la Sala para votar ambos proyectos de acuerdo de inmediato.



Consultado el parecer de la Sala, se acuerda votar ambos proyectos de acuerdo en esta sesión

- - -



A continuación, y de conformidad a lo acordado precedentemente, el señor Presidente somete a votación el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Larraín, Allamand, Coloma, Chadwick, Espina, Flores, Horvath, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional, correspondiente al Boletín N° S 1.142-12, el que es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la situación que afecta a los productores de trigo es grave y angustiante. La temporada de cosecha se inició en diciembre pasado en la VI y VII Regiones y se va extendiendo hacia el sur, donde se encuentra la mayor parte de la producción nacional. Los productores entregan su cosecha a los precios que les pagan los molinos, sin capacidad de guarda ni de negociación. Hasta la fecha, esta cifra ha sido inferior a lo que correspondería, lo que causa graves perjuicios a quienes han debido entregar su trigo y amenaza a los que aún están por cosechar, que son la gran mayoría. El problema es de gran relevancia, dado que el trigo congrega a la mayor cantidad de productores agrícolas en un solo rubro. Alcanza en esta temporada 2008-2009 a más de 50 mil productores, siendo más del 80% pequeños agricultores;
2. Que el conflicto que afecta a los trigueros es de fácil comprensión. Los precios que se están pagando por quintal de trigo son inferiores a los que costaría importar ese mismo producto desde el extranjero. En consecuencia, los productores nacionales, que han debido pagar altos costos de producción en este período debido al alza de los fertilizantes, están sufriendo un grave perjuicio económico. Las cifras oficiales son las siguientes: 

	Semana del 4 al 9 de enero 2009

	Región
	Rango de precios Molinos
(Fuente: COTRISA)
	Costo de internación
(Fuente: ODEPA)

	RM
	$15.000 - $15.500
	Precios Base Santiago
$14.623 - $18.687

	VIa.
	$14.300 - $14.800
	

	VIIa.
	$13.000 -$14.400
	

	VIIa.
	$13.000 -$14.400
	Precios Base Chillán
$16.023 - $20.087

	VIIIa.
	$13.000 - $14.000
	

	IXa.
	$13.500 - $15.500
	


3. Que lo expuesto se inscribe en las habituales distorsiones que afectan a la agricultura en el mundo. Las profundas y complejas alteraciones de los mercados agrícolas, promovidas principalmente por los países de mayor desarrollo económico, han obligado a nuestro país a reaccionar. Por ello, Chile ha creado diversos mecanismos legales para corregir o evitar que se produzcan en nuestro territorio. Para las que provienen del exterior existe la Comisión de Distorsiones, que puede adoptar distintas medidas para evitarlas. De hecho, para el caso del trigo, a requerimiento del Gobierno, esta Comisión ha determinado medidas antidumping definitivas en resolución tomada hace algunas semanas. Por su parte, en lo que se refiere a las distorsiones del mercado interno, existen a su vez diversas alternativas. Una de ellas es la de recurrir a la Fiscalía Nacional Económica para que investigue toda posible concertación de precios en el poder comprador, porque ello contradice las reglas del juego. En esta oportunidad, nuestras autoridades también han solicitado al Fiscal que indague acerca de la situación que afecta al mercado del trigo por las denuncias de colusión que se han hecho. Adicionalmente, para el caso específico del trigo, existe otro instrumento que la autoridad puede utilizar para evitar las deformaciones del mercado, que está representado por COTRISA S.A.;

4. Que en nuestro país se creó la Empresa Comercializadora de Trigo S.A., de propiedad de CORFO en un 97,24%. En el sitio web de la empresa se resumen su misión y objetivos, los cuales, sintéticamente, consisten en intervenir en el mercado triguero en momentos en que el precio de las transacciones es inferior al precio que existiría en un mercado competitivo, y donde el costo de intervención sea menor que los beneficios, además de otorgar servicios de acondicionamiento y almacenamiento de granos a agentes sectoriales que requieren responder a los actuales requerimientos de sanidad y calidad establecidos por la industria alimentaria. Sus objetivos estratégicos, son los siguientes: constituir un instrumento de estabilización de mercados que optimice los costos de presencia del Estado en el ejercicio de su rol subsidiario en el mercado interno de granos; colaborar en aras del funcionamiento transparente del mercado interno de granos, y contribuir al mejoramiento de las condiciones de comercialización del segmento productivo, en especial, de los pequeños y medianos productores de granos. Al existir una situación de distorsión del precio del trigo por el no pago del valor correspondiente al mercado actual, se estima que COTRISA debe actuar, cumpliendo su rol estabilizador del mercado para el cual fue creado. No se trata propiamente de una figura de subsidio, ya que el trigo que compra luego lo vende, recuperando sus gastos. Sólo eventualmente sufre pérdidas, las que, con todo, son mínimas;

5. Que, lamentablemente, tal como lo evidencian las diferencias de los precios ofrecidos  por la molinería, COTRISA no ha cumplido su rol, manteniéndose en la inactividad. Dirigentes del rubro y, en general, dirigentes agrícolas nacionales de todos los sectores, campesinos, pequeños, medianos y grandes agricultores, así como parlamentarios de todo el espectro, por medio de las Comisiones de Agricultura del Senado y de la Cámara de Diputados, le han solicitado al Gobierno –representado por la señora Ministra de Agricultura- que actúe en consecuencia. Las autoridades tienen la obligación, los medios legales y los recursos para intervenir. Sin embargo, se han negado a hacerlo. No existe hasta la fecha un poder comprador de COTRISA, lo que deja en evidencia que no ha existido voluntad para apoyar al sector triguero, y

6. Que el trato que se da a la agricultura no es el mismo que reciben otros sectores productivos. En estos días se ha apoyado a los productores de salmón, de la pequeña minería y de la construcción. El Senado ha apoyado esas intervenciones, ya que las circunstancias así lo recomiendan. No obstante, no es entendible que en este caso no se haga nada, menos aún cuando lo que se pide no es un subsidio, sino que actuar como poder comprador, sin que esto represente (necesariamente) una pérdida para el Fisco. De haberla, sería mínima, muy pequeña en comparación con todo lo que se le aporta a otros sectores de la economía nacional en condiciones apremiantes.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, en atención a las graves dificultades que afectan a los productores nacionales de trigo, se sirva adoptar las medidas que permitan que COTRISA (de propiedad de la CORFO) intervenga en conformidad con su misión societaria, abriendo, a la brevedad, un poder comprador de trigo a los precios del mercado internacional, de manera de equiparar el precio de importación y evitar las distorsiones del mercado por la baja oferta de los poderes compradores, lo cual permitirá asegurar la retribución económica que corresponde a los productores de trigo del país.”.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente somete a votación el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la entrega de un bono a los productores de trigo y la implementación de una política de Estado de seguridad alimentaria, correspondiente al Boletín N° S 1.143-12, el que es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, a raíz de la delicada situación por la que atraviesan, los productores de trigo del país, que sembraron con altos costos de sus insumos y ahora cosechan con precios bajísimos, necesitan más que nunca una ayuda del Estado;
2. Que si bien el precio que se paga por el trigo se establece en la cadena “trigo-harina-pan”, hasta hoy las empresas molineras y panificadoras deslindan responsabilidades;

3. Que frente a esta realidad los productores de trigo han pedido al Ministerio de Agricultura que abra un poder comprador, por intermedio de COTRISA, el cual, por diversos motivos económicos y técnicos, no se ha establecido. Una vez más se recurre a la improvisación;

4. Que la producción de alimentos del país no puede quedar sujeta a los vaivenes del mercado. No es posible que sea éste el que determine si tenemos alimentos un año o no. Chile necesita de una estrategia de seguridad alimentaria tanto respecto de los precios que se pagan a los productores, cuanto para dar tranquilidad a los consumidores, y

5. Que en la mayoría de los países del mundo se crean mecanismos e instrumentos de apoyo y fomento a la producción de alimentos, en especial en los más desarrollados.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a la señora Ministra de Agricultura y al señor Ministro de Hacienda para que estudien la entrega de un bono a los productores de trigo durante este año y establezcan una política de Estado en materia de seguridad alimentaria.”.

- - -

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 89ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 21 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Kuschel.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino; la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera y el señor Asesor del Ministerio de Defensa Nacional, Coronel de Aviación, don Luis Araya Anders.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones octogésima cuarta, ordinaria, de 13 de enero del año en curso; octogésima quinta, especial, y octogésima sexta, ordinaria, ambas de 14 de enero 2009, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), suscrito en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, el 23 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.035-10) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Corporación durante la discusión del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2009 (Boletín N° 6.116-05), referido a capacitación de los funcionarios municipales encargados de intervenir en situaciones de emergencia y a la elaboración de planes de contingencia parea enfrentar dichas situaciones.



Con los dos siguientes, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos a la erección de un monumento en memoria de don Clotario Blest y a los planes especiales de empleo para la VIII Región.



Con el cuarto, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca del Programa Previene.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la utilización del subsidio al transporte regional, aprobado en forma paralela al otorgamiento de recursos para el Transantiago.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de eventuales negligencias y errores administrativos o médicos en el Hospital de Collipulli, respecto del caso que derivó en la muerte de doña Luz Adriana Acuña.



Del señor Director del Programa Capital Humano Avanzado de CONICYT, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido al otorgamiento de becas para realizar postgrados en Nueva Zelandia y Australia.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica (Boletín N° 6.358-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Dos de la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono compensatorio para el personal de la Casa de Moneda de Chile y modifica la ley N° 20.309 (Boletín N° 6.375-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el régimen de Zona Franca Industrial de insumos de partes y piezas para la minería, en la comuna de Tocopilla, en la Región de Antofagasta (Boletín N° 6.373-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Quedan para Tabla.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, correspondiente al Boletín N° 4.740-15, sea agregado a la Tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Consultado el parecer de la Sala, no se da la unanimidad requerida reglamentariamente por la oposición de la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien efectúa igual proposición respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, correspondiente al Boletín N° 6.195-04.



Consultado el parecer de la Sala, no se da la unanimidad requerida reglamentariamente por la oposición de la Honorable Senadora señora Matthei.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona y Gómez, quienes solicitan que se adopte igual tramitación para el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, correspondiente al Boletín N° 5.407-05 y para el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el régimen de Zona Franca Industrial de insumos de partes y piezas para la minería, en la comuna de Tocopilla, en la Región de Antofagasta, correspondiente al Boletín N° 6.373-03, respectivamente.



En relación con estas solicitudes, el señor Presidente señala que de ellas entiende que la intención de los señores Senadores es que dichas iniciativas sean discutidas en esa sesión, por lo que propone a la Sala respetar el orden de la Tabla de esta sesión y asumir el compromiso de tratar los referidos proyectos de ley, para los cual propone suspender la Hora de Incidentes y, si fuera necesario, prorrogar la hora de  término de la sesión.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.
_____________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización, con 

informe de la Comisión de Agricultura.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización, correspondiente al Boletín N° 5.013-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Agricultura, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores  Espina, Larraín, Naranjo y Vásquez.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que esta iniciativa también sea tratada en particular.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 26 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Seguidamente, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, declara aprobada en particular esta iniciativa, por no haberse formulado indicaciones.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.-  Modifícase la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en el sentido siguiente:


1) Sustitúyese la primera oración del inciso primero del artículo 10, por la siguiente:


“Artículo 10.- Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis.”.


2) Reemplázase en el artículo 12, la oración “los incisos segundo y tercero del artículo 10”, por “el artículo 10”.


3) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 15, por los siguientes:


“Artículo 15.- Las normas sobre naturaleza, potabilidad, graduación alcohólica, composición, contenido de impurezas y sustancias permitidas para la elaboración de las bebidas alcohólicas no fermentadas, se establecerán en el reglamento.


No obstante lo anterior, en la fabricación de los productos que se indican a continuación sólo se podrá emplear los alcoholes potables que se señalan en cada caso:


a) Brandy y Aguardiente: alcohol de vino. 


b) Whisky, Gin y Vodka: alcohol de materias amiláceas.”.


4) Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- En los envases o etiquetas de los productos deberán indicarse, a lo menos, las siguientes menciones: denominación o naturaleza del producto; graduación alcohólica; volumen; nombre y domicilio del envasador. Tratándose de productos importados, deberá indicarse, además, el país de origen y el nombre y domicilio del importador.


Los productos que se exporten en unidades de consumo deberán señalar en su etiqueta, la expresión “Envasado en Chile” o “Embotellado en Chile”.


El reglamento determinará las demás menciones y requisitos del etiquetado de los productos regulados por esta ley.  En todo caso, las etiquetas de los productos que se exporten podrán adecuarse a los requisitos de etiquetado de los países de destino.


En los envases o etiquetas no podrán incluirse menciones que no correspondan, o que induzcan a equívoco o error respecto al origen, materia prima, naturaleza, composición o demás características del producto.


Prohíbese el uso en etiquetas, envases y embalajes, de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales, menciones complementarias de calidad o denominaciones extranjeras protegidas, que hayan sido reconocidas como tales en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile, las cuales sólo podrán ser utilizadas en las condiciones establecidas en dichos tratados.”.


5) Suprímese en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” que sigue a la palabra “verificado”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 45:


a) Reemplázase en su encabezado, el guarismo “15” por “1”.


b) Agrégase el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.”.


7) Sustitúyese en el encabezado del artículo 46, el guarismo “7” por “1”.


8) Suprímese el numero 8) del artículo 47.


9) Incorpórase, a continuación del artículo 6° transitorio, la siguiente disposición transitoria nueva:


“Artículo 7°.-  La prohibición que establece el inciso final del artículo 35 de la presente ley entrará en vigencia, para los productos que utilicen las menciones señaladas en los listados del Apéndice 6 del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, y en el Apéndice 2 del Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, ambos del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, y que se destinen al mercado interno, el día 1 de febrero de 2015.  Respecto de los productos que se destinen a la exportación y que utilicen las menciones señaladas en los Apéndices indicados, dicha prohibición entrará en vigencia en la forma establecida en dichos acuerdos y sus modificaciones posteriores.”.”.

___________________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y 

Urbanismo.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, correspondiente al Boletín N° 5.784-14.



Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: indicaciones 1 y 2.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4.- Indicaciones rechazadas: no hay.


5.- Indicaciones retiradas: no hay.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


El señor Secretario General añade que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general con las siguiente enmiendas:

Artículo 1º


- Sustituir “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para renegociar” por “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para representar al cónyuge deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar”.


- Agregar, a continuación del vocablo “constitución”, la palabra “reserva”, precedida de una coma (,).


- Agregar, luego de la expresión final “de la renegociación”, lo siguiente: “, repactación o novación”.

Artículo 2º

Inciso primero


Sustituir “La inscripción de los gravámenes que se constituyan en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refiere” por “Cuando la inscripción vigente no los contuviere, la inscripción de los gravámenes que se constituyan o reserven en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refieren”.

Inciso segundo


- Reemplazar la conjunción disyuntiva “o”, la primera vez que aparece, por la conjunción copulativa “y”.


- Sustituir “de la renegociación y de la constitución de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos” por “, de la renegociación, repactación o novación y de la constitución o reserva de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos”.

El señor Secretario General añade que las anteriores modificaciones fuero aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 

- - -



En discusión las enmiendas, ofrecido el uso de la palabra ningún señor Senador hace uso de ella. 



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones precedentemente transcritas, son aprobadas por 27 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para representar al cónyuge deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución, reserva o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación, repactación o novación.


Artículo 2°.- Cuando la inscripción vigente no los contuviere, la inscripción de los gravámenes que se constituyan o reserven en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refieren el número 3° del artículo 2.432 del Código Civil, y los números 4° del artículo 78 y 3° del artículo 81 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, supliéndose la referencia a los deslindes del inmueble por la cita del número o letra con que se singularice la vivienda o sitio de que se trata en el plano de loteo o subdivisión respectivo, que se encuentre debidamente archivado en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


El Conservador de Bienes Raíces practicará las inscripciones a que se refiere este artículo y agregará al registro respectivo copia del acto o contrato que dé cuenta, de la renegociación, repactación o novación y de la constitución o reserva de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos.”.

- - -


A continuación, el señor Presidente solicita la autorización de la Sala para el ingreso a ella del señor Subsecretario de Guerra; de la señora Subsecretaria de Hacienda y del señor Asesor del Ministerio de Defensa Nacional.


Así se acuerda.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, 

Unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica, correspondiente al Boletín N° 6.358-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, aprobaron este proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri y Ominami.


En cuanto a la discusión en particular, las Comisiones aprobaron el articulado del proyecto, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, con la misma unanimidad antes mencionada, con excepción del artículo 3°, que establece la no aplicación de esta ley al personal perteneciente a las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación y a la Dirección de Aeronáutica Civil, que fue aprobado por 6 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Escalona, Flores, Frei y García, 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Coloma y Gazmuri, y una abstención, del Honorable Senador señor Ominami.

- - -



En discusión en general y particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional y a los Honorables Senadores señores  Navarro, Arancibia, Coloma, Escalona, Romero, Gazmuri y Muñoz Barra.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento del Senado, se inhabilita para participar en la votación de esta iniciativa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor y una inhabilitación.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.


No vota, por declararse inhabilitado, el Honorable Senador señor Naranjo.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que fija el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:


1) Sustitúyese la letra d) del artículo 151 por la siguiente: 


“d) Como jefes de misión o miembros de misiones en el marco de las Naciones Unidas o de misiones establecidas en conformidad a tratados internacionales vigentes de los que Chile sea parte. Estas comisiones se podrán cumplir formando parte de una unidad o contingente, en calidad de experto u observador individual, o en otra categoría que el sistema de Naciones Unidas o los tratados establezcan.”.


2) Incorpórase en el artículo 151 la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f):


“e) Como jefes de misión o miembros de misiones solicitadas por los respectivos gobiernos, universidades, fundaciones u organismos extranjeros o internacionales.”.


3) Reemplázase en la letra n) del artículo 185 el guarismo “16,5%” por el guarismo “55,4%”.


4) Agréganse en el artículo 189 las siguientes letras h) e i), nuevas: 


“h) Efectiva de Piloto: El personal de grado de teniente a teniente coronel en el Ejército y su equivalente en la Armada y Fuerza Aérea, que se encontrare en posesión del título de Piloto de Ejército o de Aviación Naval o de Piloto de Guerra y que desempeñare en forma efectiva y principal esta especialidad, percibirá una gratificación ascendente al 50% del sueldo base en posesión, es decir, de su sueldo base y el sueldo superior.


Esta gratificación no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 186, letras e) y f), cuando correspondiere, y con todas las gratificaciones de este artículo.


i) De Especialistas en Montaña, Comandos y Buzos: El personal que teniendo la especialidad de Montaña, Comandos o Buzo, y que desempeñaren en forma efectiva y principal esta especialización en Unidades de empleo efectivo de la fuerza, percibirá una gratificación ascendente al 30% del sueldo en posesión, es decir, de su sueldo base y el sueldo superior.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio de Defensa, estableciendo las Unidades, dotación y el número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación no se considerará para el cálculo de Asignación de Zona, será compatible con todos los sobresueldos establecidos en las letras b) y c) del artículo 186 y con todas las gratificaciones de este artículo.”.


5) Reemplázase la letra b) del artículo 198 por la siguiente:


“b) El personal embarcado en buques de la Armada a que se refiere la letra e) del artículo 151, fuera de sus remuneraciones en moneda nacional a que tiene derecho en el país, gozará de una asignación mensual en dólares equivalente al 35% de la remuneración que le correspondería percibir en el extranjero conforme al artículo 196. 


Adicionalmente, y durante los días que el buque permanezca en puerto extranjero, dicho personal percibirá el 75% de la asignación de costo de vida contemplada en el artículo 197 correspondiente, calculada para estos efectos sobre la base del 35% antes mencionado.".


6) Incorpórase en el artículo 198 la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f):


“e) El personal comisionado al extranjero para participar en operaciones de paz en los términos descritos por la ley Nº 19.067, y sus modificaciones posteriores, y que cumpla dicha comisión de servicio, formando parte de una unidad o contingente que cubra todos los gastos necesarios para su mantención en el extranjero, percibirá durante el período que sirva fuera del territorio nacional, el sueldo mensual en dólares que le corresponda conforme al artículo 196 y, adicionalmente, el equivalente al 75% de la asignación mensual de costo de vida establecida en el artículo 197.”.

Artículo 2°.- La asignación mensual de carácter permanente, establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.467, únicamente, respecto de los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 de las Fuerzas Armadas que desempeñan jornadas diurnas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, será de 18,6%. 


La asignación del inciso anterior, será de 13,6% para los profesionales funcionarios de las Fuerzas Armadas que en iguales calidades jurídicas desempeñen cargos de 28 horas semanales bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, en los Hospitales dependientes de las mismas, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 del citado decreto con fuerza de ley.


En todo caso, para los efectos de determinar el monto de la asignación que pudiere corresponder a los profesionales funcionarios citados en los incisos anteriores, el total de remuneraciones y beneficios sobre los que se aplicará el 18,6% o el 13,6%, incluirá, además, las horas extraordinarias y el recargo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley mencionado en el inciso anterior, la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.432 y las asignaciones de los artículos 1° y 2° de la 19.230, todas cuando corresponda.

Artículo 3°.- La presente ley no será aplicable al personal perteneciente a las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, y a la Dirección General de Aeronáutica Civil, sea en calidad de planta o a contrata asimilado a la misma.


No obstante lo anterior, el personal señalado en el inciso precedente que corresponda, continuará percibiendo la asignación especial no imponible a que se refiere la letra n) del artículo 185, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en un porcentaje ascendente al 16,5% de su sueldo en posesión.


Artículo 4º.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la Partida Tesoro Público y en los años posteriores, los recursos se consultarán en los respectivos presupuestos.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero Transitorio.- El nuevo monto de la asignación especial no imponible establecida en el número 3) del artículo 1º se hará efectiva en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, se pagará la mitad del incremento de dicha asignación, es decir, la asignación especial no imponible ascenderá al 36% del sueldo en posesión; y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará el aumento completo, esto es, el 55,4% del sueldo en posesión, en conformidad a la letra n) del artículo 185 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas. 


Artículo Segundo Transitorio.- El porcentaje establecido en el número 5) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Tercero Transitorio.- El porcentaje establecido en el número 6) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Cuarto Transitorio.- La gratificación y el porcentaje establecido en la letra h) incorporada por el número 4) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Quinto Transitorio.- La gratificación y el porcentaje establecido en la letra i) incorporada por el número 4) del artículo 1º de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Sexto Transitorio.- Los porcentajes correspondientes a la asignación a que se refiere el artículo 2° de esta ley, se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años que se señalan, aplicados sobre la base correspondiente, comenzando su aplicación a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley:


a) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales:


Año 2009:  11,8%


Año 2010:  18,6%


b) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 28 horas semanales:


Año 2009:  6,8%


Año 2010:  13,6%.


Artículo Séptimo Transitorio.- El número 6) del artículo 1º de la presente ley no se aplicará al personal que, a la fecha de su entrada en vigencia, se encuentre desplegado como unidad o contingente en operaciones de paz o misiones equivalentes en ejecución.


La asignación del costo de vida será aplicada al personal de las Fuerzas Armadas que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días, en conformidad a lo dispuesto en el decreto N° 4, de 20 enero de 2005, de la Subsecretaría de Guerra. El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1 de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el periodo que corresponda a la comisión de servicios.”.

_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que concede un bono compensatorio para el personal de la Casa de Moneda de Chile y modifica la ley N° 20.309, con informe de la 

Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono compensatorio para el personal de la Casa de Moneda de Chile y modifica la ley N° 20.309, correspondiente al Boletín N° 6.375-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la Comisión de Hacienda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata” y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.
- - -



En discusión en general y particular el proyecto, ofrecido el uso de la palabra por el señor Presidente, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Escalona, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Facúltase al Director de Casa de Moneda para conceder, por única vez, un bono a los trabajadores, funcionarios y personal contratado a honorarios del Servicio Público Casa de Moneda de Chile que, a la fecha de publicación de la ley N° 20.309 estuvieran en servicio en dicha Institución, independientemente de la naturaleza de su relación jurídica con dicho Servicio, en la forma y montos que a continuación se indican:


Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad mayor o igual a 30 años de servicio en Casa de Moneda de Chile: $4.000.000.


Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 30 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 20: $3.000.000.


Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 20 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 10: $2.000.000.


Para el personal  que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 10 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 2: $1.000.000.


Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 2 años de servicio en Casa de Moneda de Chile: $500.000.


El bono establecido en el inciso anterior se pagará, en una sola cuota, a más tardar el día primero del mes siguiente a la publicación de la presente ley, al personal que cumpliendo las exigencias del inciso precedente, se encuentre en servicio a la fecha del pago. Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Artículo 2º.- Suprímese en el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.309, la frase “en el año 2008”.


Artículo único transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida del Tesoro Público.”.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, con 

nuevo informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, correspondiente al Boletín N° 5.407-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.


El señor Secretario General precisa que la Comisión informante efectuó las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:

Artículo 1º


Reemplázase el numeral dos por el siguiente:

“2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la incorporación de participantes a un sistema y su operación.”.

Sustitúyese, en el numeral 3, la expresión “Administrador” por “Sociedad Administradora” y la frase “las normas del mismo” por “sus normas”.

---


Intercálanse los siguientes numerales 4 y 5, nuevos, modificando correlativamente la numeración posterior:


“4. Entidad de contraparte central: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación constituyéndose en acreedora y deudora de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes.


5. Cámara de compensación de instrumentos financieros: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas.”.

---


Los numerales “4”, “5” y “6” pasan a ser “6”, “7” y “8”, respectivamente, sin enmiendas. 

Reemplázanse los actuales numerales 7 y 8, que pasan a ser 9 y 10, respectivamente,  por los siguientes: 


“9. Compensación financiera, en adelante compensación: procedimiento de cálculo, de carácter bilateral o multilateral, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste, y que resulta en la extinción, hasta la concurrencia de los saldos, de las obligaciones emanadas de las transacciones sobre instrumentos financieros que dieron lugar a dichas órdenes, sin que sea necesaria la concurrencia de los requisitos de la compensación del Código Civil.


10. Liquidación: procedimiento por el cual se extinguen los saldos acreedores netos y deudores netos resultantes de la compensación, como consecuencia de:


a) el pago en dinero efectuado a través de transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y


b) la transferencia de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.”.


El numeral “9” pasa a ser “11” sin enmiendas.


Elimínase el inciso final. 
Artículo 2º


Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 2°.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.”.


Elimínanse los incisos segundo, tercero y cuarto.


Sustitúyese el inciso final, que pasa a ser segundo, por el siguiente, nuevo: 


“Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a las sociedades administradoras, de acuerdo a las facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980.”. 


Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.”. 
---


Reemplazar el enunciado del Título II por el siguiente:

“TÍTULO II

DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS Y PARTICIPANTES”.

---


Sustituir el enunciado del Capítulo I por el siguiente:

“Capítulo I

Normas Generales sobre las Sociedades Administradoras”.

---

Artículo 3º


Reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 3°.- La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.


Toda liquidación deberá realizarse de acuerdo a niveles de riesgo generalmente aceptados, conforme a las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia. 


Cuando la liquidación de sumas de dinero deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado o autorizado por el Banco Central de Chile para esta finalidad, se sujetará a la normativa dictada por dicho organismo. Con este objeto, el Banco Central de Chile estará facultado para abrir cuentas corrientes a las sociedades administradoras de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de su ley orgánica. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.”. 
Artículo 4º


Sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 4°.- La administración de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros sólo podrá ser ejercida por sociedades administradoras constituidas como entidades de contraparte central o cámaras de compensación de instrumentos financieros de conformidad a la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades administradoras podrán además administrar otros sistemas de los definidos en esta ley, siempre que en ellos no se constituya en acreedora y deudora de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas por tales sistemas. 


Las infracciones a este artículo se sancionarán con las penas contempladas en el artículo 60 de la ley N° 18.045, de mercado de valores.”. 
Artículo 5º


Reemplázase las expresiones “los administradores” por “las sociedades administradoras” en todas las ocasiones en que aparece.


Sustitúyese los numerales 1 y 2, por el siguiente número 1, nuevo, pasando el actual número 3, a ser número 2:


“1. Antecedentes que den cuenta de su constitución y del capital pagado mínimo.”.


Elimínase los números 4 a 6.


Reemplázase, en el inciso final, las palabras “un administrador” por “una sociedad administradora”, la expresión “90 días hábiles bancarios” por “30 días hábiles”; intercálase la frase “los antecedentes acompañados” entre las expresiones “por no ajustarse” y “a las disposiciones legales” y sustitúyese el numeral “90” por “30”, la segunda vez que aparece. 
---

Artículo 6º, nuevo


Intercalar el siguiente artículo 6°, nuevo, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes:


“Artículo 6°.- Los accionistas que, en cualquier momento, adquieran una participación igual o superior al 10% de las acciones emitidas con derecho a voto de la sociedad administradora deberán cumplir los siguientes requisitos:


a) No haber incurrido en conductas graves o reiteradas que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se proponen constituir o la seguridad de sus operaciones.


b) No haber tomado parte en actuaciones, negociaciones o actos jurídicos de cualquier clase, contrarios a las leyes, normas o sanas prácticas financieras o mercantiles que imperan en Chile o en el extranjero. 


c) No encontrarse en alguna de las situaciones siguientes: 


i) Que se trate de un fallido no rehabilitado; 


ii) Que en los últimos quince años, contados desde la fecha de solicitud de la autorización, haya sido director, gerente, ejecutivo principal o accionista mayoritario directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros del segundo grupo o de una Administradora de Fondos de Pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra, según corresponda, o sometida a administración provisional, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un plazo inferior a un año;


iii) Que registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; 


iv) Que haya sido condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por cualquiera de los siguientes delitos: 


(1) contra la propiedad o contra la fe pública; 


(2) contra la probidad administrativa, contra la seguridad nacional, delitos tributarios, aduaneros, y los contemplados en las leyes contra el terrorismo y el lavado de activos; 


(3) los contemplados en la ley N° 18.045, ley N° 18.046, decreto ley N° 3.500, de 1980, ley N° 18.092, ley N° 18.840, decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, ley N° 4.287, ley N° 5.687, ley N° 18.175, ley N° 18.690, ley N° 4.097, ley N° 18.112, decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, las leyes sobre Prenda, y en esta ley; 


v) Que haya sido condenado a pena aflictiva o de inhabilitación para desempeñar cargos u oficios públicos, y


vi) Que se le haya aplicado, directamente o a través de personas jurídicas, cualquiera de las siguientes medidas, siempre que los plazos de reclamación hubieren vencido o los recursos interpuestos en contra de ellas hubiesen sido rechazados por sentencia ejecutoriada:


(1) que se haya declarado su liquidación forzosa o se hayan sometido sus actividades comerciales a administración provisional, o 


(2) que se le haya cancelado su autorización de operación o existencia, o su inscripción en cualquier registro requerido para operar o para realizar oferta pública de valores, por infracción legal.


Tratándose de una persona jurídica, los requisitos establecidos en este artículo se considerarán respecto de sus controladores, socios o accionistas mayoritarios, directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales, a la fecha de la solicitud.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual podrá solicitar que se le proporcionen los antecedentes que señale; y en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.”. 
---

Artículo 6º


Pasa a ser artículo 7º, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.


Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:


1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo diferenciar según sean o no accionistas del administrador. 


2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.


3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.


4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema, así como los casos excepcionales y la forma en que las partes podrán resciliar o modificar de mutuo acuerdo tales órdenes. 


5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.


6. Los procedimientos de gestión de riesgos.


7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.


8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.


9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.


10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.


11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


Las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, el que será de conocimiento público. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora y tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de no discriminación arbitraria. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a petición fundada de la Superintendencia.”. 
Artículo 7º


Pasa a ser artículo 8º, con las siguientes enmiendas:


Elimínase, en el número 1, la expresión “en sus aspectos operativos”.


Suprímese, en el número 2, la expresión “o aplicar”, agrégase la expresión “a los participantes” a continuación de la palabra “sanciones”, y elimínase la frase “, el que estará integrado por personas que ofrezcan garantía de imparcialidad” . 


Elimínase, en el número 3, la expresión “del mismo”, y reemplázase las oraciones “El derecho de los participantes a elegir a sus representantes se otorgará según los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema. El procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento” por la siguiente oración: “Su composición y procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento”. 

Suprímese, en el inciso segundo, las expresiones “cada uno” y “propuestas, evaluaciones e” e para intercálase la expresión “de la sociedad administradora” a continuación de las expresiones “al directorio” y “directores”.


Elimínase el inciso final. 
Artículo 8º


Pasa a ser artículo 9º, reemplazando la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora” y la expresión “, la que será pública” por la frase “. Dicha política se hará pública en la forma que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”. 
Artículos 9º y 10


Sustituirlos por el siguiente artículo 10, nuevo:


“Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien se pronunciará respecto de las materias de su competencia.


Asimismo, en forma previa a la aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, la Superintendencia consultará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


El Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dispondrán de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a la Superintendencia.


Para la aprobación a que se refiere el inciso primero de este artículo, se dispondrá de un plazo de 90 días hábiles, el que se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite.


Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Obtenida la aprobación de las normas de funcionamiento, la Superintendencia comprobará si la sociedad administradora se encuentra preparada para iniciar sus actividades, y especialmente si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y los procedimientos y controles necesarios para desempeñar adecuadamente sus funciones. La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de estas obligaciones en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la aprobación de las normas de funcionamiento, a través de resolución fundada. A partir de esa fecha, la sociedad administradora se encontrará facultada para dar inicio a sus actividades.”. 
Artículo 11


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 11.- Las sociedades administradoras estarán sujetas a las siguientes normas:


1. Serán instituciones de funcionamiento obligatorio y no podrán iniciar, suspender, en forma total o parcial, o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la Superintendencia.


2. Deberán llevar separadamente su contabilidad de aquella de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


3. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;


4. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.


5. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto diario de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de general aceptación. 


6. Deberán velar por el cumplimiento de las normas de funcionamiento.


7. Deberán establecer las condiciones generales y objetivas, bajo las cuales se producirá la interconexión de los sistemas que administren, con otros sistemas o entidades, nacionales o extranjeros, e informarlas a la Superintendencia.


8. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 


9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.”. 
---

Capítulo II


Eliminar en su enunciado la expresión “definición,”. 
---

Artículo 12


Introducirle las siguientes modificaciones:


Elimínase, en el inciso primero, las expresiones “, en adelante las contrapartes centrales,” y “efectuar la compensación como contraparte central de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema y la liquidación de dichas órdenes,”.


Reemplazáse, en el inciso segundo, la expresión “, sin perjuicio de que la entidad deba informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, las transacciones en que intervenga en calidad de entidad de contraparte central.” por la expresión “. El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar información de las mencionadas transacciones.”. 
Artículo 13


Reemplázase, en el encabezamiento, la expresión “podrán realizar” por la palabra “realizarán”.


Reemplázase el número 5, por el siguiente:


5. “Emitir las certificaciones establecidas en esta ley y en las normas de funcionamiento.”


Elimínase el número 7. 

Reemplazar en su inciso final la expresión “los administradores” por “las sociedades administradoras”. 

Artículo 14


Eliminar su número 2, modificando correlativamente los numerales posteriores.

Reemplázase el número 3, que pasa a ser 2, por el siguiente, nuevo: 


2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.


Reemplázase, en el número 4, que ha pasado a ser 3, la expresión “contemplar la existencia de” por “constituir”. 
Artículo 15


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Las normas de funcionamiento establecerán los casos en que la contraparte central podrá determinar unilateralmente excluir de sus operaciones a uno o más participantes o instrumentos financieros determinados. No obstante, podrá resolver fundadamente seguir funcionando como cámara de compensación en tales casos.


Las normas de funcionamiento podrán establecer los casos calificados en los cuales, a partir del momento señalado en el inciso anterior, se entenderá además que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.  

Las decisiones adoptadas de conformidad a lo establecido en los incisos anteriores deberán ser comunicadas en carácter de hecho esencial.”. 
Artículo 16

Introducirle las siguientes modificaciones:


Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “número 3” por “número 2”, intercálase la expresión “o su endeudamiento sea superior al límite establecido en el mismo número” a continuación de la expresión “artículo 14”,  y sustitúyense la expresión “precedente, el Gerente General” por “, el gerente” y la expresión “subsanar el déficit producido en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde el día en que se tuvo o debió tener conocimiento de éstos” por la expresión “subsanar, en un plazo no superior a 20 días hábiles desde la presentación del informe, el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento”. 


Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior” por la expresión “Transcurrido este último plazo”; intercálase a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”, y sustitúyese la expresión “dentro de los 50 días hábiles de producido el déficit” por “dentro de los 50 días hábiles siguientes a la convocatoria”, y la expresión “En caso de aprobarse el aumento de capital, éste deberá” por “El aumento de capital deberá”. 
Artículo 17

Introducir las siguientes modificaciones:


Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o del exceso de endeudamiento”.


Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada por la sociedad administradora en carácter de hecho esencial.”. 
Artículo 18

Introducir las siguientes modificaciones:


Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”; reemplázase la palabra “disponer” por la expresión “autorizar, mediante resolución fundada,”; intercálase la palabra “sólo” entre las expresiones “continúe operando” y “en calidad de cámara”; y agrégase a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Intervención”.”.


Reemplázase, en el inciso final, la expresión “por la o las personas que éste determine” por la expresión “por la persona que éste designe al efecto, quien tendrá las facultades y deberes del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio y al gerente”. 
Artículo 20

Introducirle las siguientes modificaciones:


Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas de compensación de instrumentos financieros sin constituirse en acreedoras o deudoras de los derechos y obligaciones que surjan de las órdenes de compensación de los mismos, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


Sustitúyese, en el encabezamiento del inciso segundo, la expresión “salvo por lo siguiente” por “con las siguientes excepciones”. 


Reemplazáse el número 2, por el siguiente:


“2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.”. 

Reemplazáse los números 3, 4 y 5, por los siguientes números 3 y 4: 


“3. Podrán constituir fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.


4. Podrán gestionar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación, de acuerdo a lo señalado en las normas de funcionamiento. En tal caso, podrán además presentar una solicitud en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, según corresponda. En estos casos, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.”.

Artículo 21

Introducir las siguientes modificaciones:


En el inciso primero, sustitúyese la expresión “participantes de un sistema” por “participantes de estos sistemas”; y elimínanse la palabra “los” que precede dos veces a la palabra “corredores” y una vez a la palabra “bancos”; la palabra “las” que precede a la expresión “demás personas”, y la expresión “o entidades”.


Reemplázase el inciso final, por el siguiente: 


“Una norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerá los requisitos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que deberán cumplir los participantes en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.”.

Artículo 22

Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los participantes quedan personalmente obligados a pagar el precio o hacer la entrega de los instrumentos financieros que corresponda y en caso alguno se admitirá la excepción de falta de provisión.”. 
Artículo 24
Suprimirlo.

Artículo 25

Pasa a ser artículo 24, con las siguientes modificaciones:


Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 24.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de la presente ley, a las de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia y a las de funcionamiento del mismo.”.


Eliminar, en el inciso segundo, las expresiones “de acuerdo a sus normas de funcionamiento” y “ingresadas a dicho sistema” e intercálase, entre la palabra “originado” y el punto aparte, la siguiente frase “, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento”.


Reemplázase los incisos tercero y final, por los siguientes:


“Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos se radicarán en los resultados de la liquidación, si los hubiere.


Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.”. 
Artículo 26

Pasa a ser artículo  25, sustituido por el siguiente:


“Artículo 25.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto imponer cualquier medida prejudicial o precautoria, embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio o declarar la nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión de órdenes de compensación aún no aceptadas por un sistema o de las transacciones que hayan dado origen a dichas órdenes, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, sólo producirán tales efectos una vez que hayan sido notificadas personalmente a la sociedad administradora del sistema.


Asimismo, las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento de un participante o la prohibición para éste de celebrar actos y contratos, deberán ser notificadas en la misma forma señalada en el inciso anterior, y sólo serán oponibles al sistema y sus participantes a partir del día hábil siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, una vez efectuada la notificación a que se refiere este inciso, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo.


La sociedad administradora deberá informar inmediatamente a la Superintendencia y a los participantes del sistema, por los medios previstos en las normas de funcionamiento, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en este artículo.  


La sociedad administradora será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este artículo, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que correspondan.”. 
Artículo 27

Pasa a ser artículo 26, con las siguientes enmiendas:


Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Los administradores” por “Las sociedades administradoras”; intercálase la palabra “se” entre las palabras “que” y “deriven”, y elimínase la frase “, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema que administren”.


Reemplázase los incisos segundo y final, por los siguientes incisos segundo, tercero y final:


“Las normas de funcionamiento determinarán el tipo de garantías que se podrá utilizar, el cálculo del monto que deberán cubrir y la oportunidad en que serán exigibles a los participantes. 


Asimismo, para estos efectos también se podrán utilizar como garantía operaciones que se perfeccionen mediante la transferencia de la titularidad de activos. En este caso, las garantías no serán consideradas para ningún efecto como cauciones prendarias. 


Tratándose de instrumentos financieros depositados en una empresa de depósito y  custodia de valores, la constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías se efectuará de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876. Las prendas  se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que la sociedad administradora realice por cuenta de los participantes a la empresa de depósito de valores, quien no tendrá responsabilidad por las anotaciones que se realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso. Estas prendas sólo podrán ser alzadas por la sociedad administradora, de acuerdo al procedimiento anterior, o por resolución judicial ejecutoriada.”. 
Artículo 28

Pasa a ser artículo 27, con las siguientes modificaciones:


Elimínase, en el inciso primero, la expresión ”para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas” la segunda ocasión en que aparece, y reemplázase la expresión “, y, a partir de entonces, no podrán ser declarados nulos, inoponibles o ineficaces, resciliados, revertidos, modificados, resueltos, impugnados, suspendidos o dejados sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa.” Por la siguiente oración: “. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar las garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.”.


Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un patrimonio” por la palabra “patrimonios”. 
Artículo 29

Pasa a ser artículo  28, con las siguientes enmiendas: 


Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “El administrador” por “La sociedad administradora” y elimínanse, en el inciso primero, las expresiones “los actos o contratos referentes a” y “y a los bienes otorgados en garantía”.


Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “al efecto” y reemplázanse las palabras “el administrador” por “la sociedad administradora” y la expresión “respecto de los bienes dados en garantía, su fecha de constitución, las obligaciones que garantizan así como el monto de las mismas” por “respecto de la existencia de la garantía, de los bienes comprendidos en ella, la fecha de su constitución, y las obligaciones y montos que garantiza”. 
Artículo 30

Pasa a ser artículo 29, introduciéndole las siguientes enmiendas: 


Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “el administrador” por “la sociedad administradora” y “trámite judicial alguno” por “intervención judicial”. 


Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “artículo” por “capítulo”.


Elimínase, en el inciso final, la expresión “a que se refiere este artículo”. 
Artículo 31

Pasa a ser artículo 30, con las siguientes modificaciones: 


Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “cuando” por la expresión “siempre que” y elimínense la expresión “por aquellos” y la oración “Las entidades de contraparte central deberán constituir al menos un fondo de garantía, lo que será facultativo para las cámaras de compensación de instrumentos financieros.”.


Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “el administrador del sistema” por “la sociedad administradora” y la expresión “las normas de funcionamiento” por “dichas normas” la segunda ocasión en que aparece.


Reemplázanse, en el inciso tercero, la expresión “los participantes” por “se” y “los administradores” por “las sociedades administradoras”.

Artículo 32

Pasa a ser artículo 31, introduciéndole las siguientes enmiendas: 


Reemplázase el inciso primero por el siguiente, nuevo:


“Artículo 31.- Estos fondos constituirán patrimonios separados de las sociedades administradoras y sus operaciones serán efectuadas por éstas a nombre y por cuenta de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes que les fueren aportados y de las inversiones que realicen.”.


Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “. En todo caso, sólo podrá realizarse en los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8. del artículo 6°, de la presente ley” por la siguiente “y en los bienes autorizados de conformidad con el número 8 del artículo 7° de esta ley”.


Elimínase, en el inciso final, la expresión “que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, ya sea directamente o a través de entidades reguladas que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general”. 
Artículo 33

Suprimirlo, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes.

Artículo 34

Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 32.- Los fondos de garantía constituirán patrimonios de afectación que estarán exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.


Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan los aportes a los fondos de garantía serán irrevocables desde el momento en que así lo determine las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar los fondos de garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.”. 
---


Reemplazar el enunciado del Título V por el siguiente: 

“TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS” 
---

Artículo 35

Pasa a ser artículo 33, con las siguientes enmiendas: 


Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “Disuelto un administrador” por “Disuelta una sociedad administradora” y “del administrador” por “de la sociedad administradora”.


Reemplázase, en el inciso final, la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora”.


Intercálase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad administradora a practicar o continuar la liquidación de acuerdo a las reglas generales.”. 
Artículo 36

Pasa a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquélla dentro de los diez días hábiles siguientes. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez  una sola vez y por el mismo lapso. Si la Superintendencia comprobare que la sociedad administradora no es solvente, así lo informará al tribunal. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.  


Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.”. 
Artículo 37

Pasa a ser artículo 35, introduciéndole las siguientes enmiendas:


Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 35.- Toda proposición de convenio se sujetará a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio.”.


Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “La celebración de la junta de acreedores respectiva se efectuará ante Notario y en ella podrá” por “Sin embargo, en la junta de acreedores respectiva podrá”, e intercálase la expresión “de la Superintendencia,” entre las palabras “aprobación” y “del deudor”.


Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero y final, nuevos:


“Propuesto un convenio y hasta su aprobación o la declaración de la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades y deberes que le confiera el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley. Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar que la sociedad continúe su administración de acuerdo a las reglas generales.


El convenio podrá establecer que la sociedad administradora quede sujeta a intervención, la que podrá ser ejercida por el Superintendente o la persona que éste designe. El administrador tendrá las facultades y deberes que le confiera el convenio, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.”.

Artículo 38

Pasa a ser 36, con las siguientes enmiendas:


Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “del administrador fallido” por “de la sociedad administradora fallida”.


Intercálase el siguiente inciso segundo:


“En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.”.


Reemplázase el inciso final por el siguiente: 


“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, cualquiera que sea el monto de los activos comprometidos, para la realización sumaria de los activos que sean necesarios para el pago oportuno de las obligaciones de la sociedad cuya demora o impago pudiere causar un grave efecto en el sistema de pagos o en el funcionamiento del mercado de valores. Para el resto de los activos, el síndico propondrá al juez la forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma. De la proposición se dará traslado por 10 días a la fallida y a los acreedores; y con lo que estos expongan o en su silencio, el juez resolverá aprobando, rechazando o modificando la proposición. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.”. 
Artículo 39

Pasa a ser artículo 37, sin modificaciones. 

Artículo 40

Pasa a ser artículo 38, reemplazando, en su inciso segundo, la expresión “Los administradores” por “Las sociedades administradoras”. 

Artículo 41

Pasa a ser artículo 39, eliminando la expresión “de su propiedad”. 
Artículo 42

Pasa a ser artículo 40, con las siguientes modificaciones:


Elimínanse, en el número 3, las expresiones “que serán exigidas” y “el reglamento referido en”, y reemplazáse la expresión “artículo 6°” por “artículo 7°”.


Reemplázanse el número 5 y su inciso final por el siguiente:


“5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.


Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.”. 
---


Reemplázase en el enunciado del Título VII la palabra “ADICIONALES” por “VARIAS”. 
---

Artículo 43

Pasa a ser artículo 41, introduciéndole las siguientes enmiendas:


Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “su administrador” por “la sociedad administradora” y agréguese, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Sin embargo, la Superintendencia podrá determinar que las funciones de la sociedad administradora queden limitadas a aquellas que no se vean afectadas por la falta de cumplimiento.”.


Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recurso de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del decreto ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.”. 
Artículo 44

Pasa a ser artículo 42, reemplazando la palabra “transacciones” por “órdenes de compensación”; las expresiones “artículo 27” por “artículo 25” y “el administrador” por “la sociedad administradora”, las dos veces que aparece; la expresión “del sistema, y eventualmente con el propio administrador, como consecuencia de las órdenes de compensación de dicho participante que hayan sido aceptadas por el sistema” por “o con la propia sociedad administradora del sistema”, y la expresión “plena fe” por “plena prueba”. 
Artículo 45

Pasa a ser artículo 43 sin modificaciones. 

Artículo 46

Pasa a ser artículo 44, sin enmiendas. 
Artículo 47

Pasa a ser artículo 45, reemplazando la expresión “cuatro por ciento” por “siete por ciento”. 
Artículo 48

Pasa a ser artículo 46, con las siguientes enmiendas:

Intercálase el siguiente numeral 1), modificando correlativamente la numeración posterior:


“1) Intercálase, en el artículo 2°, la siguiente letra m), pasando la actual letra m) a ser n) y eliminando la expresión “, y” de la letra “l”:


“m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.


Reemplázase los actuales numerales 1) y 2), que pasan a ser 2) y 3), por los siguientes: 


“2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: 


“Los valores que se encuentren depositados en la empresa, sólo podrán ser objeto de embargos, medidas prejudiciales o precautorias u otras limitaciones al dominio por obligaciones personales del depositante, cuando fueren de su propiedad y así lo identificare la cuenta respectiva. Si los valores se encontraren depositados por encargo de terceros en cuentas que identifiquen el nombre del mandante, sólo podrán ser objeto de las resoluciones antes señaladas por obligaciones contraídas por los señalados mandantes. Tratándose de valores depositados por el depositante a nombre propio pero por cuenta de terceros no identificados frente a la empresa, tales embargos o medidas sólo podrán hacerse efectivas en el registro que dicho depositante lleve de conformidad al artículo 179 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.

3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:


“Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en  un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema enviará una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes  a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.  Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.


Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.


La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”. 

El numeral 3) pasa a ser 4), sin enmiendas.

Artículo 49

Pasa a ser artículo 47, sustituido por el siguiente:


“Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas, contenidas en la ley N° 18.046.”. 
Artículo 50

Pasa a ser artículo 48 sin otra modificación. 
---
Disposiciones transitorias

Artículos primero y segundo 


Reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo único.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


Sin embargo, las entidades que a la fecha de entrada en vigencia efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses contados desde tal fecha para adecuarse a las disposiciones de esta ley. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”. 
- - -


El señor Secretario General  hace presente, finalmente, que el inciso tercero del artículo 3° y el artículo 10 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general y particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora  Matthei.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por  26 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar. 


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entenderá por:


1. Sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, en lo sucesivo “sistema”: el conjunto de actividades, acuerdos, participantes, normas, procedimientos y mecanismos que tengan por objeto compensar y liquidar órdenes de compensación.


2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la incorporación de participantes a un sistema y su operación.


3. Sociedad Administradora: persona jurídica a cargo de la dirección y operación de un sistema, cuya constitución y operación se rige por la presente ley y por sus normas.


4. Entidad de contraparte central: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación constituyéndose en acreedora y deudora de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes.


5. Cámara de compensación de instrumentos financieros: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas.

6. Participantes: personas jurídicas autorizadas por ley o por la Superintendencia para ser miembros de un sistema.


7. Orden de compensación: instrucción comunicada a un sistema, de acuerdo a sus normas de funcionamiento, para la compensación de obligaciones emanadas de transacciones sobre instrumentos financieros.


8. Instrumentos Financieros: valores de conformidad a lo establecido en el artículo 3° de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores y, en general, cualquier título, derecho, acto, contrato, factura, producto o moneda extranjera, negociables en mercados nacionales o extranjeros. En todo caso, se excluye la moneda nacional.


9. Compensación financiera, en adelante compensación: procedimiento de cálculo, de carácter bilateral o multilateral, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste, y que resulta en la extinción, hasta la concurrencia de los saldos, de las obligaciones emanadas de las transacciones sobre instrumentos financieros que dieron lugar a dichas órdenes, sin que sea necesaria la concurrencia de los requisitos de la compensación del Código Civil.


10. Liquidación: procedimiento por el cual se extinguen los saldos acreedores netos y deudores netos resultantes de la compensación, como consecuencia de:


a) el pago en dinero efectuado a través de transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y


b) la transferencia de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.


11. Procedimiento concursal: procedimiento judicial o administrativo incoado en virtud de una declaración de quiebra, liquidación forzosa o presentación de proposiciones de convenio judicial preventivo y, en general, cualquier procedimiento ejecutivo patrimonial de carácter universal y colectivo que regule la administración y, o liquidación de los bienes de un deudor insolvente, así como el pago a los acreedores, conforme a la prelación legal.


Artículo 2°.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.


Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a las sociedades administradoras, de acuerdo a las facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980.


Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.
TÍTULO II

DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS Y PARTICIPANTES
Capítulo I

Normas Generales sobre las Sociedades Administradoras


Artículo 3°.- La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.


Toda liquidación deberá realizarse de acuerdo a niveles de riesgo generalmente aceptados, conforme a las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia. 


Cuando la liquidación de sumas de dinero deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado o autorizado por el Banco Central de Chile para esta finalidad, se sujetará a la normativa dictada por dicho organismo. Con este objeto, el Banco Central de Chile estará facultado para abrir cuentas corrientes a las sociedades administradoras de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de su ley orgánica. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.

Artículo 4°.- La administración de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros sólo podrá ser ejercida por sociedades administradoras constituidas como entidades de contraparte central o cámaras de compensación de instrumentos financieros de conformidad a la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades administradoras podrán además administrar otros sistemas de los definidos en esta ley, siempre que en ellos no se constituya en acreedora y deudora de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas por tales sistemas. 


Las infracciones a este artículo se sancionarán con las penas contempladas en el artículo 60 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.

Artículo 5°.- Las sociedades administradoras se constituirán como sociedades anónimas especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en lo que no fuere contrario a la presente ley.


Las solicitudes de autorización de existencia de las sociedades administradoras deberán acompañar los siguientes antecedentes:


1. Antecedentes que den cuenta de su constitución y del capital pagado mínimo.


2. Plan general de funcionamiento, describiendo los elementos operacionales del sistema o sistemas a administrar.


Para pronunciarse sobre la autorización de existencia de una sociedad administradora, la Superintendencia dispondrá del plazo de 30 días hábiles contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse los antecedentes acompañados a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 30 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 6°.- Los accionistas que, en cualquier momento, adquieran una participación igual o superior al 10% de las acciones emitidas con derecho a voto de la sociedad administradora deberán cumplir los siguientes requisitos:


a) No haber incurrido en conductas graves o reiteradas que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se proponen constituir o la seguridad de sus operaciones.


b) No haber tomado parte en actuaciones, negociaciones o actos jurídicos de cualquier clase, contrarios a las leyes, normas o sanas prácticas financieras o mercantiles que imperan en Chile o en el extranjero. 


c) No encontrarse en alguna de las situaciones siguientes: 


i. Que se trate de un fallido no rehabilitado; 


ii. Que en los últimos quince años, contados desde la fecha de solicitud de la autorización, haya sido director, gerente, ejecutivo principal o accionista mayoritario directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros del segundo grupo o de una Administradora de Fondos de Pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra, según corresponda, o sometida a administración provisional, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un plazo inferior a un año;


iii. Que registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; 


iv. Que haya sido condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por cualquiera de los siguientes delitos: 


(1) contra la propiedad o contra la fe pública; 


(2) contra la probidad administrativa, contra la seguridad nacional, delitos tributarios, aduaneros, y los contemplados en las leyes contra el terrorismo y el lavado de activos; 


(3) los contemplados en los siguientes cuerpo legales: ley N° 18.045; ley N° 18.046; decreto ley N° 3.500, de 1980; ley N° 18.092; ley N° 18.840; decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982; ley N° 4.287; ley N° 5.687; ley N° 18.175; ley N° 18.690; ley N° 4.097; ley N° 18.112; decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931; las leyes sobre Prenda, y en esta ley; 


v. Que haya sido condenado a pena aflictiva o de inhabilitación para desempeñar cargos u oficios públicos, y


vi. Que se le haya aplicado, directamente o a través de personas jurídicas, cualquiera de las siguientes medidas, siempre que los plazos de reclamación hubieren vencido o los recursos interpuestos en contra de ellas hubiesen sido rechazados por sentencia ejecutoriada:


(1) que se haya declarado su liquidación forzosa o se hayan sometido sus actividades comerciales a administración provisional, o 


(2) que se le haya cancelado su autorización de operación o existencia, o su inscripción en cualquier registro requerido para operar o para realizar oferta pública de valores, por infracción legal.


Tratándose de una persona jurídica, los requisitos establecidos en este artículo se considerarán respecto de sus controladores, socios o accionistas mayoritarios, directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales, a la fecha de la solicitud.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual podrá solicitar que se le proporcionen los antecedentes que señale; y en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.

Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.


Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:


1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo diferenciar según sean o no accionistas del administrador. 


2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.


3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.


4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema, así como los casos excepcionales y la forma en que las partes podrán resciliar o modificar de mutuo acuerdo tales órdenes. 


5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.


6. Los procedimientos de gestión de riesgos.


7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.


8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.


9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.


10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.


11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


Las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, el que será de conocimiento público. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora y tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de no discriminación arbitraria. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a petición fundada de la Superintendencia.

Artículo 8°.- Las normas de funcionamiento deberán contemplar, a lo menos, la organización y funcionamiento de los siguientes comités:


1. Un comité de auditoría, encargado de supervisar el cumplimiento de las normas de funcionamiento;


2. Un comité disciplinario, encargado de proponer las sanciones a los participantes por las infracciones a las normas de funcionamiento;


3. Un comité de riesgos, encargado de evaluar y proponer mejoras a las políticas de gestión y control de riesgos del sistema. Este comité estará integrado mayoritariamente por representantes designados por los participantes, sean o no accionistas. Su composición y procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento.


Los comités estarán integrados por un mínimo de 3 miembros y presentarán sus informes al directorio de la sociedad administradora. Las normas de funcionamiento contemplarán los requisitos de independencia, idoneidad y experiencia profesional que deberán cumplir los miembros de cada comité, además de precisar su número y si serán o no directores de la sociedad administradora.


Artículo 9°.- La política de gestión de riesgos de cada sistema será establecida por el directorio de la sociedad administradora, considerando la propuesta del comité de riesgos señalado en el artículo anterior. Dicha política se hará pública en la forma que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general. El directorio deberá enviar al comité de riesgos respuesta escrita a la propuesta de éste.


Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien se pronunciará respecto de las materias de su competencia.


Asimismo, en forma previa a la aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, la Superintendencia consultará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


El Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dispondrán de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a la Superintendencia.


Para la aprobación a que se refiere el inciso primero de este artículo, se dispondrá de un plazo de 90 días hábiles, el que se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite.


Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Obtenida la aprobación de las normas de funcionamiento, la Superintendencia comprobará si la sociedad administradora se encuentra preparada para iniciar sus actividades, y especialmente si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y los procedimientos y controles necesarios para desempeñar adecuadamente sus funciones. La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de estas obligaciones en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la aprobación de las normas de funcionamiento, a través de resolución fundada. A partir de esa fecha, la sociedad administradora se encontrará facultada para dar inicio a sus actividades.


Artículo 11.- Las sociedades administradoras estarán sujetas a las siguientes normas:


1. Serán instituciones de funcionamiento obligatorio y no podrán iniciar, suspender, en forma total o parcial, o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la Superintendencia.


2. Deberán llevar separadamente su contabilidad de aquella de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


3. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;


4. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.


5. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto diario de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de general aceptación. 


6. Deberán velar por el cumplimiento de las normas de funcionamiento.


7. Deberán establecer las condiciones generales y objetivas, bajo las cuales se producirá la interconexión de los sistemas que administren, con otros sistemas o entidades, nacionales o extranjeros, e informarlas a la Superintendencia.


8. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 


9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.
Capítulo II

De las Entidades de Contraparte Central

§ 2. 1. De su objeto y constitución


Artículo 12.- Las entidades de contraparte central tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.


Una vez producida la aceptación de las órdenes de compensación de conformidad a las normas de funcionamiento de un sistema, las contrapartes centrales se constituirán irrevocablemente en acreedoras y deudoras de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes, tanto frente a terceros como respecto de las partes de las transacciones que las hubieren originado, quienes a partir de ese momento dejarán de estar jurídicamente vinculadas entre sí. Lo anterior no regirá para los efectos de la aplicación de los impuestos que graven las transacciones respectivas y las obligaciones tributarias de las partes. El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar información de las mencionadas transacciones.


Artículo 13.- Para el desarrollo de su objeto, las contrapartes centrales realizarán las siguientes actividades:


1. Administrar sistemas de acuerdo a las normas de funcionamiento.


2. Requerir, recibir, administrar y realizar garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema.


3. Efectuar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación en la forma establecida en las normas de funcionamiento y en el contrato de adhesión al sistema.


4. Efectuar aquellas operaciones de compraventa de instrumentos financieros, de préstamo de valores y de financiamiento, que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.


5. Emitir las certificaciones establecidas en esta ley y en las normas de funcionamiento.

6. Establecer acuerdos con otras entidades nacionales o extranjeras, así como con otro tipo de administradores de sistemas, o adquirir participación en la propiedad de ellos. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, criterios que deberán cumplir los mencionados acuerdos o las contrapartes de los mismos.


Los apoderados de las sociedades administradoras que den certificaciones falsas sufrirán las penas establecidas en el artículo 59 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.


Artículo 14.- Las contrapartes centrales estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:


1. En su nombre deberán incluir la expresión “Contraparte Central”. Se reserva el uso de la expresión “Contraparte Central” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.


2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.


3. Deberán constituir uno o más fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.


Artículo 15.- Las normas de funcionamiento establecerán los casos en que la contraparte central podrá determinar unilateralmente excluir de sus operaciones a uno o más participantes o instrumentos financieros determinados. No obstante, podrá resolver fundadamente seguir funcionando como cámara de compensación en tales casos.


Las normas de funcionamiento podrán establecer los casos calificados en los cuales, a partir del momento señalado en el inciso anterior, se entenderá además que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.

Las decisiones adoptadas de conformidad a lo establecido en los incisos anteriores deberán ser comunicadas en carácter de hecho esencial.

§ 2. 2. De su regularización


Artículo 16.- Si durante su existencia el patrimonio de la contraparte central se redujere a cifras inferiores al mínimo señalado en el número 2 del artículo 14 o su endeudamiento sea superior al límite establecido en el mismo número, el gerente de la entidad, o quien haga sus veces, deberá informar a la Superintendencia tan pronto como tenga conocimiento de este hecho. Dentro de los 2 días hábiles siguientes de efectuada tal comunicación, deberá acompañar un informe de las razones que dieron lugar a la situación descrita y de las medidas dispuestas para subsanar, en un plazo no superior a 20 días hábiles desde la presentación del informe, el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento.


Transcurrido este último plazo sin que se hubiere regularizado el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento, el directorio de la sociedad deberá convocar en única citación a una junta extraordinaria de accionistas para aprobar el aumento de capital necesario para cumplir el requerimiento legal. La junta, que deberá celebrarse dentro de los 50 días hábiles siguientes a la convocatoria, se constituirá con las acciones que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número, y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de las acciones presentes o representadas con derecho a voto. El aumento de capital deberá enterarse en dinero efectivo y en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde la fecha del acuerdo.


Artículo 17.- A partir del momento en que tome conocimiento del déficit patrimonial o del exceso de endeudamiento en que hubiere incurrido una contraparte central, la Superintendencia podrá ordenar, mediante resolución fundada, que aquélla no actúe en calidad de contraparte central sino como cámara de compensación de instrumentos financieros.


La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada por la sociedad administradora en carácter de hecho esencial.


Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Regularización”.


Artículo 18.- Vencidos los plazos establecidos en los artículos anteriores sin que se haya subsanado el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento, la Superintendencia podrá autorizar, mediante resolución fundada, que la contraparte central continúe operando sólo en calidad de cámara de compensación de instrumentos financieros por un plazo no superior a un año. Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Intervención”.

Durante dicho período, la administración de la contraparte central será realizada por el Superintendente o por la persona que éste designe al efecto, quien tendrá las facultades y deberes del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio y al gerente.


Artículo 19.- En caso que la Superintendencia no otorgue la autorización establecida en el artículo anterior, o una vez vencido el plazo otorgado, ésta decretará la revocación de la autorización de existencia de la contraparte central y se procederá a su liquidación de acuerdo a lo establecido en el Título V de esta ley.

Capítulo III

De las Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros


Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas de compensación de instrumentos financieros sin constituirse en acreedoras o deudoras de los derechos y obligaciones que surjan de las órdenes de compensación de los mismos, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.

A las cámaras de compensación les serán aplicables las normas establecidas en esta ley para las contrapartes centrales, con las siguientes excepciones:


1. En su nombre deberán incluir la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros”. Se reserva el uso de la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.


2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.


3. Podrán constituir fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.


4. Podrán gestionar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación, de acuerdo a lo señalado en las normas de funcionamiento. En tal caso, podrán además presentar una solicitud en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, según corresponda. En estos casos, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.
Capítulo IV

De los Participantes


Artículo 21.- Podrán ser participantes de estos sistemas los agentes de valores, corredores de bolsas de valores, corredores de bolsas de productos, bancos y demás personas que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Una norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerá los requisitos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que deberán cumplir los participantes en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.

Artículo 22.- Los participantes presentarán las órdenes de compensación al sistema a nombre propio, aun cuando éstas sean por cuenta ajena.


Los participantes quedan personalmente obligados a pagar el precio o hacer la entrega de los instrumentos financieros que corresponda y en caso alguno se admitirá la excepción de falta de provisión.


Artículo 23.- Las obligaciones que contraiga una empresa bancaria, en su calidad de participante de un sistema, se considerarán como obligaciones a plazo para efectos de lo dispuesto en los artículos 65, 123 y 132 de la Ley General de Bancos.

TÍTULO III

DEL PRINCIPIO DE FIRMEZA


Artículo 24.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de la presente ley, a las de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia y a las de funcionamiento del mismo.


A partir del momento en que sean aceptadas por un sistema, las órdenes de compensación serán irrevocables, y no podrán ser dejadas sin efecto o modificadas por las partes de las transacciones que las hubieren originado, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento.


Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. 
Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos se radicarán en los resultados de la liquidación, si los hubiere.


Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.


Artículo 25.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto imponer cualquier medida prejudicial o precautoria, embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio o declarar la nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión de órdenes de compensación aún no aceptadas por un sistema o de las transacciones que hayan dado origen a dichas órdenes, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, sólo producirán tales efectos una vez que hayan sido notificadas personalmente a la sociedad administradora del sistema.


Asimismo, las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento de un participante o la prohibición para éste de celebrar actos y contratos, deberán ser notificadas en la misma forma señalada en el inciso anterior, y sólo serán oponibles al sistema y sus participantes a partir del día hábil siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, una vez efectuada la notificación a que se refiere este inciso, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo.


La sociedad administradora deberá informar inmediatamente a la Superintendencia y a los participantes del sistema, por los medios previstos en las normas de funcionamiento, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en este artículo.  


La sociedad administradora será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este artículo, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que correspondan.
TÍTULO IV

DE LAS GARANTIAS Y LOS FONDOS DE GARANTÍA

Capítulo I

De las garantías


Artículo 26.- Las sociedades administradoras deberán requerir garantías a los participantes para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que éstos asuman o que se deriven del ingreso de órdenes de compensación al sistema.


Las normas de funcionamiento determinarán el tipo de garantías que se podrá utilizar, el cálculo del monto que deberán cubrir y la oportunidad en que serán exigibles a los participantes. 


Asimismo, para estos efectos también se podrán utilizar como garantía operaciones que se perfeccionen mediante la transferencia de la titularidad de activos. En este caso, las garantías no serán consideradas para ningún efecto como cauciones prendarias. 


Tratándose de instrumentos financieros depositados en una empresa de depósito y  custodia de valores, la constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías se efectuará de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876. Las prendas  se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que la sociedad administradora realice por cuenta de los participantes a la empresa de depósito de valores, quien no tendrá responsabilidad por las anotaciones que se realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso. Estas prendas sólo podrán ser alzadas por la sociedad administradora, de acuerdo al procedimiento anterior, o por resolución judicial ejecutoriada.


Artículo 27.- Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan garantías para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema, de los saldos deudores netos resultantes de la compensación, así como de otras obligaciones previstas por las normas de funcionamiento del sistema, serán irrevocables desde el momento en que así lo determinen las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar las garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.


Los bienes que hayan sido dados en garantía para asegurar el cumplimiento de las obligaciones referidas en el inciso anterior constituirán patrimonios de afectación exclusiva para tales fines, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.


Artículo 28.- La sociedad administradora del sistema deberá llevar un registro de las garantías en la forma establecida en las normas de funcionamiento.


Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, todo certificado emitido por la sociedad administradora constituirá plena prueba, tanto entre las partes como frente a terceros, respecto de la existencia de la garantía, de los bienes comprendidos en ella, la fecha de su constitución, y las obligaciones y montos que garantiza.


Artículo 29.- Una vez emitido el certificado a que se refiere el artículo anterior, la sociedad administradora procederá a realizar las garantías respectivas en la forma que establezcan las normas de funcionamiento, sin necesidad de intervención judicial.


En lo demás, y en lo que no resulte incompatible con lo establecido en las normas precedentes, las garantías a que se refiere este capítulo se sujetarán al Título XXII de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.


En caso que de la realización de las garantías resultare algún remanente, éste será puesto a disposición del síndico o de quien corresponda.

Capítulo II

De los fondos de garantía


Artículo 30.- Los fondos de garantía tendrán por finalidad cubrir las obligaciones de los participantes, de acuerdo a lo establecido en las normas de funcionamiento, siempre que las garantías otorgadas individualmente resulten insuficientes. 


Los fondos de garantía serán patrimonios integrados por los aportes que, de conformidad a las normas de funcionamiento, efectúen los participantes o la sociedad administradora, por el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos de los fondos y por los demás bienes que determinen dichas normas.


Las normas de funcionamiento deberán establecer un nivel mínimo que los fondos de garantía mantendrán permanentemente y la forma en que se efectuarán los aportes a los fondos que fueren necesarios para restituir dicho nivel cuando éste se redujere por debajo del mínimo. En caso de producirse un déficit en el nivel de los fondos de garantía, las sociedades administradoras informarán a la Superintendencia tan pronto como tengan conocimiento de este hecho.


Artículo 31.- Estos fondos constituirán patrimonios separados de las sociedades administradoras y sus operaciones serán efectuadas por éstas a nombre y por cuenta de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes que les fueren aportados y de las inversiones que realicen.


La inversión de los recursos que integren los fondos de garantía será realizada de conformidad a las normas de funcionamiento y en los bienes autorizados de conformidad con el número 8. del artículo 7°.


Los bienes que integren el fondo de garantía serán custodiados en una empresa de depósito de valores de las regidas por la ley Nº 18.876.


Artículo 32.- Los fondos de garantía constituirán patrimonios de afectación que estarán exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.


Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan los aportes a los fondos de garantía serán irrevocables desde el momento en que así lo determine las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar los fondos de garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.
TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS


Artículo 33.- Disuelta una sociedad administradora por cualquier causa, la liquidación de la sociedad administradora, y de los fondos de garantía que éste gestione, será practicada por el Superintendente o por la o las personas que éste designe.


Para tales efectos, el Superintendente, o la persona que éste designe, contarán con todas las facultades y deberes que la ley N° 18.046, de sociedades anónimas, les confiere a los directores y gerentes de tales sociedades.


Los gastos de liquidación serán de cuenta de la sociedad administradora en liquidación.


Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad administradora a practicar o continuar la liquidación de acuerdo a las reglas generales.

Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquélla dentro de los diez días hábiles siguientes. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez  una sola vez y por el mismo lapso. Si la Superintendencia comprobare que la sociedad administradora no es solvente, así lo informará al tribunal. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.  


Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.


Artículo 35.- Toda proposición de convenio se sujetará a las normas del Libro IV, Título XII, del Código de Comercio.


Sin embargo, en la junta de acreedores respectiva podrá hacerse representar la Superintendencia. El convenio se considerará acordado si cuenta con la aprobación de la Superintendencia, del deudor y de la mayoría de los acreedores concurrentes que representen a lo menos el sesenta por ciento del pasivo total. El convenio así acordado será obligatorio para todos los acreedores.


Propuesto un convenio y hasta su aprobación o la declaración de la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades y deberes que le confiera el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley. Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar que la sociedad continúe su administración de acuerdo a las reglas generales.


El convenio podrá establecer que la sociedad administradora quede sujeta a intervención, la que podrá ser ejercida por el Superintendente o la persona que éste designe. El administrador tendrá las facultades y deberes que le confiera el convenio, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 36.- Declarada la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de síndico, pudiendo citar a junta de acreedores, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios de la sociedad administradora fallida, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del proceso de quiebra, y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que estime necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.


En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.

En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, cualquiera que sea el monto de los activos comprometidos, para la realización sumaria de los activos que sean necesarios para el pago oportuno de las obligaciones de la sociedad cuya demora o impago pudiere causar un grave efecto en el sistema de pagos o en el funcionamiento del mercado de valores. Para el resto de los activos, el síndico propondrá al juez la forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma. De la proposición se dará traslado por 10 días a la fallida y a los acreedores; y con lo que estos expongan o en su silencio, el juez resolverá aprobando, rechazando o modificando la proposición. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.


Artículo 37.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que no fuere incompatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicará el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO VI

DEL PRÉSTAMO DE VALORES


Artículo 38.- Con el objeto de asegurar el correcto funcionamiento del sistema, las Cámaras de Compensación o de Contrapartes Centrales y las empresas de depósito de valores reguladas por la ley N° 18.876, podrán establecer un registro de préstamo de valores en el cual se anotarán los valores disponibles para ser prestados y las operaciones de préstamo de valores celebradas.


Las sociedades administradoras podrán encargar a las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876, el registro establecido en el inciso anterior.


Artículo 39.- Para los efectos de esta ley, el préstamo de valores es un contrato en virtud del cual una persona, llamada prestamista, transfiere valores a otra, llamada prestatario, quien asume la obligación de restituir al primero, al vencimiento del plazo pactado, valores del mismo emisor, género, cantidad, clase y serie y de pagar una suma de dinero, denominada premio.


Artículo 40.- Los sistemas establecerán normas para la realización de operaciones de préstamo de valores, las cuales contendrán a lo menos las siguientes materias:


1. Los valores que podrán ser objeto de tales operaciones, los cuales deberán encontrarse libres de todo tipo de gravamen, carga, embargo o prohibición.


2. El plazo máximo para la restitución de los valores prestados, el cual no podrá ser superior al día hábil anterior a la fecha de vencimiento de los valores respectivos.


3. Las garantías para asegurar el cumplimiento de la obligación de restitución de los valores prestados; así como, las demás obligaciones que resulten de estas operaciones, el monto mínimo de aquellas y la forma en que las mismas serán valorizadas. En todo caso, el monto mínimo a garantizar en ningún momento podrá ser inferior a la suma del precio de los valores dados en préstamo y del premio pactado. Asimismo, sólo podrán ser objeto de tales garantías los bienes señalados en el número 8 del artículo 7° de la presente ley.


4. La forma y plazo en que el prestatario rembolsará al prestamista, el monto de los intereses, dividendos o cualesquiera otros derechos económicos que se hayan devengado en dicho lapso.


5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.


Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.
TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 41.- La Superintendencia podrá suspender el funcionamiento de un sistema cuando la sociedad administradora no cumpla con las disposiciones de esta ley, la normativa o las normas de funcionamiento o cuando el funcionamiento del sistema ponga en riesgo  el correcto funcionamiento del mercado de valores. Sin embargo, la Superintendencia podrá determinar que las funciones de la sociedad administradora queden limitadas a aquellas que no se vean afectadas por la falta de cumplimiento.

La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recurso de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del decreto ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.


Artículo 42.- Para efectos de la aplicación  del inciso primero del artículo 69 del Título IV del Código de Comercio, serán conexas las obligaciones derivadas de la aceptación de órdenes de compensación por un sistema  así como las demás obligaciones originadas al amparo de las normas de funcionamiento correspondientes. Para tales efectos, una vez notificada, de conformidad a lo previsto en el artículo 25 de esta ley, la resolución que dé inicio a un procedimiento concursal respecto de un participante, la sociedad administradora del sistema respectivo determinará el saldo neto acreedor o deudor que el fallido tenga con cada uno de los participantes o con la propia sociedad administradora del sistema con anterioridad a dicha notificación, y lo informará al síndico, detallando las obligaciones que hubieren sido compensadas. Las certificaciones que al efecto emita la sociedad administradora del sistema harán plena prueba para todos los efectos legales a que hubiere lugar.


Artículo 43.- Derógase el Título XIX, de la Cámara de Compensación, de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.


Artículo 44.- Derógase el Título IV, de la cámara de compensación, de la ley Nº 19.220, que regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios.


Artículo 45.- Agrégase, en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el sistema de pensiones, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:


“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un siete por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.


Artículo 46.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores:


1) Intercálese, en el artículo 2°, la siguiente letra m), pasando la actual letra m) a ser n) y eliminando la expresión “, y” de la letra “l”:


“m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.

2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: 


“Los valores que se encuentren depositados en la empresa, sólo podrán ser objeto de embargos, medidas prejudiciales o precautorias u otras limitaciones al dominio por obligaciones personales del depositante, cuando fueren de su propiedad y así lo identificare la cuenta respectiva. Si los valores se encontraren depositados por encargo de terceros en cuentas que identifiquen el nombre del mandante, sólo podrán ser objeto de las resoluciones antes señaladas por obligaciones contraídas por los señalados mandantes. Tratándose de valores depositados por el depositante a nombre propio pero por cuenta de terceros no identificados frente a la empresa, tales embargos o medidas sólo podrán hacerse efectivas en el registro que dicho depositante lleve de conformidad al artículo 179 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.

3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:


“Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en  un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema enviará una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes  a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.  Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.


Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.


La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.


4) Intercálase en el artículo 17, entre las palabras “mantenga en la empresa” y el punto final, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “de conformidad al inciso final del artículo 5°, de esta ley".


Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas, contenidas en la ley N° 18.046.


Artículo 48.- Agrégase en la letra c) del inciso primero del artículo 14 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, entre la expresión “custodia de valores” y el punto aparte (.), la siguiente oración “y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones”.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


Sin embargo, las entidades que a la fecha de entrada en vigencia efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses contados desde tal fecha para adecuarse a las disposiciones de esta ley. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el sistema de otorgamiento de 

concesiones de radiodifusión sonora.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, correspondiente al Boletín N° 4.740-15, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes enmiendas al texto aprobado por el Senado:

Artículo único


Ha introducido una nueva letra a), del siguiente tenor:


“a) Reemplázase el encabezado del inciso cuarto del artículo 13 por el siguiente:


“A partir de ese momento, pero nunca después de 250 días luego de expirado el periodo de la concesión, se procederá según los incisos segundo y tercero de este artículo. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión, no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas en el inciso anterior, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:”.”.

Letra a)


Ha pasado a ser b), reemplazada por la siguiente:


“b) En el inciso quinto del artículo 13, sustitúyese la expresión “licitación” por la expresión “sorteo público” y agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser séptimo:


“En todo caso, una misma empresa y sus empresas filiales, coligadas o relacionadas no podrán presentar más de una solicitud para una misma localidad, en un mismo concurso. De hacerlo, ninguna de las solicitudes será considerada en el concurso.”.”

Letra b)


Ha pasado a ser c), reemplazada por la siguiente:


“c) En el inciso sexto del artículo 13 A, sustitúyense las expresiones “licitación” por “sorteo público” y “la licitación” por “el sorteo público”.

Letra c)


Ha pasado a ser d)

Letra d)


Ha pasado a ser e)

Artículo nuevo


A continuación, ha incorporado el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.  En todos los concursos de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada que se hayan llamado o se llamen hasta tres años luego de la entrada en vigencia de esta ley, cada vez que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, y siempre que no se aplique el derecho preferente que corresponde a quien renueva, la concesión se asignará a aquel postulante que acredite contar con una mayor antigüedad en la plaza.


Se entenderá que se encuentra en la situación señalada, el postulante que al momento del llamado a concurso de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada, sea titular de una concesión de radiodifusión, a lo menos por cinco años, para la misma plaza en la banda de amplitud modulada, y no sea titular ni opere ninguna otra concesión en la banda de frecuencia modulada en dicha plaza.


La identidad de plaza entre la concesión del postulante y la sometida a concurso público se producirá cuando la ciudad o localidad con mayor número de habitantes comprendida dentro de la zona de servicio de ambas, sea la misma.


De no poder aplicarse los criterios anteriores, o de subsistir la igualdad una vez aplicados, el concurso se resolverá por sorteo público entre los postulantes que lleguen en igualdad.


Los concursos cuyo llamado sea posterior a los tres años señalados en el inciso primero del presente artículo, no se someterán a éste, sino que exclusivamente a lo señalado en los artículos 13 y 13 A de la ley N° 18.168.”.”.

- - -



En discusión las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero y Letelier.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Romero deja constancia de que la radiodifusión chilena comparte las enmiendas en análisis.



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones, son aprobadas por 21 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Sabag.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones:


a) Modifícase el artículo 13, de la manera que sigue:


i. Reemplázase el encabezamiento del inciso cuarto, por el siguiente:


“A partir de ese momento, pero nunca después de 250 días luego de expirado el período de la concesión, se procederá en conformidad con los incisos segundo y tercero de este artículo. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas en el inciso anterior, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:”.


ii. Sustitúyese, en el inciso quinto, la expresión “licitación” por “sorteo público”.


iii. Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser séptimo:


“En todo caso, una misma empresa y sus empresas filiales, coligadas o relacionadas no podrán presentar más de una solicitud para una misma localidad, en un mismo concurso. De hacerlo, ninguna de las solicitudes será considerada en el concurso.”.


b) Reemplázanse, en el inciso sexto del artículo 13 A, las expresiones “licitación” por “sorteo público” y “la licitación” por “el sorteo público”.


c) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21, por el siguiente:


“En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, de concesiones y permisos, se requerirá la autorización previa de la Subsecretaría, la que no podrá denegarla sin causa justificada. En el caso de concesiones de radiodifusión sonora, la autorización no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones de la concesión hayan sido autorizadas de conformidad con el artículo 24 A y que hayan transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se haya iniciado legalmente el servicio. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario o permisionario, en su caso.”.


d) Agréganse, en el número 4 del artículo 36, a continuación de la letra g), las siguientes letras h) e i), nuevas, reemplazándose, en la letra f), la expresión “, y” por un punto y coma (;), y, en la letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;):


“h) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión sonora, sin la previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, e


i) El no uso de la concesión dentro del término de un año, contado desde la fecha de su otorgamiento.”.


Artículo transitorio.- En todos los concursos de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada que se hayan llamado o se llamen hasta tres años luego de la entrada en vigencia de esta ley, cada vez que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, y siempre que no se aplique el derecho preferente que corresponde a quien renueva, la concesión se asignará a aquel postulante que acredite contar con una mayor antigüedad en la plaza.


Se entenderá que se encuentra en la situación señalada, el postulante que al momento del llamado a concurso de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada, sea titular de una concesión de radiodifusión, a lo menos por cinco años, para la misma plaza en la banda de amplitud modulada, y no sea titular ni opere ninguna otra concesión en la banda de frecuencia modulada en dicha plaza.


La identidad de plaza entre la concesión del postulante y la sometida a concurso público se producirá cuando la ciudad o localidad con mayor número de habitantes comprendida dentro de la zona de servicio de ambas, sea la misma.


De no poder aplicarse los criterios anteriores, o de subsistir la igualdad una vez aplicados, el concurso se resolverá por sorteo público entre los postulantes que lleguen en igualdad.


Los concursos cuyo llamado sea posterior a los tres años señalados en el inciso primero, no se someterán a éste, sino que exclusivamente a lo señalado en los artículos 13 y 13 A de la ley N° 18.168.”.

_____________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia, correspondiente al Boletín N° 6.220-10, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por ser de aquellos proyectos de artículo único, discutió la iniciativa en general y en particular y la aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores  Gazmuri, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual procedimiento y aprobó el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.



Finalmente, hace presente que el Anexo 10-C.2, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, según lo establece el artículo 108 de la Constitución Política de la República, en atención a que incidirá, eventualmente, en las facultades que la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor y que el artículo 5.9 del Tratado tiene el carácter de norma de quórum calificado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos y de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio para su aprobación, en cumplimiento de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental, respectivamente.
- - -



En discusión el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri, Núñez, Navarro, Zaldívar, Ominami y Romero; al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Letelier, Larraín, Kuschel y Espina, señora Alvear y señor Orpis.



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Ominani solicita segunda discusión de esta iniciativa.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien retira esta solicitud, en el entendido de que se dé adecuada publicidad al debate habido en la Sala en relación con esta iniciativa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor y 2 abstenciones de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita que el Senado efectúe en el mes de marzo próximo, una sesión especial a fin de analizar la política minera del país.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Gómez y Núñez. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Núñez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia”, sus Anexos y Cartas Complementarias, suscritos en Canberra, el 30 de julio de 2008.”.

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que prorroga el régimen de Zona Franca Industrial de insumos de partes y piezas para la minería, en la comuna de Tocopilla, en la 

Región de Antofagasta, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el régimen de Zona Franca Industrial de insumos de partes y piezas para la minería, en la comuna de Tocopilla, en la Región de Antofagasta, correspondiente al Boletín N° 6.373-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que la Comisión de Hacienda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”, discutió este proyecto en general y particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.



Cerrado el debate y sometida a votación en general y particular la iniciativa, es aprobada por 21 votos a favor y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.709, que establece un régimen de zona franca industrial de insumos, partes y piezas para la minería en la comuna de Tocopilla en la II Región, la palabra “ocho” por “doce”.”.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, con nuevo informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, correspondiente al Boletín N° 6.195-04.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y particular a la vez, por ser de aquéllos  de artículo único y, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide, acordó rechazar el proyecto, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para que, en calidad de Presidente accidental, pase a presidir la sesión el Honorable Senador señor Kuschel.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien señala que, de acuerdo a su ubicación en la Tabla, correspondería ocuparse, en este momento, del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, correspondiente al Boletín N° 5.918-07.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Prokurica y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -



En discusión en general y particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Larraín, Navarro y Núñez, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señor Ominami, señora Matthei y señores Ruiz-Esquide y Espina y Longueira.

- - -



Luego de su intervención, el Honorable Senador señor Prokurica vuelve a presidir la sesión.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que en este momento ha llegado a la Mesa un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07).


-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para abrir la votación de este proyecto.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que propone rechazar el proyecto por regular una materia que es de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobado por 14 votos contra uno, 5 abstenciones y dos pareos.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Escalona, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Longueira, Novoa, Núñez, Orpis, Ruiz-Esquide y Sabag. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Kuschel y Letelier.



Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su voto.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores  Horvath, Larraín, Muñoz Barra, Ominami y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores  Espina y Coloma.


A continuación, el señor Presidente señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta, para lo cual propone, según lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, que la representación del Senado esté integrada por los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Arancibia al señor Contralor General de la República, requiriendo diversos antecedentes relativos a la personalidad jurídica y su constitución como empresa del Movimiento de Izquierda Revolucionario, en relación con el otorgamiento de los beneficios que contempla la ley N° 19.234.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, al señor Intendente de la XI Región, solicitando adoptar las medidas necesarias respecto de la ocupación del puente Presidente Ibáñez, en la comuna de Puerto Aysén, tales como la construcción de un camino alternativo por el Lago Portales hacia Coyhaique y la habilitación de un puente provisorio o, en subsidio, la dotación de una barcaza.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 90ª, ESPECIAL, EN VIERNES 30 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y, en calidad de Presidente Accidental, del Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, el señor Ministro de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.



Actúan de Secretario General y Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva.

_________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia que hizo presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 5.522-07).



3.- Proyecto de ley que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (Boletín N° 6.174-05).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



5.- Proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13).



7.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (Boletín N° 5.324-07).



8.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de asociacionismo municipal (Boletín Nº 5.224-07).


10.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



11.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional para la Cruz Roja Internacional (Boletín N° 5.985-10).


12.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), suscrito en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, el 23 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.035-10).


13.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



14.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



17.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).



19.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



20.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).


21.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).


22.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).


23.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03).



24.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).


25.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora, a la ley N° 20.063, el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (Boletín N° 6.088-05).


26.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


27.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04).


28.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



29.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).


30.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).


31.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



32.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).


33.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).



34.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (Boletín N° 5.971-17).


35.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (Boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



36.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



37.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



-- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional los días 9 a 14 de febrero del presente año, en visitas oficiales en la ciudad de Tegucigalpa, República de Honduras, y en la ciudad de La Habana, República de Cuba.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que perfecciona el Seguro Obligatorio de Cesantía e introduce cambios a otras normas legales (Boletín N° 6.036-13).


2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (Boletín N° 5.725-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de de reforma constitucional que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07), con las enmiendas que señala.



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes, comunica que ha aprobado los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que perfecciona la retención, por parte del empleador, como modalidad de pago de la pensión alimenticia, con el objeto de hacerla efectiva (Boletín N° 6.140-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



2.- Proyecto de ley que denomina Edificio Poetisa Gabriela Mistral al actual Edificio Diego Portales, ubicado en la comuna de Santiago, Región Metropolitana (Boletín N° 4.926-24).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3.- Proyecto de ley que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (Boletín N° 6.174-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de dotar al Cuerpo de Bomberos de Chaitén de los medios que requiere para continuar desarrollando su importante labor.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto de la situación planteada por don Omar Barrera.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a la adopción de medidas para mejorar la seguridad en Chaitén.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, al cual adhirieron los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero y Girardi, acerca de la vulneración de que fue objeto la página web de ChileCompra.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Vásquez, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto que permita revalorizar las pensiones de los ex funcionarios del Congreso Nacional, jubilados durante el período del régimen militar, y sus montepiadas (Boletín N° S 1.096-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la realización de ajustes de caja que permitan cancelar los estados de pago en la Región de Aysén.



Del señor Gerente General de ENAP, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la utilización del subsidio al transporte regional, aprobado en forma paralela al otorgamiento de recursos para el Transantiago.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación, a fin de analizar el caso de la compra de aviones Mirage, 

en 1994.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial la ha citado de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento del Senado. 



Añade que a esta sesión ha sido invitado el señor Ministro de Defensa Nacional.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que esta sesión la ha convocado dado el interés público que ha generado la compra de aviones Mirage y agrega que estima de toda prudencia, e incluso una obligación, analizar la materia, en virtud de que, entre otras cosas, se trató de la primera compra de armas realizada por los Gobiernos posteriores a la recuperación de la democracia.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien solicita que se informe respecto del tiempo con que cuenta cada Comité para hacer uso de la palabra.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien indica que los tiempos que corresponden a cada Comité son los siguientes: Partido Unión Demócrata Independiente, 16 minutos; Partido Renovación Nacional, 14 minutos; Independientes, 12 minutos; Partido Socialista, 14 minutos; Partido Demócrata Cristiano, 12 minutos; Partido Por la Democracia e Independiente, 7 minutos; Partido Radical Social Demócrata, 7 minutos  y, finalmente, al señor Ministro de Defensa Nacional, 20 minutos.
- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Larraín y Frei.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Ávila ha solicitado que se de lectura a su intervención por parte del señor Secretario General.



Requerido el acuerdo de la Sala, no se obtiene por oposición de los Honorables Senadores señores Vásquez y Arancibia 

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Núñez, Ominami y Gazmuri; al señor Ministro de Defensa Nacional y a los Honorables Senadores señores Espina y Romero.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que, en calidad de Presidente accidental, pase a presidir la sesión el Honorable Senador señor Romero.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia y Zaldívar, quien, luego de intervenir, vuelve a presidir la sesión.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita intervenir toda vez que ha sido aludido por el Honorable Senador señor Zaldívar durante su discurso.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor  Pizarro y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia. 



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de esta sesión, con el objeto de que pueda hacer uso de la palabra el Honorable Senador señor Gazmuri, quien lo ha solicitado para hacerse cargo de las expresiones que emitió con anterioridad.



Así se acuerda, procediendo el señor Presidente a conceder el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri.



Luego, el señor Presidente señala que han llegado a la Mesa tres proyectos de acuerdo y además existe una solicitud para que la Comisión de Defensa Nacional revise la política de compra de armamentos del Estado. 



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien expresa que, reglamentariamente, corresponde dar cuenta de estos proyectos de acuerdo en la próxima sesión ordinaria y dejar su  resolución para el Tiempo de Votaciones de la sesión siguiente a aquélla, salvo que la Sala, por unanimidad, acuerde obrar de otra manera.



Posteriormente, y con el objeto de analizar estas materias, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para prorrogar la sesión.



No hay acuerdo. 
Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE SUSPENDE POR CUATRO AÑOS LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULOS 3º TRANSITORIO DE LA LEY Nº 20.158

(6195-04)



La Cámara de Diputados, en sesión 130ª ha tomado conocimiento del rechazo del proyecto de ley que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, correspondiente al Boletín Nº 6.195-04.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


-Don Sergio Bobadilla Muñoz

-Don Rodrigo González Torres


-Don Manuel Monsalve Benavides


-Don Gabriel Silber Romo

-Don Germán Verdugo Soto

****


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 117/SEC/09, 21 de enero de 2009.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA POR GRACIA A JOAN ALISON TURNER ROBERTS

(6077-17)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, a doña Joan Alison Turner Roberts.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE PROCEDIMIENTO PARA  RECLAMACIÓN DE MULTAS DE LA SUPERINTENDENCIA DE VALORES Y SEGUROS

(5998-07)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"


Artículo único.- Modifícase el artículo 30 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, en el siguiente sentido:





a) Reemplázanse en el inciso segundo las expresiones "el juez de letras en lo civil que corresponda, dentro del plazo de diez días de indicado" por las siguientes: "la Corte de Apelaciones de Santiago dentro del plazo de diez días indicado".





b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto por el siguiente:





"La Corte de Apelaciones de Santiago deberá pronunciarse en cuenta si el reclamo es admisible y si ha sido interpuesto dentro del término legal. Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por seis días hábiles a la Superintendencia, notificándole esta resolución por oficio. Evacuado el traslado o acusada la rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. Los recursos de que trata este artículo gozarán de preferencia en la formación de la tabla de causas para la vista. La Corte dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso. La sentencia que no de lugar a la reclamación condenará necesariamente en costas al reclamante.".".
***

Hago presente a V.E. que el proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 87 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.516, DE 1980, REFERIDO A LA SUBDIVISIÓN DE PREDIOS RÚSTICOS

(5049-01)




Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-  
Derógase el inciso octavo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, de 1980.


Artículo 2°.-   
Declárase saneado, por el solo ministerio de la ley, el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de la constancia prevista en el inciso octavo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, de 1980. 

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial, ni afectará lo resuelto por sentencias ejecutoriadas.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y OMINAMI, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 164 DE LA LEY Nº 18.045, DE MERCADO DE VALORES, EN MATERIA DE INFORMACIÓN PRIVILEGIADA

(4852-05)

HONORABLE SENADO:

SYMBOL 32 \f "Symbol" \s 12 \hVuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto y Carlos Ominami Pascual.

A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Superintendente de Valores y Seguros, señor Guillermo Larraín, el Fiscal de Valores de la Superintendencia, señor Armando Massarente,  el Jefe de Gabinete del Superintendente,  señor Daniel García, y el asesor del Ministerio de Hacienda señor Héctor Lehuedé.
- - - 

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO

El principal objetivo de la iniciativa en informe es otorgar el carácter de información privilegiada a los estados financieros de las empresas después de entregados a la Superintendencia de Valores y Seguros.

- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nº 1.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nº 2.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay. 


V.- Indicaciones retiradas: no hay.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


La iniciativa legal en discusión consta de un artículo único, cuyo texto aprobado en general es el siguiente:

“Articulo único: Incorpórese el siguiente inciso final al artículo 164 de la ley 18.045, sobre mercado de valores:

“Tratándose de los estados financieros, para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, éstos tendrán siempre el carácter de información privilegiada hasta treinta días después que hayan sido entregados a la Superintendencia de Valores y Seguros.”.”.

A continuación se describen las indicaciones formuladas y los acuerdos adoptados a su respecto.

En este artículo recayeron las indicaciones Nºs 1 y 2 del Honorable Senador señor Novoa, del siguiente tenor:


1.-
Para suprimir el inciso propuesto.


2.-
Para consultar el siguiente artículo:


“Artículo...- Agrégase, al artículo 165 de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores, el siguiente inciso quinto:


“Se presume que existe uso de información privilegiada en toda transacción de valores emitidos por una sociedad sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros que se efectúe por las personas o entidades a que se refieren los artículos 96, 97 y 100 de esta ley y 44 y 50 de la ley Nº 18.046 sobre sociedades anónimas, dentro del plazo de que disponga el emisor para presentar a la Superintendencia de Valores y Seguros sus informes y estados financieros trimestrales y anuales, de conformidad con la Sección II, Capítulo I, apartado A.1 de la norma de carácter general Nº 30 de dicha Superintendencia y dentro de los cinco días anteriores al inicio del cómputo del mencionado plazo.”.”.

El Honorable Senador señor Novoa, con relación a la segunda indicación formulada, expuso que pretende establecer un plazo más adecuado dentro del cual se entienda que existe uso de información privilegiada.

El representante del Ejecutivo, señor Lehuedé, sobre la indicación señalada, sugirió pedir la opinión de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), y expresó que una modificación como la propuesta, que agrega un inciso quinto al artículo 165 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, sería mejor efectuarla al artículo 166 del mismo cuerpo legal, haciendo, además, una referencia genérica a la normativa de la Superintendencia de Valores y Seguros y no específica como se formula en la indicación en estudio.
En la siguiente sesión, el Superintendente de Valores y Seguros expuso su opinión ante la Comisión, manifestando compartir plenamente la inspiración de la moción y de las indicaciones, pero señaló tener observaciones sobre cada una de ellas para hacerlas más eficaces en cuanto a la finalidad perseguida.

Respecto de la moción, observó que lo más relevante es lo que ocurre con la información privilegiada antes de que ésta sea pública y no después, como pareciera indicar la mencionada moción.

Con relación a la segunda indicación del Honorable Senador señor Novoa, señaló que ésta consulta una norma de carácter general que es muy específica, como lo es la N° 30 de la Superintendencia del ramo, por lo que no es la más conveniente para establecer los parámetros relacionados. Respecto de la fecha y los plazos en referencia a los cuales se establece el uso de información privilegiada, indicó que le parece mucho más relevante la fecha en que los directorios tratan los temas relacionados con la presentación de los estados financieros, que aquella en que dichos estados se hacen públicos. Además, manifiesta que la indicación establece una presunción de uso de información privilegiada y, en general, lo que la ley ha presumido es la tenencia de dicha información sancionando su uso. 

Destacó que tanto en la moción como en la indicación está presente la idea de establecer períodos llamados de “blackout” o bloqueo, y su repartición es partidaria de dicha idea, puesto que, muchas veces ocurre que para la Superintendencia es muy difícil probar el uso de información privilegiada a pesar de que en el mercado existan antecedentes fundados de que así ha ocurrido. Por tanto, el instrumento “blackout”  permite resguardar la fe pública cuando se estima que existe uso de información privilegiada, pero no se puede probar este hecho.

A continuación, refirió que respecto del “blackout” deben efectuarse tres consideraciones especiales, la primera, relativa al momento en que se establecerá que existe dicho período, habida consideración que se debe distinguir entre los estados financieros y situaciones de otro orden como, por ejemplo, fusiones de empresas; la segunda, relativa a la duración del período de “blackout”, que es diferente en la moción y en la indicación; y, la tercera, referida a las personas que serán alcanzadas por la cobertura del “blackout”, estimando que debería incluirse a personas que tienen acceso a información privilegiada pero que no están directamente vinculados a las decisiones que la generan, como auditores, abogados externos, funcionarios de la banca de inversión o personas en una posición privilegiada, como puede ser el mismo Superintendente al momento de renunciar a su cargo.

En conclusión, para legislar sobre el “blackout” debe tomarse en cuenta que existen tres dimensiones diferentes, relacionadas con las distintas personas que se ven involucradas con la tenencia y uso de información privilegiada, como son aquellas relacionadas con los estados financieros de las empresas, aquellas que pueden actuar dentro de un proceso de fusión de empresas y aquellas  que siendo externas a las empresas tienen acceso a dicha información, lo que implica la necesidad de que existan períodos diferentes de “blackout” según la situación de que se trate.

El Honorable Senador señor Novoa precisó que su indicación busca que se presuma el uso de información privilegiada dentro de los cinco días anteriores al comienzo del plazo para presentar los estados financieros de la empresa y durante todo el período posterior de que disponga para presentar dichos estados.
El Honorable Senador señor Ominami manifestó que en enero del año 2007, durante la tramitación de la ley de Mercado de Capitales, el Ejecutivo se comprometió a legislar sobre el tema de la información privilegiada a partir de marzo del mismo año, por lo que resulta evidente que el compromiso no se cumplió y, por lo mismo, solicita el rápido despacho de la moción. 

Prosiguió señalando que el plazo de 30 días que contempla la moción puede ser excesivo, lo que fue corroborado por el Superintendente de Valores y Seguros, por lo que perfectamente puede reducirse a 5 días, pero lo que no debe permitirse es que se utilice la información de la Ficha Estadística Codificada Uniforme (FECU) apenas ésta se hace pública.

Agregó que la segunda indicación del Honorable Senador señor Novoa es muy interesante porque establece una presunción de uso de información privilegiada, por lo que le parece conveniente su aprobación.

El Honorable Senador señor García expresó su parecer respecto de que debieran aprobarse las dos indicaciones del Honorable Senador señor Novoa, porque de la lectura del artículo 164 de la ley Nº 18.045 se desprende que están comprendidos los estados financieros dentro de la información privilegiada que en dicho artículo se regula.

La  Honorable Senadora señora Matthei  señaló que se generan menos dudas cuando la ley dispone que dentro de un determinado plazo existe información privilegiada.

Asimismo, indicó que es poco claro el inciso primero del referido artículo 164 porque para establecer que una información es privilegiada se debe interpretar que el conocimiento de dicha información sea capaz de influir en la cotización de los valores emitidos, en cambio en el inciso segundo no se deja tanto margen para una decisión subjetiva, por lo que lo ideal sería que hubiera más certeza e igual regulación para todas las situaciones relacionadas.

Además, planteó que los mercados reaccionan muy rápido al conocer la información sobre una determinada situación, por lo que si la información sobre los estados financieros se publica en el sitio web de la SVS sería mejor cambiar el plazo propuesto por la moción hasta las 48 horas siguientes a la mencionada publicación.
El Honorable Senador señor García manifestó concurrir a la propuesta precedentemente planteada, aunque pudiera ser que el referido plazo de 48 horas sea excesivo respecto de los objetivos que se persiguen.

En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 1, con modificaciones, para los efectos de mantener el espíritu de la moción, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 2 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.
En la siguiente sesión, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, reabrir el debate para revisar la redacción de los artículos del proyecto.

El Honorable Senador señor Ominami manifestó que la moción busca extender el deber de abstención por un tiempo determinado después de que se ha presentado la FECU de una empresa, quedando pendiente establecer si el plazo de prohibición será de 24 ó 48 horas desde la referida presentación. Agregó que no tenía objeciones respecto de que el plazo de prohibición sea de 24 horas desde que se presenta la Ficha Estadística.

A continuación, la Comisión escuchó al Superintendente de Valores y Seguros, señor Larraín, quien expuso que en materia de información privilegiada, los tres tipos de infracciones que existen son faltar al deber de abstención, faltar al deber de no revelar información privilegiada y el uso de información privilegiada.

Indicó que han encargado a economistas extranjeros que hagan una evaluación acerca de cuan importante es el uso de información privilegiada en el país, porque hasta ahora aparece que el movimiento de precios anómalos, que podrían estar relacionados con el uso de dicha información, es mayor al de otros países comparables.

Manifestó que la forma en que han tratado la materia desde la Superintendencia de Valores y Seguros ha surtido efectos en el sentido de que el sector privado está debatiendo acerca de ella y la forma de enfrentarla.

Agregó que se ha firmado un protocolo entre la Superintendencia y otras reparticiones del sector público, porque la información privilegiada también es manejada por Servicios específicos y se quiere lograr procedimientos uniformes y correctos en la materia.

Destacó que en las últimas semanas se han emitido dos fallos relacionados con la materia que los ocupa, que ratifican la doctrina de la SVS, en orden a que los estados financieros son información privilegiada de por sí, y consigna que no existe atisbo de exceso administrativo por parte de la Superintendencia.

Observó que en promedio las compañías se demoran tres días desde que aprueban los estados financieros hasta que lo hacen público, que en algunos casos puede ser razonable pero en otros no lo es.

Añadió que han instruido a las compañías para que establezcan períodos de blackout, existiendo sociedades que han implementado períodos de 60 días hasta otras que lo hacen por una semana. Además, indicó que existe un grupo de doce sociedades que hace terminar el período de blackout al momento de hacer públicos los estados financieros y otro de 19 compañías que lo hace terminar un día después de la liberación de los estados financieros, por lo que parece razonable lo que propone el Honorable Senador señor Ominami.

Asimismo, expuso que distinto es lo que ocurre en el período previo a que se hagan públicos los estados financieros porque existen compañías que van hasta los 60 días anteriores para establecer un blackout, por lo que estimó que se podría ir más allá del plazo propuesto por el proyecto y pensar en 10 días o 15 días para que sea más adecuado.

El Honorable Senador señor Frei expresó que es diferente el efecto de considerar información privilegiada los estados financieros según si estos se presentan a las 09:00 am de un día en que funcionan los mercados a si se presenta en un momento en que están cerrados, y ello debiera considerarse al momento de establecer el período llamado de blackout en el proyecto.

El Honorable Senador señor García sugirió, que en vista de las complejidades que presenta la redacción de los artículos del proyecto, la SVS proponga una nueva que pueda ser discutida y aprobada por la Comisión.

El Honorable Senador señor Ominami señaló que lo ideal sería aprobar la moción parlamentaria sin perjuicio de hacerse cargo de las sugerencias de la Superintendencia.
La Honorable Senadora señora Matthei  manifestó que la indicación número 2 se refiere a una norma de carácter general que puede cambiar en cualquier minuto, lo que no es conveniente.

Asimismo, expresó estar de acuerdo con que se legisle sobre la materia, pero que para hacerlo bien sería mejor convenir una nueva redacción entre los Honorables Senadores y la Superintendencia.

El Honorable Senador señor Ominami planteó que dentro de esa nueva redacción debiera considerarse cambiar, en el artículo 1º de la iniciativa, la palabra “tendrán” por “mantendrán” y fijar en 24 horas el plazo en que los estados financieros mantienen el carácter de información privilegiada después de hacerse públicos.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió la propuesta de redacción de la Superintendencia de Valores y Seguros, la que recoge los planteamientos y sugerencias formulados por los Honorables Senadores en la sesión precedente.

Dicha propuesta es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE LEY

Artículo primero: En la Ley N° 18.045, sobre mercado de valores, incorpórese el siguiente  nuevo artículo 165 bis:

“Artículo 165  bis.-  Se presume que existe uso de información privilegiada en toda transacción de valores de un emisor en el período que comienza con quince días de antelación al día en que se aprueben sus estados financieros, por el órgano de administración competente, hasta el momento de su divulgación por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”.
Artículo segundo: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas:

1) Incorpórese el siguiente nuevo artículo 41 bis:

“Artículo 41 bis.- Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores, deberán establecer como parte de sus políticas internas, una prohibición a sus directores, gerente general y ejecutivos principales, de comprar o vender, directa o indirectamente, las acciones emitidas por la sociedad o instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores, en períodos relacionados a la aprobación y divulgación de los estados financieros de la sociedad.
Estas políticas internas quedarán contenidas en un documento que deberá ser puesto a disposición del público en la forma, plazos y periodicidad que establezca al efecto la Superintendencia.

La prohibición a la que hace referencia este artículo, deberá contemplar aquellos períodos que comienzan con no menos de quince días de antelación al día en que se aprueben por el directorio los estados financieros de que se trate, y que finalizan no antes del inicio del segundo día hábil bursátil siguiente a la divulgación de los mismos por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”.
Mientras esté vigente un período en el cual sea aplicable la prohibición a la que hace referencia este artículo, las sociedades  no podrán adquirir acciones de su propia emisión, salvo en el caso establecido en el número 1) del artículo 27.

2) Incorpórese el siguiente nuevo número 6) al artículo 42, pasando los actuales números 6) y 7) a ser 7) y 8), respectivamente:

“6)  Comprar o vender durante el período de prohibición establecido por la sociedad en virtud de lo dispuesto en el artículo 41 bis, directa o indirectamente, las acciones emitidas por la sociedad o instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores.
Se exceptuarán de lo dispuesto en este número las compras relacionadas con los planes de compensación señalados en el artículo 24 y las efectuadas en el ejercicio del derecho de opción preferente, derivado de su calidad de accionista, a que se refiere el artículo 25.”.
3)
En el inciso primero del artículo 50, intercálese, entre la expresión “41,” y el número “42”, la expresión “41 bis,”.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si en el artículo 165 bis que se propone queda claro quienes son las personas hacen uso de información privilegiada.

Se hizo presente que el inciso primero del artículo 165 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, establece que cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada. Se agregó que fue respecto del referido artículo que se presentó la indicación del Honorable Senador señor Novoa, que es la que toma la SVS para elaborar su propuesta eliminando las referencias a leyes y normas de carácter general de la Superintendencia y amplía el plazo de 5 días a los 15 días anteriores a aquel en que se aprueben sus estados financieros.
El Honorable Senador señor Frei destacó que la propuesta de la SVS recoge lo planteado por la Comisión en cuanto al plazo de prohibición adecuado previo a la presentación de los estados financieros y al plazo de prohibición posterior a la referida presentación.
El Honorable Senador señor Ominami expresó tener una observación técnica, en el sentido de que hay que entender incluidos en el artículo 41 bis que se propone a los títulos representativos de acciones como bonos convertibles en acciones o los American Depository Receipts (ADR) y las opciones de compra de acciones.
El Honorable Senador señor García observó  que, efectivamente, los referidos títulos o instrumentos quedan incluidos en la norma cuando establece una prohibición de comprar o vender acciones emitidas por la sociedad o instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores, en períodos relacionados a la aprobación y divulgación de los estados financieros de la sociedad.
En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Ominami reiteró su duda acerca de si la redacción del artículo 41 bis incluye la compra y venta de títulos representativos de acciones y opciones de compra de acciones, por lo que planteó que debería quedar claramente establecido en la ley.
El Fiscal de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Massarente, expresó que sería mejor incluir la referencia a los títulos representativos y opciones de compra de acciones en el articulado del proyecto.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la redacción propuesta del artículo 165 bis es vaga e imprecisa en cuanto a los sujetos a los que se circunscribe, por lo que cualquier persona podría caer en el uso de información privilegiada, dado lo cual debe restringirse de forma explícita a aquellos sujetos mencionados en el artículo 165 de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores.

El Fiscal de Valores de la SVS, señor Massarente, manifestó que el artículo 165 bis propuesto podría modificarse para que pase a ser un inciso del artículo 165, quedando de esa forma más claro que su contenido se limita a los sujetos allí consignados.

La Honorable Senadora señora Matthei expuso que le parecía más razonable lo precedentemente expuesto, y que además debiera concordarse con la norma sobre la materia que se contiene en el proyecto sobre perfeccionamientos a los gobiernos corporativos de las empresas. Asimismo, sostuvo que la redacción que se propone para la moción sirve de argumento para la defensa de quienes se encuentran en juicio por haber hecho uso de información privilegiada.
El Honorable Senador señor Ominami planteó que la redacción que se propone fue discutida con la SVS y se aseguró que no se cambia el carácter de lo que se entiende por información privilegiada, sino que lo que se hace es presumir su uso dentro de ciertos períodos, por lo tanto no se está determinando si es o no información privilegiada.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, dejó constancia de que con el proyecto en discusión no se innova en cuanto a que los estados financieros de las compañías constituyen por sí mismos información privilegiada mientras no se hacen públicos, sino que sólo se establece una presunción de uso de dicha información.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 1 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 2, con modificaciones, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.
- - -

MODIFICACIONES
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo único
Reemplazarlo por los siguientes, nuevos:

“Artículo 1º.- En la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, incorpórase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 165:

“Se presume que existe uso de información privilegiada en toda transacción de valores de un emisor en el período que comienza con quince días de antelación al día en que se aprueben sus estados financieros por el órgano de administración competente, hasta el momento de su divulgación por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”. 
Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas:

1) Incorpórase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:

“Artículo 41 bis.- Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores, deberán establecer como parte de sus políticas internas, una prohibición a sus directores, gerente general y ejecutivos principales, de comprar o vender, directa o indirectamente, las acciones emitidas por la sociedad, títulos representativos de éstas, opciones de suscripción, de compra o venta de acciones y de instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores, en períodos relacionados a la aprobación y divulgación de los estados financieros de la sociedad.

Estas políticas internas quedarán contenidas en un documento que deberá ser puesto a disposición del público en la forma, plazos y periodicidad que establezca al efecto la Superintendencia.

La prohibición a la que hace referencia este artículo, deberá contemplar aquellos períodos que comienzan con no menos de quince días de antelación al día en que se aprueben por el directorio los estados financieros de que se trate, y que finalizan no antes del inicio del segundo día hábil bursátil siguiente a la divulgación de los mismos por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”.

Mientras esté vigente un período en el cual sea aplicable la prohibición a la que hace referencia este artículo, las sociedades  no podrán adquirir acciones de su propia emisión, salvo en el caso establecido en el número 1) del artículo 27.

2) Incorpórase el siguiente nuevo número 6) al artículo 42, pasando los actuales números 6) y 7) a ser 7) y 8), respectivamente:

“6)  Suscribir, comprar o vender durante el período de prohibición establecido por la sociedad en virtud de lo dispuesto en el artículo 41 bis, directa o indirectamente, acciones emitidas por la sociedad, títulos representativos de éstas, opciones de suscripción, de compra o de venta de acciones y de instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores.

Se exceptuarán de lo dispuesto en este número las compras relacionadas con los planes de compensación señalados en el artículo 24 y las efectuadas en el ejercicio del derecho de opción preferente, derivado de su calidad de accionista, a que se refiere el artículo 25.”.

3) En el inciso primero del artículo 50, intercálase, entre la expresión “41,” y el número “42”, la expresión “41 bis,”.”. (Unanimidad 5x0. Indicaciones Nºs 1 y 2).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- En la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, incorpórase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 165:

“Se presume que existe uso de información privilegiada en toda transacción de valores de un emisor en el período que comienza con quince días de antelación al día en que se aprueben sus estados financieros, por el órgano de administración competente, hasta el momento de su divulgación por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”.
Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas:

1) Incorpórase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:

“Artículo 41 bis.- Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores, deberán establecer como parte de sus políticas internas, una prohibición a sus directores, gerente general y ejecutivos principales, de comprar o vender, directa o indirectamente, las acciones emitidas por la sociedad, títulos representativos de éstas, opciones de suscripción, de compra o venta de acciones y de instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores, en períodos relacionados a la aprobación y divulgación de los estados financieros de la sociedad.

Estas políticas internas quedarán contenidas en un documento que deberá ser puesto a disposición del público en la forma, plazos y periodicidad que establezca al efecto la Superintendencia.

La prohibición a la que hace referencia este artículo, deberá contemplar aquellos períodos que comienzan con no menos de quince días de antelación al día en que se aprueben por el directorio los estados financieros de que se trate, y que finalizan no antes del inicio del segundo día hábil bursátil siguiente a la divulgación de los mismos por el sistema que al efecto establezca la Superintendencia.”.

Mientras esté vigente un período en el cual sea aplicable la prohibición a la que hace referencia este artículo, las sociedades  no podrán adquirir acciones de su propia emisión, salvo en el caso establecido en el número 1) del artículo 27.

2) Incorpórase el siguiente nuevo número 6) al artículo 42, pasando los actuales números 6) y 7) a ser 7) y 8), respectivamente:

“6)  Suscribir, comprar o vender durante el período de prohibición establecido por la sociedad en virtud de lo dispuesto en el artículo 41 bis, directa o indirectamente, acciones emitidas por la sociedad, títulos representativos de éstas, opciones de suscripción, de compra o de venta de acciones y de instrumentos cuya rentabilidad esté determinada por esos valores.

Se exceptuarán de lo dispuesto en este número las compras relacionadas con los planes de compensación señalados en el artículo 24 y las efectuadas en el ejercicio del derecho de opción preferente, derivado de su calidad de accionista, a que se refiere el artículo 25.”.

3) En el inciso primero del artículo 50, intercálase, entre la expresión “41,” y el número “42”, la expresión “41 bis,”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 de julio y 1 de agosto de 2007, 17 de diciembre de 2008, y 14 y 21 de enero de 2009, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez, Carlos Ominami Pascual (Presidente accidental) y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 3 de marzo de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y NAVARRO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE CONDONE DEUDAS QUE TENÍAN HASTA EL AÑO 2008, POR CONCEPTO DE SERVICIO DOMICILIARIO DE ASEO, LAS FAMILIAS QUE HABITAN EN VIVIENDAS O UNIDADES VECINALES CUYO AVALÚO FISCAL ES IGUAL O INFERIOR A 225 UNIDADES TRIBUTARIAS MENSUALES, ACTUALMENTE EXENTAS DE DICHO PAGO

(S 1149-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que el 30 de mayo de 1996 se  promulgó el Decreto N ° 2.385  que fija el texto refundido y sistematizado del Decreto Ley 3.063 de 1979 sobre rentas municipales, el cual en su articulo 7° establece actualmente “que las municipalidades cobrarán un derecho trimestral por el servicio domiciliario de aseo de cada vivienda  o unidad  habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo”.

2.- Que en ese mismo artículo se estableció que “quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales”.

3.-  Que si bien es cierto, esta ley establece que las municipalidades podrán  rebajar las tarifas o incluso, en casos calificados,  exceptuar de este pago a aquellos usuarios en situación de pobreza, a la  inmensa mayoría de las familias que habitan en viviendas sociales sí se les aplicó este cobro en los hechos.

4.- Que con el fin de corregir esta situación, se dictó la Ley  N° 20.280  que modificó el articulo 7° mencionado, estableciendo que “quedarán  exentos automáticamente de dicho pago (aseo) aquellos usuarios cuya vivienda  o unidad  habitacional a la que se otorga este servicio tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 225 Unidades Tributarias Mensuales”.

5.- Que, sin embargo, esta ley no contempló la situación de las personas que hasta antes del 2008 vivían en viviendas sociales  cuyo avalúo fiscal es igual o inferior a 225 UTM, por lo que se les cobraba el servicio de aseo y tenían deudas por este concepto.           

6.- Que por tal motivo, hoy se encuentran morosas en el pago de estas deudas anteriores al 2008, las cuales se han incrementado  debido a los intereses y a las multas que corren por su no pago, lo que tiene directa relación con la condición económica de sus deudores, que no han tenido la posibilidad de cancelarlas.

7.- Que basándose en el espíritu que tuvieron los legisladores al modificar el artículo 7° de la Ley, es necesario desarrollar una iniciativa legal destinada a condonar  todas las deudas por servicio de aseo contraídas antes del año 2008, por las familias que habitan en viviendas cuyo avalúo fiscal es igual o inferior a 225 UTM.

8.- Por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes venimos en proponer a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a Su Excelencia, la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a  bien; instruya al Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, con el fin de que se elabore un Proyecto de Ley  destinado a condonar las deudas que tienen las familias que habitan en viviendas o unidades vecinales cuyo   avalúo fiscal es igual o inferior a 225 UTM, y que hasta el año 2008 pagaban por este servicio”.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador
7

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, RELATIVO A POSIBILIDAD DE QUE LOS BONOS EXTRAORDINARIOS QUE EL ESTADO OTORGUE A PERSONAS QUE RECIBEN ASIGNACIONES FAMILIARES O SUBSIDIO FAMILIAR SE ENTREGUEN DIRECTAMENTE A LA CÓNYUGE O CONVIVIENTE QUE POR ORDEN JUDICIAL SE ENCUENTRE RECIBIENDO PENSIÓN DE ALIMENTOS

(S 1150-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que cada cierto tiempo el Estado otorga  a las personas de más escasos recursos un bono de ayuda con el fin de que puedan enfrentar de mejor forma algunas  alzas de precios  o  situaciones de crisis económicas.

2.- Que dentro de las personas beneficiadas se encuentran aquellas que reciben asignaciones familiares, asignación maternal o subsidio familiar, trabajen en el ámbito privado o público, como es el caso del bono extraordinario de $40.000 que comenzó a ser cancelado en el mes de marzo presente.

3.-  Que el objetivo último de este bono es que beneficie muy especialmente a los niñas y niños de estas familias, por lo cual, se establece el bono en consideración a la carga familiar de las mismas, es decir, al número de hijos que existan dentro de ella. 

4.- Que lamentablemente, cuando los padres se encuentran separados o en proceso de divorcio, el monto del bono se queda en manos del asignatario, sin ser traspasado al cónyuge o conviviente que tiene el cuidado efectivo de los niños.

5.- Que esta situación es injusta, ya que este bono debe ir en beneficio de los  hijos e hijas dentro de la familia, por lo cual, debe ser entregado a la persona que está a cargo de estos.

6.-  Que, por tanto, es necesario que siempre que exista una pensión de alimentos otorgada por los  Tribunales de Justicia,  este bono extraordinario que el Estado otorga a quienes reciben cargas familiares sea entregado a quienes reciben esta pensión.

7.-  Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes venimos en proponer a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:
PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Hacienda señor Andrés Velasco y al Ministro de  Justicia, señor Carlos Maldonado, para que estudie la posibilidad de implementar un mecanismo judicial con el fin de establecer que todo bono extraordinario que el Estado otorgue a las personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar, sea entregado - en caso de que este se encuentre separado – directamente a la cónyuge o conviviente que por orden de los Tribunales de Justicia se encuentre recibiendo junto a sus hijos una Pensión de Alimentos”.  

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO Y OMINAMI, RELATIVO A POSIBILIDAD DE ESTABLECER EL DÍA 15 DE FEBRERO DE CADA AÑO COMO EL “DÍA NACIONAL DEL BRIGADISTA FORESTAL”

(S 1151-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que nuestro país tiene una gran parte de su superficie cubierta de bosques,  por lo cual, principalmente durante los meses que van entre noviembre de un año  y abril del siguiente, se produce la denominada “temporada de incendios”, que tiene como resultado un promedio anual de 50.000  hectáreas destruidas por el fuego.

2.-  Que por tal motivo, la CONAF cada año contrata, capacita  y equipa de manera temporal a alrededor de 1.134 brigadistas, que cumplen funciones desde la IV a la XII regiones, incluyendo la Región Metropolitana.   

3.- Que con este personal se conforman alrededor de 74 unidades de combate de incendios forestales, entre brigadas  y cuadrillas, a las cuales, hay que  sumar las brigadas especializadas formadas por bomberos; las empresas privadas; el Ejército con (43 brigadas, conformadas por 1.100 hombres y mujeres); la Armada (8 brigadas con un total de 200 hombres)  estos dos últimos, voluntarios. 

4.- Que  un gran porcentaje de estos brigadistas son personas jóvenes de escasos recursos, amantes de la naturaleza que ven en esta actividad una forma de trabajar en  forma temporal y de esa manera, ayudar a sus familias.

5.-  Que estos brigadistas realizan una labor no sólo de defensa de nuestro patrimonio económico, forestal y  de nuestra fauna, sino que también, de la vida e integridad física de la población amenazada por los incendios forestales.

6.-  Que en el desarrollo de esta abnegada labor, ponen muchas veces en peligro sus propias vidas e integridad física, dando incluso la vida en el cumplimento de su deber, como es el reciente caso de los 12  brigadistas forestales de la empresa SIMAF,  muertos el 15 de  febrero de 2009 en un accidente en  la localidad de Chanco de la VII región; señores  Arturo Yévenes Moya, Eduardo Yévenes Moraga, Felipe Alvarado Aravena, Giovanni Suazo Suazo, Jorge Cancino Peña, Mario Villegas Moya, Miguel Vega Torres, Roberto Yáñez Orellana, Rodrigo López Leal, Roberto Castillo Valdebenito, Sergio Cancino Peña y Miguel Núñez Núñez.  Hecho que conmovió a todo el país.

7.-  Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes consideramos que debe instituirse el Día Nacional del Brigadista Forestal,  en el cual la sociedad chilena en su conjunto  rinda un sentido reconocimiento a la labor que desempeñan estas personas, como asimismo, sirva para educar  a la población chilena de los peligros de los incendios forestales y en la prevención de este flagelo.

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a Su Excelencia de la República señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya a la Ministra de Agricultura, señora Marigen Hornkohl Venegas, para que se estudie el establecimiento del día 15 de febrero de cada año como el “Día Nacional del Brigadista Forestal”, como una forma de reconocer la abnegada labor que desempeñan estas personas en beneficio  de nuestro país, y en homenaje y recuerdo a los 12 brigadistas fallecidos el 15 de febrero de 2009 en la localidad de Chanco, VII región”.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejando Navarro Brain, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, MUÑOZ ABURTO Y OMINAMI, SOBRE IMPLEMENTACIÓN DE UN SEGURO ESPECIAL DE ALTO RIESGO PARA BRIGADISTAS FORESTALES Y OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE GRACIA ESPECIALES PARA LAS FAMILIAS DE BRIGADISTAS QUE FALLEZCAN EN CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES O PARA AQUELLOS QUE RESULTEN CON INCAPACIDAD LABORAL PERMANENTE, ASÍ COMO DE BECAS EDUCACIONALES PARA SUS HIJOS 

(S 1152-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que Chile, debido a sus características geográficas, principalmente durante los meses de verano, sufre cada año un gran número de siniestros incendiarios  entre las IV y XII regiones, incluyendo la Región Metropolitana.

2.-  Que por tal motivo, la CONAF, como institución principal encargada del combate de los incendios forestales, en conjunto con el Ejército, la Armada, bomberos y la empresa privada, ha conformado Brigadas Forestales destinadas a combatir estos siniestros.   

3.- Que la inmensa mayoría de los hombres y mujeres que conforman estas brigadas forestales son personas de escasos recursos y carentes de trabajo estable, que ven en esta actividad una forma de ganarse la vida de manera temporal.

 4.-   Que estas personas  realizan una labor considerada  de alto riesgo para su integridad física, por lo cual, a través de la historia numerosos brigadistas han perdido sus vidas o han quedado con incapacidad laboral permanente.

5.-  Que si bien es cierto que en caso de muerte o invalidez   quedan cubiertos por el Seguro Social de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, por el cual sus familiares, viuda, madre de hijos no matrimoniales, e hijos hasta los 24 años en caso que sean estudiantes, tienen derecho a percibir la pensión que corresponda de parte del seguro que administra la Mutual de Seguridad. Además, en el caso de los brigadistas de la CONAF, estos cuentan con un seguro de vida de 800 UF, es decir, alrededor de 17 millones de pesos. 

6.- Que por la naturaleza del trabajo que realizan, ésta reparación resulta absolutamente insuficiente.

7.- Que el Estado chileno debe reconocer  el alto riesgo de la labor que desarrollan, por lo cual, debe proceder a establecer  una legislación especial para la protección de los  brigadistas forestales y sus familias, sean estos  de la CONAF, la empresa privada, bomberos, el Ejército,  la Armada, etc. 

8.- Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes, solicitamos a este honorable Senado que apruebe el siguiente proyecto de acuerdo. 

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a Su Excelencia de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, para que, en conjunto con:

1. La Ministra del Trabajo y Previsión Social, Claudia Serrano, estudie la implementación de un seguro especial de alto riesgo para los brigadistas forestales. 

2. El Ministro del Interior, señor Edmundo Pérez Yoma, estudie el otorgamiento de pensiones de gracia especiales para las familias de  los brigadistas forestales que fallezcan en cumplimiento de sus funciones o para aquellos  que resulten con incapacidad laboral permanente. 

3. La Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez de la Jara, estudie el otorgamiento de becas educacionales para los hijos de los brigadistas fallecidos o que resulten con incapacidad laboral permanente”. 

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, BIANCHI Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA REVITALIZAR Y PROTEGER EL ÁREA DE CHAITÉN

(S 1153-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
Que desde el 2 de Mayo del año 2008 se encuentra en proceso de actividad el volcán Chaitén.

2.-
El que la actividad volcánica ha generado un significativo depósito de cenizas y arenas volcánicas, que arrastradas por el río Blanco están afectando la ciudad de Chaitén.

3.-
El que se ha definido con estudios volcanológicos, geofísicos y de ingeniería civil, áreas de menor riesgo en el entorno de Chaitén (Figura 1)
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4.-
La conveniencia de efectuar instalaciones a la brevedad en el área de menor riesgo, entre Fandango y Santa Bárbara, que permita dotar de servicios públicos y municipales al área de Chaitén y a la población afectada

5.-
La importancia de mantener la continuidad territorial a través del Camino Austral que pase por la ciudad de Chaitén.

6.-
La necesidad de mantener y utilizar el muelle y rampa portuaria de Chaitén.

7.-
La urgencia de rehabilitar el aeródromo de Chaitén.

8.-
La necesidad de efectuar un monitoreo sistemático y continuo de la actividad volcánica, sísmica y de los flujos de agua que arrastran cenizas y arenas del volcán.

9.-
La importancia de trasparentar los apoyos que se han dado  y se seguirán dando a los afectados en forma individualizada por la actividad volcánica y la evacuación de los habitantes del sector, como son:

· Aportes monetarios

· Beneficios tributarios

· Apoyos de programas SAG, INDAP, Sercotec, CORFO, MINVU.

· Becas estudiantiles

· Apoyo a emprendimientos.

· Indemnizaciones.

· Señalar quienes han sido excluidos en este proceso, indicando las causas.

10.-
La conveniencia de, junto con proteger el camino y puentes que pasan por Chaitén, proteger y encauzar las aguas convenientemente para que no sigan dañando las instalaciones y edificaciones de Chaitén y rescatar y proteger las existentes.

11.-
Mantener continuidad en el servicio de transporte marítimo y terrestre (pasajeros y vehículos) hacia y desde Chaitén.

12.- El asegurar la venta de combustibles, alimentos e insumos básicos en el área de Chaitén.

13.-
Otorgar servicios de Salud, agua, luz, teléfono y comunicaciones de datos (conexión vía fibra óptica) en el área de Chaitén.

14.-
La urgencia de habilitar por etapas la construcción del camino continuo, sin transbordos, entre Chaitén y Hornopirén.

15.-
Definir situación equitativa para los profesores de Chaitén que fueran exonerados por falta de fondos.

El Senado acuerda:


Solicitar a S. E. la Presidenta de la República el que con urgencia se adopten las medidas para revitalizar y proteger el área de Chaitén, según los considerandos de este acuerdo

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TERCER TRÁMITE, QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 15 Y 18 DE LA CARTA FUNDAMENTAL CON EL OBJETO DE CONSAGRAR EL SUFRAGIO COMO UN DERECHO DE LOS CIUDADANOS Y SU INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA EN LOS REGISTROS ELECTORALES

(3544-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de reforma constitucional de la referencia, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina, Antonio Horvath y Sergio Romero y del ex Senador señor José Antonio Viera-Gallo, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado.


A la sesión en que se trató esta iniciativa concurrieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, y el abogado asesor de esa Secretaría de Estado, señor Marco Opazo.


Es dable hacer notar que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 127 de la Carta Fundamental, los distintos numerales que integran el proyecto requieren, para ser aprobados, del voto favorable de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo II de la Constitución Política, sobre Nacionalidad y Ciudadanía.


Cabe, asimismo, resaltar que con fecha 3 del actual, S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con carácter de “discusión inmediata”.


A continuación, siguiendo el orden del articulado de la iniciativa, se efectúa una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión en cada caso.

 - - - 

Artículo único

Número 2
Letra b)

El Senado, en primer trámite constitucional, acordó incorporar como nuevo inciso segundo del artículo 18 de la Constitución Política, el siguiente:




“b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:





“La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 13 y siguientes.”. 




En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó esta letra b) por la siguiente:





“b) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo: “Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.”.


El Ministro señor Viera-Gallo connotó que, en la práctica, esta enmienda no altera sustancialmente nuestro ordenamiento toda vez que en la actualidad ya existen cuerpos legales dedicados precisamente a la regulación de las materias a las que este literal se refiere.


Los miembros presentes de la Comisión pusieron de relieve que, dada la trascendencia de estos aspectos, era útil y procedente elevar a rango constitucional la existencia del señalado sistema.


En consecuencia, por la unanimidad de sus miembros presentes, la Comisión aprobó la referida enmienda. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.
° ° °

Letra c), nueva

Este literal también se refiere al artículo 18 de la Carta Fundamental.


Como se consignó precedentemente, en primer trámite constitucional, en la letra b) del número 2, recién transcrito, el Senado contempló un sistema de registro electoral al que los ciudadanos se incorporarían por el solo ministerio de la ley


Respecto de esta misma materia, en segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados incorporó la siguiente letra c), nueva:





“c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:





“Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.”.”.

El Ministro señor Viera-Gallo explicó que esta nueva redacción tiene por objetivo evitar las dudas que podría motivar una referencia a disposiciones determinadas de la Constitución, como lo hace el texto aprobado por el Senado. Para estos efectos, agregó, la Cámara de Diputados prefirió una mención genérica a los requisitos establecidos por la Carta Fundamental.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina, el señor Ministro precisó que los “requisitos” a que alude esta enmienda son aquellos exigidos para tener la calidad de ciudadano.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, aprobó la modificación de la Honorable Cámara de Diputados.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, estimó conveniente reiterar la explicación del señor Ministro en cuanto a que el sentido de los requisitos a que se refiere esta disposición apunta a la condición de ciudadano.

° ° °

Número 3

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:




“3.- Agrégase la siguiente disposición VIGÉSIMOTERCERA transitoria, nueva:





“VIGÉSIMOTERCERA. Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del sufragio e incorporación al registro electoral, regirán al momento de entrar en vigencia las modificaciones que, para la debida aplicación de dichas reformas, resulte necesario introducir a las leyes respectivas.”.”.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el texto de esta disposición transitoria por el siguiente:





“VIGÉSIMOTERCERA.- Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del voto e incorporación al registro electoral por el solo ministerio de la ley, regirán al momento de entrar en vigencia la respectiva ley orgánica constitucional a que se refiere el inciso segundo del artículo 18 que se introduce por esta reforma.”.




El Ministro Secretario General de la Presidencia informó que durante el debate habido en la Cámara de Diputados hubo representantes de la Oposición que sostuvieron que la puesta en práctica de la voluntariedad del sufragio no requería modificaciones legales. Por ello, estimaron excesivamente amplia la referencia del texto aprobado por el Senado a las reformas que “resulte necesario introducir a las leyes respectivas”.





En definitiva, explicó que esa Corporación prefirió referirse explícitamente a la ley orgánica prevista por el inciso segundo del artículo 18 de la Constitución Política.


Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz, don Pedro, y Ruiz-Esquide. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.

- - -


De conformidad a lo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de reforma constitucional en estudio, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, salvo la contemplada por el número 3, que fue acogida por tres votos a favor y dos abstenciones.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Pedro Muñoz Aburto y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2009.
(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria
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